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Este trabajo de investigación está dedicado a los menores de 
edad de la población rural de Piura, sobre todo a la población 
de Huancabamba de Ayabaca y Morropón, como un 
recordatorio de que si bien las Rondas tienen derechos 
reconocidos para actuar en su territorio, los menores de edad 
también los tienen y deben ser protegidos como un fin supremo 
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Los menores de edad son sujetos de derechos, en igualdad de condiciones que los adultos; 
sin embargo, en razón a su falta de madurez física y mental, requieren una mayor 
protección y cuidados especiales incluida la debida protección legal por todas las 
jurisdicciones de justicia, normativa que ha sido recogida a nivel internacional por la 
Declaración de los Derechos del Niño, Convención de los Derechos del niño, la 
Convención Americana sobre Derechos del Niño, etc. y en nuestro país la Constitución 
en su artículo 04 establece “ la comunidad y el estado protegen especialemente al niño”. 
En ese sentido ninguna jurisdicción puede vulnerar sus derechos; por otro lado, en nuestro 
país se ha otorgado una jurisdicción especial a las rondas campesinas para que resuelvan 
conflictos dentro de su territorio, reconocida en el artículo 149 de la constitución, nuestro 
tema de estudio, se centra en tres provincias de Piura (Ayabaca, Huancabamba y 
Morropón) donde se localizan las rondas campesinas, y donde se ha comprobado que 
estas vulneran los derechos fundamentales de los menores de edad durante las 
intervenciones delictivas que realizan, ello debido los menores y mayores de edad son 
tratados de la misma manera, en razón a que no cuentan con criterios establecidos que 
garanticen que los menores sean tratados de diferente manera por su condición, tal como 
se realiza en la jurisdicción ordinaria,  y que a su vez es consecuencia de la distancia con 
las sedes de justicia del derecho formal y por falta de conocimientos y capacitación, 
debido a ello se hace necesario promover que la justicia comunal no pueda conocer sobre 
todos aquellos delitos que recaigan sobre derechos fundamentales que puedan afectar los 
intereses de los niños y adolescentes, conforme a lo señalado por el Tribunal 










The minors are subject to rights, on equal terms with adults; however, due to their lack of physical 
and mental maturity, they require greater protection and special care, including due legal protection 
by all jurisdictions of justice, regulations that have been collected internationally by the Declaration 
of the Rights of the Child, Convention on the Rights of the Child, the American Convention on the 
Rights of the Child, etc. and in our country the Constitution in its article 04 establishes "the 
community and the state especially protect the child." In that sense, no jurisdiction can violate their 
rights; On the other hand, in our country a special jurisdiction has been granted to the rondas 
campesinas to resolve conflicts within their territory, recognized in article 149 of the constitution, 
our subject of study, is centered in three provinces of Piura (Ayabaca, Huancabamba and Morropón) 
where the rondas campesinas are located, and where it has been proven that these violate the 
fundamental rights of minors during the criminal interventions they carry out, due to the fact that 
minors and adults are treated in the same way, in reason why they do not have established criteria 
that guarantee that minors are treated differently because of their condition, as it is done in the 
ordinary jurisdiction, and that in turn is a consequence of the distance with the courts of justice of 
the formal right and due to lack of knowledge and training, due to this it is necessary to promote that 
communal justice cannot know about all those of the These rights fall on fundamental rights that may 
affect the interests of children and adolescents, as indicated by the Constitutional Court in the 
















El presente trabajo de investigación aborda la problemática de la situación jurídica de las 
Rondas Campesinas delimitando nuestra investigación a las existentes en la localidad de Piura y su 
actuación en las intervenciones delictivas en menores de edad. Las rondas campesinas aparecen como 
una reacción al crecimiento de la delincuencia en las zonas rurales, en su mayoría el hurto de ganado, 
los cuales se organizan a fin de defenderse ante el flagelo y el nulo apoyo por parte del estado, su 
capacidad organizativa ha traspasado su zona de origen (Cajamarca) y se ha instalado en todas las 
regiones del Perú, en nuestra región también tiene su auge dándose inicio en los años  80 en la 
provincia de Huancabamba dando origen a la primera comunidad en los caseríos de Huancaparpa 
Alto y bajo que luego se extiende a la provincia de Ayabaca y Morropón , optando luego por su 
reconocimiento y debido a su alta efectividad empezó a ser  reconocida en diferente normativa , a 
nivel internacional podemos encontrar el reconocimiento en el Convenio 169 de la OIT sobre 
comunidades campesinas y nativas, en nuestro país al reconocimiento de las facultades para actuar 
dentro de su ámbito en la resolución de conflictos (competencia) se le ha denominado Función 
Jurisdiccional, estableciendo su actuar al límite de no vulnerar los derechos fundamentales de las 
personas, el cual ha sido expresamente señalado en el artículo 149 de la constitución y se hace 
extensivo de dichas facultades a las comunidades campesinas, comunidades indígenas y Rondas 
campesinas, en tal sentido su actuar está sujeto a sus propias normas o costumbres de cada pueblo, 
actuar que queda plasmado de manera general en los estatutos que suscribe las comunidades e 
inscribe en Registros públicos.  
Por otro lado, es conveniente señalar que los menores de edad como sujetos de derechos han 
sido pasibles de protección en el derecho interno como en el internacional y al tener diferencias frente 
a los mayores de edad, se les ha otorgado una mayor cantidad de derechos y protección bajo el 
principio del Interés Superior del niño, a nivel internacional existe una larga data de organismos que 
protege a la niñez dando origen a una variada normativa como la Convención de los derechos del 
niño, Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño, la Declaración de los Derechos 
del Niño, Convención Americana sobre Derechos Humanos, etc.  Las cuales han coincidido en que 
considerando que el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidados 
especiales, en nuestro país el Art. 4 de la carta magna señala que los niños necesitan de un cuidado 
especial y protección por parte del estado, y que en el campo penal se ha desarrollado una normativa 
especial para ser juzgado, considerándole un infractor y no un delincuente, al cual se le ha otorgado 
una gama de especialistas que se encargan de analizar y apoyar al menor de edad, asimismo en cuanto 
a las penas, estas son distintas a las aplicadas a los mayores de edad, y que buscan garantizar que el 
menor sea reinsertado a la sociedad y se garantice su desarrollo, se le reconoce los derechos 
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fundamentales en todo su magnitud y además se ha establecido que estos no pueden ser vulnerados 
bajo ninguna condición o autoridad de ningún estado.  
Que las rondas campesinas en la aplicación de la Función Jurisdiccional dentro de su 
territorio, ha sancionado en reiteradas oportunidades a sus integrantes o personas que hayan cometido 
alguna infracción como robo, hurto, etc. Siendo sancionados de acuerdo a sus costumbres (en su 
mayoría ejercicios físicos, devolución del bien y castigo físico), así en dicha aplicación las rondas de 
la Región Piura (Ayabaca, Huancabamba y Morropón) han realizado muchos de estos 
procedimientos interviniendo en su actuar a menores de edad a los cuales se les ha aplicado el mismo 
derecho consuetudinario que a los mayores de edad, sin beneficio alguno o salida alternativa viable 
de acuerdo a su edad, y más aun no se les ha otorgado la protección que se ha señalado en el derecho 
internacional o nacional, se ha verificado, entonces que a estos menores se les ha vulnerado los 
derechos fundamentales, al no garantizarles derechos inalienables, primero aplicándoles el mismo 
castigo que a los mayores de edad y segundo con un procedimiento en el que no garantiza la 
idoneidad y pertinencia ante el desconocimiento de las mismas y por el poco apoyo que reciben del 
derecho formal. En tal sentido una vez nuestro trabajo ha sido realizado no solo hemos visto 
conveniente comprobar nuestra hipótesis confirmando la vulneración de los derechos fundamentales 
de los menores de edad en las intervenciones que realizan las Rondas Campesinas en la región Piura 
sino que además hemos creído conveniente señalar algunas pautas a tomar en consideración a fin de 
garantizar la protección de los niños, responsabilidad que recae en el estado, quien se deberá encargar 
de desarrollar normas especiales a favor de la niñez y la no intervención de las Rondas en los casos 
donde se encuentren menores de edad, conforme ya lo ha señalado nuestra jurisprudencia y algunos 




 MARCO TEÓRICO 
 
1.1. DESCRIPCIÓN DE LA PROBLEMÁTICA  
 En los últimos tiempos se viene escuchando el incremento de la delincuencia en el 
país, los problemas sociales, la escasez de productos, la mala educación y la corrupción del 
gobierno ha tenido un impacto negativo en la sociedad que ha causado un considerable aumento 
de la delincuencia, haciendo insostenible nuestro país, en ese misma tendiente se ha visto 
inmersa nuestra juventud, que es el ámbito donde más ha proliferado la delincuencia; Es así que 
este fenómeno social se ha vuelto incontrolable en la ciudad; sin embargo, en las zonas rurales 
ha resurgido, las ya establecidas, rondas campesinas como un ente sancionador y a veces más 
efectivo que la justicia ordinaria, obteniendo resultados en menor tiempo y con menos gasto, 
amparados en el Art. 149 de la Constitución que señala “Las autoridades de las comunidades 
campesinas y nativas, con el apoyo de las Rondas Campesinas, pueden ejercer las funciones 
jurisdiccionales  dentro de su ámbito territorial de conformidad con el derecho 
consuetudinario, siempre que no viole los derechos fundamentales  de la persona. La ley 
establece las formas de coordinación de dicha jurisdicción especial con los Juzgados de Paz y 
con las demás instancias del Poder Judicial” además de contar con su Propia Ley Nº 27908 y 
su Reglamento recaído en el Decreto Supremo Nº 025-2003-JUS. 
 
En el Derecho Penal Peruano se ha establecido dos vías de tratamiento distinto en los 
sujetos que se ven inmersos en delitos, siendo la primera la vía para las personas mayores desde 
los 18 años y la segunda para los menores de edad, enfocados en la segunda parte, se ha tomado 
criterios distintos en la aplicación de la ley denominándose Infracciones a la Ley Penal, estos 
son juzgados de manera distinta en razón de su edad con medidas menos gravosas, como 
internamiento, internación domiciliaria, libertad restringida, etc. Ello en Razón a que se buscar 
salvaguardar la integridad y el interés superior del niño. Caso contrario sucede en las Rondas 
campesinas, donde si bien, como se ha dicho, resulta ser una vía eficaz, no se garantizaría un 
tratamiento diferenciado en cuanto a los menores de edad; ya sea, durante la investigación o en 
la aplicación de sus sanciones penales, ya que conforme a los alcances que se tienen hasta el 
momento no existirían criterios o diferencias en el tratamiento de menores y adultos, 
ocasionando que se les juzgue de la misma manera, pese a que por su corta edad  la Convención, 
La Constitución, El código de Niños y Adolescentes le han otorgado una serie de derechos 
fundamentales más allá de los señalados en favor de los adultos, derechos que no pueden ser 




En nuestra Región Piura existen tres Provincias que guardan en su matriz el derecho 
consuetudinario y por tanto la existencia de las Rondas Campesinas; siendo, Ayabaca, 
Huancabamba y Morropón, por lo que la temática de nuestro trabajo es recabar, si los derechos 
fundamentales de los menores de edad se ven vulnerados en la aplicación de la Función 
Jurisdiccional de las Rondas Campesinas de Piura.  
1.2. JUSTIFICACIÓN E IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACIÓN 
       La naturaleza penal que se reconoce al proceso seguido contra los menores de edad 
infractores guarda relación con el respeto a un estado de derecho democrático y garantista de 
los derechos fundamentales de toda persona y en el caso preciso de los menores de edad, ello 
no quiere decir que la diferencia en el castigo deba tomarse como un favorecimiento a los 
menores sino por el contrario se ve como la oportunidad de reeducar  o rehabilitar al menor 
infractor, es así que la importancia radica en la finalidad de las medidas. En nuestro caso 
concreto considero que es importante determinar si los menores que cometen conductas 
antijurídicas o contrarias a la moral y costumbres en las zonas rurales son tratados de una manera 
distinta a los adultos por parte las rondas, ya que en un país con un estado de derecho debe 
garantizarse la protección a los menores, y siendo las zonas rurales parte de este país, debe 
garantizarse también estos derechos y con mayor renuencia ya que estas son más vulnerables, 
por lo que es de suma importancia verificar si los menores son tratados de manera distintas con 
criterios establecidos y concretos que busquen garantizar una justicia equitativa en razón a su 
edad, que busque garantizar sus derechos fundamentales e inalienables destinados a la 
reeducación de los mismos y la mejora de su vida, ya que en base su edad su formación 
ciudadana resulta más factible. Las Rondas Campesinas muestran un avance en la aplicación de 
justicia y la reducción de la delincuencia, sin embargo, es necesaria su evolución en su esfera 
de derecho consuetudinario y ello en muchas veces se basa en el desconocimiento de la 
normativa, así como de los aspectos económicos, sociales y educativos. Podemos decir que el 
presente trabajo servirá para verificar si existirían criterios en la investigación y sanciones 
penales por parte de las rondas campesinas y si se vulnera los derechos fundamentales de los 
menores de edad de la Región.  
1.3. OBJETIVOS 
1.3.1. Objetivo General 
       Determinar si existe vulneración de los derechos fundamentales de los menores de edad 
en la intervención en asuntos delictivos durante la aplicación de la Función Jurisdiccional por 
las Rondas Campesinas de Piura 
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1.3.2. Objetivo Específico 
       Determinar cuáles son criterios que tienen en cuenta las rondas campesinas de la región 
Piura para aplicar la función jurisdiccional en la intervención en asuntos delictivos en menores 
de edad. 
1.4. DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
1.4.1. Delimitación Temporal 
       Mi investigación se da desde la formación de las Rondas Campesinas de la región Piura 
(1980) hasta la actualidad-año 2018, en razón a que no se tiene conocimiento de la existencia 
de criterios establecidos especiales para los casos en donde se encuentren involucrados menores 
de edad que hayan cometido delitos. 
1.4.2. Delimitación Espacial 
       El presente trabajo se desarrolla en la Región Piura específicamente en los lugares donde 
existen Rondas Campesinas, que viene hacer las Provincias de Huancabamba, Ayabaca y 
Morropón, siendo que en estas provincias están constituida por las siguientes Comunidades 
Campesinas conforme al Sistema de Información sobre Comunidades Campesinas del Perú 
(SICCAM) 
 
Tabla 1: Comunidades Campesinas 
 
1.4.3. Delimitación Económica  
           Los recursos a utilizarse durante la investigación, ya sea en la recopilación de 
información y constatación de la hipótesis en el campo se realizaran con recursos propios del 
tesista.  
  
                                          Departamento de Piura 








Ayabaca 77 71 6 317, 252.16 
Huancabamba 20 19 1 199, 694.04 




II. MARCO TEÓRICO 
2.1. ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 
2.1.1. CALDERON, (2015) Las rondas campesinas nacen como protección a sus miembros, 
mayormente en los casos de abigeato, si bien es cierto se realiza el castigo físico, este solo se 
dará si es que el culpable no devuelve el bien robado, ya que en los lugares donde existe este 
medio de justicia, es generalmente pobre y los bienes por más pequeños que sean son 
invaluables, del mismo modo se tiene que la justicia formal a través de los jueces reconoce que 
no existe ningún sistema de coordinación o apoyo entre la justicia formal y comunal pese a que 
lo establecido la misma Constitución en el art. 149, pese al tiempo transcurrido no se ha logrado 
desarrollar este artículo dejando en el limbo a las Rondas Campesinas, si bien esta se rige por 
sus normas consuetudinarias, es también cierto que el reconocimiento de los mismo se da por el 
derecho formal, en tal sentido se debe buscar desarrollar el apoyo legal a las Rondas Pero si 
intervenir propiamente en su conformación y desempeño, también señala que la mayor 
desconfianza entre las Rondas Campesinas y el Poder Judicial y Ministerio Publico radica es en 
la inmediata intervención, ya que como se ha visto en la justicia formal demora meses o años 
solucionar un conflicto y lograr la búsqueda de la paz.  
 
2.1.2. AQUIZE CACERES, (2018) En el caso de los menores infractores se ha dejado al 
Ministerio Publico y al Poder Judicial la mayor carga de responsabilidad preventiva a través de 
la imposición de sanciones; Sin embargo, existen otras muchas entidades encargadas del tema, 
pero que no se involucran demasiado, en tal razón debe haber otras entidades que salvaguarden 
los derechos y la integridad de los niños. Asimismo en el estudio realizado por la autora señala 
que aproximadamente el 78% de las adolescentes infractores se encuentran arrepentidos y solo 
un 6% se muestra indiferente, del mismo modo señal que solo un 14% de los adolescentes 
infractores posee antecedentes penales. Si bien el presente estudio se circunscribe a una 
determinada ciudad, lo rescatable de esta tesis es que la resocialización en menores es mucho 
más fácil y rápida, debido a que estos se encuentran en proceso de formación.  
 
2.1.3. FUENTES FUENTES, (2017)   De su estudio a nivel de estadística concluye que los 
principales factores que se encuentran asociados a la infracción de la ley penal cometida por los 
adolescentes, 2013-2016 en la ciudad de Tacna, son: sociales, económicos y jurídicos. 
Asimismo el factor social estuvo está determinado por el entorno familiar, las adicciones 
presentadas por el adolescente infractor; y el nivel educativo. Siendo que también influye el 
factor económico: el 94% de adolescentes infractores penales no trabajan; y, el 83% de 
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infractores penales pertenecen a una situación económica de pobreza Agrega que las medidas 
socioeducativas no son dictadas con los criterios adecuados para sancionar al adolescente 
infractor. Y que éstas no sirven para concientizar al menor en su convivencia social; y, la 
aplicación de las normas del Código de los Niños y Adolescentes, que dictan los Jueces de 
familia a los adolescentes infractores no es la adecuada.  
 
2.1.4. LEON JAUREGUI,  (2015)  En sus conclusión tercera de su tema de trabajo señala 
que en la etapa de investigación y juzgamiento se han vulnerado los derechos fundamentales de 
los menores como por ejemplo la presunción de inocencia y el plazo razonable, y que cuando 
fueron entrevistados los menores de edad señalaron que fueron tratados como infractores y no 
como inocentes durante el proceso y que el 43.6 % de los procesos en que se encuentran menores 
se demoran por dilaciones indebidas y falta de diligenciamiento de las autoridades. Asimismo 
en su conclusión quinta dice que en cuanto a detención del menor, estos, no reciben un trato 
adecuado por parte del personal policial, además la infraestructura no es adecuada y la falta de 
especialización del personal policial lleva a que se detenga a los menores de edad junto a 
mayores de edad, asimismo en cuando a defensa la mayor parte prefiere abogados de parte 
debido a la poca especialización de los públicos. También señala que si bien se cuenta con un 
programa de reinserción social los infractores se encuentran separados por su madurez 
emocional, mas no por su edad, haciendo que menores infractores estén contacto con quienes 
ya superan la edad de mayoría y que continúan en el mismo lugar lo que vulnera su derecho a 
estar separado de los adultos.  
2.2. BASES TEÓRICAS 
2.2.1. Las Rondas Campesinas  
        Se encuentra en el convenio 169 de la convención internacional del trabajo la cual 
rompe con el esquema de la producción unilateral de normas por parte del estado y da origen al 
pluralismo jurídico, y de ya, reconoce a las comunidades nativas/campesinas, reformulando así 
lo establecido en el convenio 107 OIT (1957) que en líneas generales consideraba a las 
comunidades como “menos avanzadas”, este convenio se da en razón a la reunión celebrada por 
el organismo internacional del trabajo en su sesión Nº 76 del 27 de Junio de 1989, la ratificación 
de Noruega fue registrada el 19 de Junio de 1990 y de conformidad con el artículo 38º del propio 
convenio 169 entró en vigor doce meses después de la fecha en que las ratificaciones de estos 
dos primeros países, fueron registrados por el Director general de la Oficina Internacional del 
Trabajo, ello nace en razón a los trabajos ya realizados en favor de los indígena en los años de 
1921 y 1926, definiendo así al indígena como aquellas poblaciones que conservan total o 
parcialmente sus tradiciones propias y que se diferencian de la mayoría dominante. Es así que 
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se puede deducir que el convenio reconoce a los sujetos titulares que pueden ejercer una función 
jurisdiccional propia a los Pueblos Indígenas y Comunidades Andinas y Campesinas y en su 
análisis con el art. 149 de la constitución podemos decir que quienes pueden ejercer la función 
jurisdiccional son las Comunidades Campesinas, Comunidades Nativas y Rondas Campesinas; 
siendo dicho convenio ratificado por el país en el año de 1994. En el Perú (Pueblo, 2004) su 
antecedente más remoto lo encontramos en la Ley Nº 24571 de noviembre de 1986 que 
reconocía a las Rondas Campesinas como organizaciones que contribuyen al desarrollo y la 
paz social… cooperando con las autoridades en la eliminación de cualquier delito. Dicho 
reconocimiento se ve mermado con el Decreto Supremo Nº 12-88 del año 1988 que aprueba un 
reglamento a las rondas campesinas y limita su actuar, teniendo que ser controlado y supervisado 
por la Dirección General del Gobierno del Interior, lo que llevo a que las rondas campesinas no 
tuvieran mayor actuación. Con el Decreto Legislativo Nº 740 de noviembre de 1991, se dispuso 
la entrega de armas a las Rondas Campesinas con la finalidad de que apoyen en la lucha 
antisubversiva, pero la mayoría de estas lo rechazaron señalando que serían dependientes y por 
tanto perderían su autonomía. Luego del Autogolpe del 05 de abril de 1992 se promulgo el 
Decreto Legislativo 77-92 de fecha noviembre de 1992 mediante la cual se dispone que las 
rondas actúen como comités de autodefensa y que estén supeditados a las órdenes de las Fuerzas 
Armadas, pasando a formar parte implícita del Ministerio del Interior y en ese contexto se da la 
Constitución del 93 que señala en su artículo 149 el reconocimiento de la función jurisdiccional.  
Posterior a ello con fecha 07 de enero del 2003 se publica la ley 27908, Ley de Rondas 
Campesinas y que se reglamenta mediante Decreto Supremo Nº 25-2003 del 29 de diciembre 
del 2003 en la cual se establecen algunas competencias y deberes que deberán tener las rondas 
campesinas. Y por último en el año 2008 se da el Acuerdo Plenario Nº 05-2008/CJ-116-Referido 
a la Función Jurisdiccional de las Rondas Campesinas.  
2.2.2. Menores Infractores 
        En el Perú, las primeras normas de protección del menor de edad las encuentran desde 
el artículo 137 hasta el 149 del Título XVIII del Libro Primero del Código Penal de 1924, 
“Tratamiento de Menores”. En esta normativa, se puede apreciar una visión del niño desde la 
doctrina de la situación Irregular: se rechazaba el castigo y se afirmaba la idea de 
inimputabilidad y se aplican medidas de tratamiento correctivo. En 1924, las medidas tutelares 
no fueron irradiadas del Código Penal y se compuso un Código integral a favor de los menores 
de edad. El régimen de los menores se situó en el capítulo del delincuente en el Proyecto del 
Código Penal Italiano de 1921 y a guisa de apéndice de la parte General en el Código Penal 
Peruano y en los proyectos brasileños de Sá, Pereyra (1927) y Machado (1938).  El Código de 
Menores de 1962 estuvo vigente desde el 1 de julio de ese mismo año hasta el 27 de junio de 
1993 y se consideró como uno de los mejores códigos de menores en América Latina. Sin 
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embargo, no se implementó debido a que luego se incrementaron normas y estos no pudieron 
aplicarse. Ya el 20 de noviembre de 1989 se proclamó la Convención sobre los Derechos del 
Niño, en nuestro país se ratificó dicha Convención en 1990 y en 1993 entró en vigencia el 
Código del Niño y Adolescente, adoptándose así la Doctrina de la Protección Integral, donde el 
menor de edad se considera como sujeto de derechos y prevalece por sobre todo lo demás el 
interior superior del niño.  
 
        En el Nuevo Código de Niños y Adolescentes aprobado en el año 2000 mediante Ley 
N° 27337 se continuó con la misma tendencia, el cual dio inicio a una nueva protección 
fundamental de los menores dejando atrás la Doctrina de Situación irregular.  
 
- En la Doctrina de Situación irregular El menor de edad es considerado como inimputable 
y se le trata como una persona incapaz, siendo que no se le considera como un sujeto de 
derechos. 
 
- En la doctrina de Protección Integral Considera al menor infractor como imputable, pero 
a la misma vez se le trata como sujeto de derechos y se le otorga derechos individuales y 
garantías procesales, respetándose los plazos de sanciones a los menores.  
2.2.3. Principio Del Interés Superior Del Niño 
        El movimiento en defensa de los niños se concretó con la adopción de la Carta de los 
Derechos del Niño por la Sociedad de Naciones en 1924, por lo que a partir de ese momento 
empezaron a aparecer diversos documentos en los que la protección del niño se fue ampliando 
paulatinamente.  
 
         Así, en 1942, la Liga Internacional para la Educación Nueva elaboró en Londres una 
Carta de la Infancia, con la que se pretendía salvaguardar a los niños de las repercusiones de la 
Segunda Guerra Mundial, sin embargo este documento no contó con mayor trascendencia 
internacional. En 1959, luego de un proceso de discusión promovido por la Comisión de 
Asuntos Sociales y concluido por la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, 
se aprobó la Declaración de los Derechos del Niño, la cual incide en que además de los derechos 
que le son reconocidos a todo ser humano, la comunidad internacional es consciente de la 
debilidad propia de los niños por lo que establece que necesitan una especial protección tanto 
antes como después de su nacimiento, lo que implica que los Estados asuman medidas legales 




         En el año 1978 Polonia presentó, ante la Comisión de Derechos Humanos, un proyecto 
de Convención de las Naciones Unidas sobre los derechos del niño. Solo hasta noviembre de 
1989 fue aprobado el proyecto de Convención, el cual quedó abierto a la firma el 26 de enero 
de 1990. Con la Convención sobre los Derechos del Niño se da la especial protección a los 
niños. En este sentido, tanto el Estado, la sociedad y la familia deben garantizar la protección 
necesaria de los derechos del niño. 
 
        En el Perú en 1992 se promulgó el Código de los Niños y los Adolescentes que derogó 
al entonces vigente Código de Menores de 1962. A través de este código se incorporó en nuestra 
legislación los nuevos conceptos y directrices sustentados en la nueva doctrina de la protección 
integral, superando a la anterior de la situación irregular del menor. El 21 de Julio de 2000 el 
Congreso de la República, mediante Ley N°27337, aprobó el Nuevo Código de los Niños y los 
Adolescentes en el cual se consagra una vez más el principio del interés superior del niño. Así 
en el artículo IX del Título Preliminar se encuentra regulado este principio, cuyo tenor refiere: 
" En toda medida concerniente al niño y al adolescente que adopte el Estado a través de los 
Poderes, del Ministerio Público, Los Gobiernos Locales y sus demás instituciones, así como en 
la acción de la sociedad, se considerará el principio del Interés Superior del niño y del 
adolescente y el respeto a sus derechos". 
2.3. GLOSARIO DE TÉRMINOS BÁSICOS 
2.3.1. Comunidad Campesina.  
       “Las comunidades campesinas y nativas constituyen personas jurídicas reguladas por 
una legislación especial. Ello se debe a su particular origen: Mientras que la asociación, el 
comité y la fundación, por decirlo de alguna manera poseen existencia “actual” a partir de su 
inscripción en los registros públicos; por el contrario, estas comunidades tienen “pasado”; pues 
su conformación corresponde al de un grupo social conformado por campesinos andinos y 
pobladores amazónicos y sus respectivos descendientes quienes realizan actividades en 
beneficio de todos los miembros y comparten una identificación cultural, social y económica 
que se desarrollan coordenadas de tiempo y espacio. El Reconocimiento, Protección e 
independencia de las Comunidades Campesinas y Nativas también es asumida por la 
Constitución de 1993 en su artículo 89. (REBAZA, CRUZ, MALDONADO y MANTILLA, 
2016)  
 




         También llamado de usos y costumbres es una fuente del derecho. Son normas jurídicas 
que se desprenden de hechos que se han producido repetidamente en el tiempo y en un territorio 
concreto. Tienen fuerza vinculante y se recurre a él cuándo no existe ley (o norma jurídica 
escrita) aplicable a un hecho REBAZA, CRUZ, MALDONADO y MANTILLA, (2016) 
2.3.3. Función Jurisdiccional. 
        La función jurisdiccional es el poder- deber del estado político moderno, emanado de 
su soberanía, para dirimir, mediante organismos adecuados, los conflictos de intereses que se 
susciten entre los particulares y entre éstos y el estado, con la finalidad de proteger el orden 
jurídico. CABANELLAS, (2014) 
 
2.3.4. Infractor  
 
         Se considera infractor a aquella persona menor de 18 años de edad cuya 
responsabilidad ha sido determinada como autor o participe de un hecho punible tipificado como 
delito o falta en la Ley Penal. GARCIA., VILLALTA., MEDINA., ALVARADO., 
ALVARADO Y HERNANDEZ,  (2016)  
2.3.5. Infracción a la Ley Penal 
        Supone una transgresión o incumplimiento de una norma legal de carácter penal. 
CABANELLAS, (2014) 
2.3.6. Menor  
        El que no ha cumplido aún la edad fijada en la ley para gozar de la plena capacidad 
jurídica reconocida con la Mayoría (v) de edad. Impone Una serie de restricciones en el obrar, 
no en la titularidad jurídica, que suple la patria potestad o la tutela (v.) con la atenuación en 
ocasiones de la emancipación o habilitación de edad. OSSORIO Y CABANELLA, (2010)   
2.3.7. Rondas Campesinas. 
        Para Luis Guerrero Figueroa. Las Rondas Campesinas son mecanismos válidos para la 
autodefensa, protección y seguridad de las personas y sus bienes, cumpliendo funciones 
imprescriptibles control del orden comunal, la labor administrativa y la resolución de conflictos, 
al constituirse como instancia de reacción social institucionalizada frente a lo que considera 
perjudicial para sus sistemas de vida, sancionando diversas normas de regulación de la vida 




2.3.8.  Rondero 
       Nombre del poblador que dio origen al tipo de organización comunal de defensa surgido 




2.4. MARCO REFERENCIAL 
2.4.1. PRIMERA PARTE: DERECHOS FUNDAMENTALES DE LOS 
MENORES DE EDAD 
2.4.1.1. Definición  
    Para la Convención de los niños y adolescentes en su artículo 1 define que se 
entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud de la 
ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad. ASAMBLEA GENERAL DE 
LAS NACIONES UNIDAS, (1989).  
 
  Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Derechos del Niño, 
“El niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, 
incluso la debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento”. 
2.4.1.2.  Derechos Reconocidos Internacionalmente 
  Que existe una gama de reconocimiento de los derechos de los niños, además de los 
derechos que son reconocidos de manera general para todas las personas, existe, además 
derechos que le son otorgados solo a los niños como protección especial. Para ello se debe 
analizar de manera general los derechos fundamentales de toda persona desde tres puntos que 
no pueden ser vulnerados por ninguna clase de autoridad, de estado o país. Así, la 
DEFENSORIA DEL PUEBLO, (2004) señala: 
 
A) La dignidad de la persona humana, así como es fuente de respeto a su vida a su integridad y 
libertad, le es también de forma directa el conjunto de exigencia del debido proceso, en la 
medida de que ello implica el reconocimiento de la persona como sujeto y no como objeto.  
 
B) El reconocimiento de la vida y la integridad física, lleva consigo la obligación de no matar 
ni afectar la integridad corporal a punto de generar en ellas afecciones permanentes. 
 
C) La Libertad Personal, Si bien el derecho penal admite una amplia gama de restricciones y 
que podrían ser, también, aplicadas por la justicia comunal, tiene un núcleo esencial que es la 
capacidad de tomar decisiones sobre uno mismo, como ejemplo se puede citar que la esclavitud 
está totalmente prohibida.  
 
  En los menores de edad en 1959, las Naciones Unidas aprobaron una “Declaración 
de los Derechos del Niño” que incluía 10 principios. Pero no fue suficiente porque legalmente 
no tenía carácter obligatorio. Por eso en 1978, el gobierno de Polonia presentó a las Naciones 
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Unidas la versión provisional de una Convención sobre los Derechos de los Niños. Tras diez 
años de negociaciones con gobiernos de todo el mundo, líderes religiosos, ONG y otras 
instituciones, se logró acordar el texto final de la “Convención sobre los Derechos del Niño”, el 
20 de noviembre de 1989, cuyo cumplimiento sería obligatorio para todos los países que la 
firmaran. La Convención se convirtió en Ley en 1990, después de ser firmada y aceptada por 20 
países, entre ellos Perú. Hoy, la Convención ya ha sido aceptada por todos los países del mundo, 
excepto por Estados Unidos y Somalia.  
 
  Es así que la ASAMBLEA GENERAL DE LAS NACIONES UNIDAS, (1989), 
promulgo al Convención de los derechos de los niños y adolescentes, esta contiene 54 artículos 
con todos los derechos de niños y niñas, y a efectos del presente trabajo, se debe señalar solo 
los más principales: 
 
  En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas 
o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos 
legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño.1 
 Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean 
necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u 
otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas 
y administrativas adecuadas. Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el derecho 
intrínseco a la vida. Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la 
supervivencia y el desarrollo del niño2. 
 
  Los Estados Partes adoptarán todas las medidas legislativas, administrativas, 
sociales y educativas apropiadas para proteger al niño contra toda forma de perjuicio o abuso 
físico o mental, descuido o trato negligente, malos tratos o explotación, incluido el abuso sexual, 
mientras el niño se encuentre bajo la custodia de los padres, de un representante legal o de 
cualquier otra persona que lo tenga a su cargo3.  Los Estados Partes protegerán al niño contra 
todas las demás formas de explotación que sean perjudiciales para cualquier aspecto de su 
bienestar4. Los Estados velarán por qué: a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos 
o penas crueles, inhumanas o degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión 
                                                             
1 Artículo 3: Inc. 1. De la Convención de los Derechos del Niño.  
2 Artículo 6: De la Convención de los Derechos del Niño. 
3 Artículo 19. De la Convención de los Derechos del Niño. 
4 Artículo 36. De la Convención de los Derechos del Niño 
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perpetua sin posibilidad de excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años de 
edad5. 
  Aparte de lo ya señalado, también se ha tenido presente que la necesidad de 
proporcionar al niño una protección especial ha sido enunciada en la Declaración de Ginebra de 
1924 sobre los Derechos del Niño y en la Declaración de los Derechos del Niño adoptada por 
la Asamblea General el 20 de noviembre de 1959, y reconocida en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (en particular, en 
los artículos 23 y 24), en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
(en particular, en el artículo 10) y en los estatutos e instrumentos pertinentes de los organismos 
especializados y de las organizaciones internacionales que se interesan en el bienestar del niño, 
2.4.1.3.Derechos Reconocidos en el Perú 
  Perú fue uno de los primeros países en ratificar la Convención Internacional sobre 
los Derechos del Niño, el 04 de septiembre de 1990. El niño, la niña y el adolescente son 
personas dignas, sujetos de derechos. Por ello el artículo 1° de la Constitución Política del Perú 
señala que “La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo 
de la sociedad y el estado”. Asimismo, en su artículo 4º se señala que “la comunidad y el 
Estado protegen especialmente al niño, adolescente, madre y anciano en situación de 
abandono” 
 
  El Código del Niño y Adolescentes (Ley 27337 publicada el 07 de agosto del 2000) 
busca  garantizar y cuidar los derechos de todas las niñas, niños y adolescentes, señala los 
derechos y deberes que el estado peruano reconoce y protege, el cual  consta de 4 libros. El 
primero desarrolla los derechos, deberes y libertades de los niños, las niñas y los adolescentes. 
El segundo libro trata de las organizaciones responsables de la atención de los menores. El 
tercero enfoca los derechos y deberes de los padres. Y el cuarto libro refiere cómo tienen que 
funcionar las instituciones que promueven estos derechos. Además de los derechos 
fundamentales de todas las personas y que resultan aplicables a los niños contemplados en el 
Artículo 02 de nuestra carta magna que señala en el inc. 1 A la vida, a su identidad, a su 
integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar. El concebido es sujeto de 
derecho en todo cuanto le favorece. 2. A la igualdad ante la ley. Nadie debe ser discriminado 
por motivo de origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera 
otra índole.  
 
                                                             
5 Artículo 37. De la Convención de los Derechos del Niño 
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  Es así de ver que frente a estos derechos, si bien reconocidos en la constitución a 
favor de todos, la misma Constitución señala en su artículo 4º y El Código del Niño y 
Adolescentes que en el caso de los niños requieren de especial protección y cuidado.  
2.4.1.4.Principios que protegen a los menores de edad. 
 Principalmente se tiene cuatro principios fundamentales: 
 
(i) La no discriminación: 
   La convención de los derechos de los niño ha dejado establecido en el artículo 02 el 
principio a la no discriminación; mediante el cual los estados deben garantizar a cada niño, sin 
distinción alguna, a no ser discriminados por su raza, color, sexo, idioma, religión, opinión 
política o de otra índole, el origen nacional, étnico social, la posición económica, los 
impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres o de sus 
representantes legales. Asimismo, se debe garantizar que adoptar las medidas apropiadas para 
garantizar que el niño no sea discriminado y se garantice su protección frente a la sociedad.  
 
(ii) El interés superior del niño; 
  UNICEF, (2012) ha señalado que el interés superior del niño o niña indica que las 
sociedades y gobiernos deben de realizar el máximo esfuerzo posible para construir condiciones 
favorables a fin de que éstos puedan vivir y desplegar sus potencialidades. Esto lleva implícita 
la obligación de que, independientemente a las coyunturas políticas, sociales y económicas, 
deben asignarse todos los recursos posibles para garantizar este desarrollo. La noción del interés 
superior del niño o niña significa que el crecimiento de las sociedades depende en gran medida 
de la capacidad de desarrollar a quiénes actualmente se encuentran en esta etapa de la vida de la 
humanidad; desde esta perspectiva, dicha prioridad no es producto de la bondad de la sociedad 
adulta o de los sistemas de gobierno, sino que constituye un elemento básico para la preservación 
y mejoramiento de la raza humana. 
 
(iii) El derecho a la vida, supervivencia y el desarrollo;  
  Los estados, por sobre todas las cosas deben garantizar, el derecho a la vida, por lo 
que se deberá adoptar las medidas concernientes a fin de garantizar la supervivencia y desarrollo 
del niño, ello ha quedado establecido en el Artículo 02 de la Convención de los derechos del 
niño.  
 
(iv) El respeto por los puntos de vista del niño:  
  Los niños tienen derecho a formarse un juicio propio y por tanto a emitir su opinión 
de manera libre en todos los asuntos que se encuentren relacionados con él, debiendo tomarse 
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en consideración su opinión en cuanto a su madurez y edad. Es así, que el artículo 12 de la 
convención de los derechos del niño ha señalado que los niños en los procedimientos judiciales 
o administrativos deberán ser escuchados ya sea directamente o por medio de un representante 




2.4.2. SEGUNDA PARTE: RONDAS CAMPESINAS Y EL EJERCICIO DE LA 
FUNCIÓN JURISDICCIONAL COMUNAL 
2.4.2.1. Definición 
  La Nación Peruana está constituida por un vasto territorio que se extiende por una 
geografía accidentada, dando lugar a una división por regiones, estos a su vez albergan a 
millones de peruanos, que si bien se encuentran unidos por un solo país, no necesariamente 
responden a una identidad cultural propia y singular. Dicha distinción cultural es reconocida 
por la propia ley fundamental, cuando consagra que el Estado reconoce y protege la pluralidad 
étnica y cultural de la nación; a tal efecto, se garantiza el derecho de algunos peruanos de 
mantener su derecho consuetudinario, los valores que han ido cultivando durante muchos años, 
teniendo el derecho de preservarlos de generación en generación.  PEÑA CABRERA, (2013). 
 
  Las rondas campesinas son la expresión de organización comunal y campesina, que 
representan y organizan la vida comunal, ejercen funciones de justicia, interlocución con el 
Estado y realizan tareas de desarrollo, seguridad y paz comunal, dentro de su ámbito territorial, 
el mismo que suele caracterizarse, desde el punto de vista de la institucionalidad por la 
ausencias del control social del Estado para garantizar el orden y el respeto a los derechos 
fundamentales de la persona humana  DEFENSORIA DEL PUEBLO, (2004)  .  
2.4.2.2. Antecedentes de las Rondas Campesinas 
  ARANDA, (2003) Menciona que el nacimiento de las rondas campesinas no ha sido 
uniforme en todo el país, ha dependido de las circunstancias y características propias de cada 
zona; sin embargo, se ha podido establecer que históricamente las organizaciones más antiguas 
que se denominaron rondas campesinas se crearon en el departamento de Cajamarca. 
  Continúa señalando que la ronda surge inicialmente para proteger los bienes del 
campesino, y que luego con el pasar del tiempo asume funciones jurisdiccionales, para 
satisfacer las necesidades de justicia, que tampoco que en su mayoría no son cubiertas por el 
estado y ello origina la posterior expansión de este tipo de organización en el resto del país. 
Es decir, de una función únicamente de seguridad o de “policía rural” que consistía en patrullar 
durante las noches para evitar robos y otros delitos, gracias a la efectividad mostrada, pasaron 
a juzgar casos debido a la ineficacia, lentitud y corrupción del sistema judicial. 
 
   Así su origen estaría en la comunidad de “Cuyumalca” que por propia iniciativa tras 
problemas del abigeato se reúnen el 29 de diciembre de 197, importante iniciativa y creación 
de las rondas campesinas, es por eso que el 29 de enero de 1977 surgieron las rondas sobre la 
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base inicial en forma organizada y con orientación de Frente Único y de Masas, 
desarrollándose así en Cajamarca y en otras regiones del Perú.  
2.4.2.3. Clases de Rondas Campesinas  
  La DIRECTIVA DE LA SUNARP6 (2018) en su Guía General para la Inscripción 
de Actos de las Rondas Campesinas y Comunales, ha señalado que existen las siguientes clases 
de Rondas Campesinas:  
 Rondas Campesinas: Son organizaciones sociales integradas por pobladores rurales 
o miembros de la Comunidad Campesina, dentro del ámbito rural. Pueden ser Rondas 
subordinadas o independientes 
a. Rondas Campesinas Subordinadas: Se constituyen en los territorios donde existen 
Comunidades Campesinas, exclusivamente por iniciativa de la propia comunidad y 
quedan sujetas o subordinadas a lo que ellas acuerdan, sus ámbitos territoriales o 
radios de acción están constituidos por el territorio de la Comunidad a la que 
pertenecen.  
b. Rondas Campesinas Independientes: Se constituyen en territorios donde no existen 
Comunidades Campesinas por decisión exclusiva de los pobladores de los caseríos o 
centros poblados donde tendrán su ámbito territorial o radio de acción.  
 Rondas Comunales: Son organizaciones sociales integradas por miembros de las 
comunidades nativas con el carácter de subordinadas. Solo en el caso de que en el territorio no 
exista comunidad nativa puede constituirse como Ronda Campesina Independiente.  
2.4.2.4.Derecho Consuetudinario 
- El derecho consuetudinario como expresión de la identidad comunal. 
  En segundo lugar debe advertirse que las Rondas de Comunidades de campesinos 
parceleros, habitantes de caseríos o centros poblados como los de propiedad comunal de tierra, 
son relevantes en nuestro ordenamiento jurídico en tanto expresan una identidad comunal de las 
personas que la integran, controlan efectivamente un territorio y actúan conforme al llamado 
derecho consuetudinario. Esto es, normas no necesariamente escritas que regulan la vida social 
cuya fuente ha sido la costumbre social, son consideradas obligatorias por los habitantes de 
terrenos mencionados, se practican de manera constante desde cierto momento en la historia 
colectiva y se encuentran con instituciones que garantizan su vigencia y efectividad, precisamente 
las características por las que el art. 149 de la Constitución reconoce un ámbito jurisdiccional a 
las autoridades nativas y campesina, en el marco de respeto de los Derechos Humanos. 
                                                             
6 Resolución del Superintendente Adjunto N° 108-2011-SUNARP/SA que aprueba la Directiva N° 003-2011-




- Debe resaltarse que se trata de un Derecho dúctil, y por tanto más efectivo para la regulación 
de ciertas situaciones sociales en la medida en la que esté respaldado por una fuerte 
institucionalidad comunal. 
-  (…) Cabe resaltar que en principio el Derecho Consuetudinario es variable, pues busca 
soluciones Ad-Hoc para cada caso concreto.  DEFENSORIA DEL PUEBLO, (2004)   
2.4.2.5.Características básicas de la justicia comunal, a partir de las exigencias del 
debido proceso. 
  En el Marco de este reconocimiento, las autoridades  de comunidades campesinas y 
nativas, y especialmente, de rondas campesinas, ya viene ejerciendo un conjunto de atribuciones 
propias de todo sistema de administración de justicia como son: el ordenar la detención de una 
persona que presumiblemente haya cometido una conducta considerada delictiva  al interior de la 
comunidad o centro poblado, ejercer la fuerza coactiva necesaria para que se encuentren presentes 
durante su juzgamiento, evaluar la responsabilidad de los acusados, determinar la consecuencia 
correspondiente de acuerdo a las reglas (escritas u orales) de la comunidad y ejecutar la sanción 
señalada. 
  En la práctica de la administración de justicia comunal encontramos elementos 
básicos de un debido proceso pues el procesado es conducido ante la asamblea comunal y es ésta, 
la que tras un contradictorio, adopta una decisión, la misma que, de encontrarse responsable el 
acusado, suele tener un carácter reparador de las víctimas y resocializador, de integración a la 
comunidad, además de buscarse la prevención general. Cuando la organización campesina 
considera que el tipo de delitos no permite su procesamiento por la institucionalidad comunal (por 
ejemplo en los asaltantes de caminos en banda), entregan a los delincuentes a las autoridades 
policiales o judiciales comunes; sin embargo, en muchos casos estas prácticas conllevan a 
resultados frustrantes. 
2.4.2.6.Reconocimiento Constitucional y Jurisprudencial y Legal de las Rondas 
Campesinas 
  En la Ley 24571 a la reforma constitucional de 1993 definía a las rondas campesinas 
como organizaciones de larga data en el Perú y tienen institucionalidad jurídica y social jurídica 
y estaban reconocidas en el ordenamiento peruano como proveedores de seguridad ciudadana 
rural. DEFENSORIA DEL PUEBLO, (2004)  Con el Decreto supremo 12.88.MI de marzo de 
1988 se aprueba un Reglamento de Organización y funciones de rondas campesinas pacíficas, 
democráticas y autónomas, el cual establecía el control y la súper vigilancia estaba a cargo de la 
Dirección del Gobierno del Interior y además que exista una acreditación supra prefectural a 
través de una resolución de una prefectura (art 37), dichas disposiciones eran claramente 
inconstitucionales y por la misma debilidad de la norma y la deficiencia del estado que llevo a la 




  En el Decreto Legislativo 740 de noviembre de 1991 se dispuso la entrega de armas 
y municiones a las rondas campesinas, en el marco de la política antisubversiva. Muchas rondas 
no aceptaron las armas, entendiendo que el hacerlo podría implicar perdida de independencia y 
autonomía. Resulta pertinente señalar que la fortaleza de la organización ronderil es uno de los 
factores por lo que los grupos alzados en armas no consiguieron tener una presencia significativa 
en Sierra Norte. A tal punto que mediante Decreto Legislativo 741, el estado intento replicar 
dicha medida en el trapecio andino y en la selva a través de los comités de autodefensa.  
 
  El 05 de abril de 1992 con el autogolpe se expidió el Decreto Supremo 77.92 en 
noviembre de 1992, disponiendo que las Rondas Campesinas se adecuen a la normatividad de 
los comités de Autodefensa (Art 4) y operan con autorización del Comando Conjunto de las 
Fuerzas Armadas (Art 06), de este modo las Rondas Campesinas pasaban de la subordinación 
del Ministerio del Interior al Ministerio de Defensa. 
 
  En este Contexto del problema se da origen a la discusión y que tendría como 
resultado el Art. 149 de la Constitución Política del Perú de 1993. Lamentablemente la 
literalidad  del artículo citado no comprende a las rondas campesinas de caseríos, distritos o 
centros poblados cuyos pobladores campesinos no han organizado la persona jurídica 
“Comunidad Campesina”  a pesar de ser efectivamente campesinos, con rasgos políticos y 
culturales similares a los que mantuvieron la propiedad comunal de la tierra, así como un 
derecho consuetudinario, es decir una regulación institucional de conductas sociales, que la 
población asume como obligatoria y que tiene una fuerza pública de respaldo. Esta ausencia de 
la claridad normativa ha ocasionado enfrentamientos entre autoridades comunales y las rondas 
campesinas propiamente dichas.  
 
2.4.2.7. Interpretación del Artículo 149 de la Constitución 
  El Art. 149 de la Constitución7  señala que al supuesto de hecho “Comunidad 
Campesina” le corresponde la consecuencia jurídica “ejercen funciones jurisdiccionales”. Una 
interpretación lógica del artículo admite extender el supuesto de hecho hasta abarcar a las 
Rondas Campesinas de caseríos o centros poblados, en la medida de que son instituciones 
sociales de naturaleza similar a las comunidades campesinas, al ser como ellas expresiones 
                                                             
7 Art. 149 “Las autoridades de las Comunidades Campesinas, con el apoyo de las Rondas Campesinas, pueden 
ejercer las funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de conformidad con el Derecho 
Consuetudinario, siempre que no violen los derechos fundamentales de la persona; y que la ley establecerá las 




culturales de numerosos pueblos y comunidades andinas, las mismas que imparten justicia 
conforme a su derecho comunal.  DEFENSORIA DEL PUEBLO, (2004). Asimismo asumir una 
interpretacion literal del articulo lleva a desconocer las responsablidades que sepuedan originar 
dentro de la misma comunidad. Y por lo tanto, el mismo problema que el art. 149 pretende 
resolver: pluralismo juridico que existe en el Peru, justicia inaccesible e impunidad de cierto 
tipo de criminalidad  en los campos peruanos; asimismo, lleva a la criminalización de 
campesinos encargados por su comunidades para resguardar los bienes de sus semejantes; 
sancionar, a quienes los violentan, o en general resolver conflictos  dentro del territorio, caserio 
o comunidad, por lo que existe violencia dentro del medio rural peruano.  
 
  “La finalidad del Art 149  de la constituciòn es de reconocer el pluralismo juridico 
existente en el Peru, como una forma de adecuar nuestro ordenamiento normativo a nuestra 
realidad” PLENO DEL CONGRESO, (1993) 
 
  DEFENSORIA DEL PUEBLO, (2004) La finalidad de reconocer un ambito 
institucional al pluralismo juridico en el pais, se desprende logicamente la ampliacion al 
supuesto de las rondas campesinas, esto es concordante con lo expesto en el art. 2 inc. 19 “A su 
identidad étnica y cultural. El Estado reconoce y protege la pluralidad étnica y cultural de la 
nación. En tal sentido reconoce un ámbito jurisdiccional especial. La eficacia integradora de 
esta opción constitucional pasa por interpretar dicho artículo extendiéndolo a las rondas 
campesinas, en la medida de que expresen una identidad comunal y actúen conforme a un 
derecho consuetudinario respetuoso de los derechos humanos.  
 
  Conforme a lo señalado en la SENTENCIA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL, 2018 EXP. Nº 7009-2013-PHC/TC “Si bien el artículo 149 de la 
Constitución deja claramente establecido el reconocimiento de la jurisdicción comunal, dicho 
precepto establece a su vez y con toda nitidez que la misma debe ser ejercida de una forma tal 
que no colisione con los derechos fundamentales de la persona; esto es, coloca a estos últimos 
como un punto central de obligada referencia. Los derechos fundamentales son límites 
indiscutiblemente objetivos al ejercicio de la potestad jurisdiccional comunal y, como tales, 
deben ser merituados en cada ocasión en que puedan resultar invocados según la incidencia o 
nivel de afectación del cual puedan ser objeto”. 
2.4.2.8.Precedentes Jurisprudenciales Nacionales 
  A nivel de la Justicia formal, en más de una oportunidad ya se sentenciado 
considerando a que el artículo 149 de la constitución es aplicable a las rondas campesinas 
conforme RUIZ MOLLEDA, (2012) ha señalado.  
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Lugar  Sala de la 
Corte 
Suprema 
Sumilla Reglas aplicadas 






Referida a la detención y al 
interrogatorio que hacen de 
un abigeo, el cual 
finalmente confiesa y 
devuelve lo robado. Sin 
embargo, son acusados los 
Ronderos de cometer delito 
de coacción. Son absueltos 
invocándose el deber de 
defensa y de cooperación 
frente al delito común. 
Se reconoce la facultad de las 
rondas campesinas de defensa y 
cooperación frente al delito 
común. También se reconoce, 
que las rondas campesinas 
tienen una función específica la 
cual no puede ser desbordada, 
en cuyo caso perderían la 
cobertura legal y constitucional 
que tienen.  Y finalmente, que 
cuando las rondas se organizan, 
no cometen delito de coacción. 




La sentencia es escueta. Se 
adhiere a los argumentos 
del Fiscal Supremo en lo 
Penal, razón por la cual, 
debemos de analizar los 
argumentos de este último 
para saber cómo piensa la 
Suprema. 
Las rondas campesinas 
autónomas y las comunidades 
campesinas ejercen funciones 
jurisdiccionales. Quien ejerce 
la justicia comunal no puede 
cometer los delitos de 
coacción, extorsión y 
usurpación de funciones. 




Se trata de una sentencia 
donde la Corte 
Suprema hace suyo el 
dictamen del Fiscal 
Supremo, por lo que 
debemos de remitirnos a 
este último. 
Las rondas campesinas, sean o 
no parte de las comunidades 
campesinas, pueden realizar 
detenciones con la finalidad de 
realizar averiguaciones, en 
consonancia con el artículo 149 
de la Constitución. De otro 
lado, el ejercicio de la justicia 
comunal autoriza a las 
autoridades de las comunidades 
campesinas, a privar de su 
libertad a los presuntos 
responsables de los hechos 
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denunciados, con la finalidad 
de proteger y salvaguardar su 
patrimonio. Finalmente, 
cuando las rondas realizan 
detenciones para realizar 
averiguaciones, no cometen 
delito de secuestro y de 
extorsión.    




Se absuelve a un Rondero 
por la comisión del delito de 
secuestro. Según la 
sentencia, el procesado en 
su calidad de dirigente de 
las rondas campesinas le fue 
entregado por vecinos del 
lugar, al agraviado quien 
fue aprehendido en 
circunstancias que había 
perpetrado un hurto de 
artefactos eléctricos. 
Las rondas campesinas tienen 
facultad para detener a 
personas para preservar orden 
público en su jurisdicción y 
siempre respetando la 
inviolabilidad de derecho 
fundamentales de los 
ciudadanos.  También existe el 
reconocimiento que cuando las 
rondas detienen a una persona a 
propósito de una denuncia, no 







Proceso seguido contra 
Ronderos a consecuencia 
del ejercicio de la función 
jurisdiccional. Se los acusa 
de cometer los delitos de 
secuestro, de usurpación de 
funciones y violencia y 
resistencia a la autoridad. 
Lo interesante es que citan 
mal el artículo 149 de la 
Constitución. 
Las rondas campesinas, 
independientemente que 
pertenezcan o no a una 
comunidad campesina, pueden 
administrar justicia. En tal 
sentido, no cometen los delitos 
de secuestro, de usurpación de 
funciones y violencia y 
resistencia a la autoridad en 
agravio del Estado. Eso 
significa que pueden realizar 







Se trata de un proceso 
contra los miembros de las 
rondas campesinas de 
Las rondas campesinas no 
comenten delito de secuestro. 
Asimismo, el tribunal no 
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cometer los delitos, 
secuestro y lesiones. La 
ronda interviene para 
reprimir enfrentamientos 
entre los miembros de dos 
comunidades campesinas. 
parece reparar si están frente a 
una comunidad campesina tal 
como ocurre en la realidad o 
ante rondas autónomas. Es 
interesante, el reconocimiento 
que se hace del hecho que las 
rondas campesinas, actúan en 
base a sus usos y costumbres 
del derecho 
consuetudinario.         





Se trata de un recurso de 
nulidad interpuesto por el 
agraviado contra una 
sentencia que absuelve a 
unos Ronderos, que forman 
parte de una comunidad 
campesina. 
Cuando las comunidades 
campesinas detienen a una 
persona en el marco de la 
justicia comunal, no cometen el 
delito de secuestro. 




La Corte Suprema debe 
revisar una resolución que 
absuelve a unos Ronderos 
de la acusación fiscal por el 
delito de secuestro y de 
lesiones menos graves, por 
haber sido impugnada por el 
Fiscal Superior. 
Se reconoce a las rondas 
campesinas, 
independientemente que estas 
sean parte de comunidades 
campesinas o no, la facultad de 
obtener información para el 
esclarecimiento de la comisión 
de delitos. 




Se le pide a la Corte 
Suprema que revise una 
sentencia que absuelve a 
unos Ronderos, por la 
comisión del delito de 
secuestro. Se utiliza la ley 
de rondas campesinas para 
absolverlos. 
Las rondas campesinas, 
independientemente que sean 
parte o no de las comunidades 
campesinas o que estas sean 
autónomas, no comenten delito 
de secuestro cuando persiguen 
el delito. La otra regla es el 
reconocimiento de facultades 








No es una sentencia contra 
Ronderos sino contra unos 
delincuentes condenados 
por el Poder Judicial, 
gracias a las declaraciones 
de estos ante la Ronda 
Campesina. El fondo del 
problema a resolver es el 
valor probatorio de estas 
declaraciones ante las 
rondas, las mismas que no 
fueron corroboradas ni 
verificadas. 
Las declaraciones ante las 
rondas campesinas, son 
insuficientes para condenar 
ante el Poder Judicial a una 
persona por la comisión de un 
delito, más aún, si no ha estado 
presente una autoridad del 
Ministerio Público. Asimismo, 
si los certificados médicos dan 
cuenta de maltratos físicos de 
los detenidos por las rondas, las 
declaraciones ante ellas de los 
presuntos delincuentes 
perderán todo valor, pues se 
considerará que los presuntos 
responsables se auto 
inculparon. 





Se trata de un recurso de 
nulidad interpuesto contra 
la resolución que declara no 
haber mérito para pasar al 
juicio oral contra los 
miembros de las rondas 
campesinas por los delitos 
presuntamente cometidos 
en agravio de una persona 
que fue procesada y 
sancionada por la ronda, y 
que muere según se alega, a 
consecuencia de los 
maltratos propinados por las 
rondas campesinas. 
Si el presunto acusado por la 
ronda concurrió por su propia 
voluntad, se descarta la 
comisión de los delitos de 
secuestro y coacción. Estos 
delitos no pueden ser 
cometidos, si el acusado por la 
ronda ha reconocido la 
jurisdicción de las rondas 
campesinas. 
Las rondas campesinas 
autónomas, aquellas que no 
pertenecen a comunidades 
campesinas, pueden 
administrar justicia, es decir, 
pueden ejercer funciones 
jurisdiccionales, pues en el 
caso, se le escucha y se le 
sanciona al acusado por la 
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ronda. El derecho de la ronda a 
sancionar por hechicería. 




Se acusa a varios Ronderos 
del delito de secuestro. Esta 
sentencia, también ayuda a 
entender las funciones que 
en los hechos asume las 
rondas y los jueces de paz. 
El juez de paz hace un 
comparendo y no logra que 
las partes se pongan de 
acuerdo. Recién es cuando 
el caso lo pasa a las rondas 
campesinas. 
La ley de rondas campesinas le 
atribuye a las rondas 
campesinas de comunidades 
campesinas facultad de detener 
a personas por hechos 
flagrantes, o desarrollar actos 
que permitan mantener la paz. 
En consecuencia no cometen 
delitos de secuestro. 




Esta una sentencia referida 
a rondas urbanas. Lo 
interesante de ella es que 
por negación de estas 
reconoce las facultades 
jurisdiccionales de la 
justicia comunal. 
Las rondas urbanas no pueden 
ejercer funciones 
jurisdiccionales, pues no tienen 
cobertura constitucional y 
legal. En relación con la ronda 
campesina o comunal, se señala 
que el Estado está obligado a 
resguardar y respetar en 
reconocimiento del pluralismo 
jurídico que existe en el país. 
También está implícita en la 
sentencia, por negación de las 
rondas urbanas, el 
reconocimiento de la facultad 
de administrar justicia de las 
rondas campesinas autónomas 
y de las rondas campesinas que 
forman parte de las 
comunidades campesinas. 
Amazonas Sala Penal 
Permanente, 
Es interesante advertir 
como este Tribunal 
reconoce que una condición 
La regla utilizada es que las 
rondas campesinas no cometen 





para el reconocimiento de la 
Justicia Comunal es el 
respeto de los derechos 
fundamentales. Agrega que 
en la referida sentencia, 
teniendo además que no 
esté acreditado que los 
agraviados hayan sido 
tratados con crueldad o se 
haya puesto en peligro sus 
vidas. 
actúan en aplicación del 
artículo 149 de la Constitución 
Política. La otra regla clara es 
que las facultad de 
administración de justicia es de 
las rondas campesinas sean 
estas parte o no de las 
comunidades campesinas. 
 
  Y por ultimo se tiene la SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
recaida en el EXP. Nº 7009-2013-PHC/TC de fecha 14 de agosto del 2018 “Si bien el artículo 
149 de la Constitución deja claramente establecido el reconocimiento de la jurisdicción 
comunal, dicho precepto establece a su vez y con toda nitidez que la misma debe ser ejercida de 
una forma tal que no colisione con los derechos fundamentales de la persona. 
2.4.2.9.La ley de Rondas Campesinas, su reglamento y la directiva de la Sunarp 
- Las obligaciones de respeto y coordinación.  
  
  El artículo 09 de la ley Nº 27908 señala “Las autoridades de la jurisdicción 
ordinaria establecerán relaciones de coordinación con los dirigentes de las Rondas 
Campesinas respetando las autonomías institucionales propias. Los dirigentes de las Rondas 
pueden solicitar el apoyo de la fuerza pública y demás autoridades del Estado”. 
 
  Corresponde señalar conforme a la DEFENSORIA DEL PUEBLO, (2004) en primer 
lugar, la norma esta dirigida a las autoridades de la Jurisdicciòn ordinaria, la que solo se tiene 
sentido si se asume la existencia de la Función Jurisiccional, es decir la que emana del art. 149 
de la constitución, pues no estamos ante la jurisdiccion militar, del Tribunal constitucional o la 
del Jurado de Elecciones que son las otras excepciones conforme al art. 138 de la constitución 
concede al poder judicial. En segundo lugar señala que se debe realizar relaciones de 
coordinación, lo que le da un ambito de potestades que deben ser respetadas. En tercer lugar se 
precisa que pueden solicitar el apoyo de la fuerza pública. Ello solo puede entenderse en el 
marco del articulo 149, pues el uso de la fuerza pública solo se hace necesaria cuando se trata 
de afectar licitamente la esfera de libertad  de particulares contra su voluntad, es decir para 
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interponer medidas de alguna manera coercitivas, entre las que se encuentran la detención 
personal. Las autoridades del estado, sin excepción deben respetar y tener en cuenta las 
actuaciones que haya hecho las rondas campesinas y comunales, debiendose verificar que estas 
se encuentren dentro del marco de la Constitución, la Ley y su Reglamento, siendo que de no 
cumplirse se podria generar faltas y por tanto aplicarsele las normas disciplinarias 
correspondientes.  
 
- Competencia en materia de seguridad comunal 
Las funciones están expresamente establecidos en el Reglamento de las Rondas, las cuales son 
muy claras no requiriendo mayor análisis 
Artículo 12.- De las Funciones: son funciones de la ronda campesina y ronda comunal, las 
siguientes: 
 a) Contribuir a la defensa de la integridad física, moral y cultural de los miembros de la 
Comunidad Campesina, de la Comunidad Nativa, del Caserío u otro centro poblado, para 
mantener la paz y seguridad de la población, así como contribuir con el progreso de su pueblo. 
 b) Contribuir a garantizar el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes de los 
miembros de la Comunidad Campesina, de la Comunidad Nativa, del Caserío u otro centro 
poblado al que pertenecen, de conformidad con la Constitución y las leyes.  
c) Coordinar con las autoridades comunales en el ejercicio de las funciones que ejercen en uso 
de sus costumbres, respetando los derechos consagrados en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, el Convenio OIT 169, la Constitución y las leyes.  
d) Intervenir en la solución pacífica de los conflictos que se susciten entre los miembros de la 
comunidad y otros externos, siempre y cuando la controversia se origine en hechos ocurridos 
dentro de su ámbito comunal. 
 e) Actuar como interlocutor con el Estado.  
f) Participar, controlar y fiscalizar los programas y proyectos de desarrollo que se implementen 
dentro del territorio, así como denunciar la inconducta funcional de cualquier autoridad, de 
acuerdo a ley.  
g) Contribuir a la preservación de su medio ambiente. 
 h) Coordinar en el marco de la legislación nacional, con las autoridades políticas, policiales, 




 i) Establecer relaciones de coordinación con las organizaciones sociales rurales y entidades 
privadas. 
 j) Promover el ejercicio de los derechos y la participación equitativa de la mujer en todo nivel; 
tener consideración especial a los derechos del niño y del adolescente, de las personas 
discapacitadas y de los adultos mayores.  
k) Prestar servicio de ronda. La organización de grupos, la elección de los responsables, así 
como la asignación de responsabilidades y frecuencia de atención del servicio de ronda se regula 
por el Estatuto de cada Ronda Campesina o Comunal. 
- Competencia en materia de Justicia comunal 
  El reglamento de la Ley de Rondas Campesinas Decreto Legislativo 025-2003 ha 
señalado expresamente “La Ronda Campesina o Ronda Comunal, tiene por finalidad contribuir 
al desarrollo, la seguridad, la moral, la justicia y la paz social dentro de su ámbito territorial, 
sin discriminación de ninguna índole, conforme a la Constitución y a las leyes. Colaboran en 
la solución de conflictos y realizan funciones de conciliación extrajudicial. Asimismo en el 
artículo 13 del mismo cuerpo normativo ha señalado que “La Ronda Campesina y Ronda 
Comunal la base de las costumbres de la comunidad campesina, comunidad nativa, caserío u 
otro centro poblado al que pertenecen, pueden intervenir en la solución de conflictos que se 
susciten entre miembros de la comunidad u otros externos, dentro de su ámbito territorial, 
Siendo la exigencia que los acuerdos adoptados deben respetar los derechos consagrados en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Convenio OIT 169, la Constitución y las 
leyes. Además limita su actuar a materias conciliables únicamente las relacionadas con la 
posesión, el usufructo de la propiedad comunal, bienes y el uso de los diversos recursos 
comunales8” 
  De ello se puede analizar que existe de por medio una exigencia a que se valoren lo 
registrado en los libros comunales, si se toman en cuenta podrían utilizarse dichos documentos 
para una solución más factible en la vía formal. Asimismo se tiene que la norma ha señalado las 
materias conciliables que podrían darse en un ámbito jurisdiccional comunal.   
 
-El ejercicio de la justicia comunal como factor de atipicidad o juridicidad de ciertas 
conductas 
  En la medida en que el Proceso busca la determinación de la responsabilidad penal 
en un estado de derecho, se evalúa que la conducta cometida por la persona acusada colisiona 
con la integridad del sistema jurídico, en los casos donde se procese a Ronderos en uso de sus 
facultades jurisdiccionales, se hace necesario evaluar la existencia de elementos que harían 
                                                             
8 Art. 13 Decreto Legislativo 025-2003, Reglamento de la Ley de Rondas Campesinas. 
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atípicas algunas conductas jurídicas que serían consideradas como delitos en otras 
circunstancias. Por ende se debe valorar los elementos en conjuntos tomando en cuenta el actuar 
de las rondas campesinas en su jurisdicción (PUEBLO, 2004).  
2.4.2.10. Normas y Jurisprudencia sobre pluralismo jurídico y rondas 
 campesinas 
  PALACIOS BALBUENA, (2007) ha señalado “El problema del pluralismo jurídico 
es el problema de multiculturalidad porque de alguna manera la cultura se expresa a través de 
su propio sistema jurídico, por consiguiente dado que hay varias culturas hay varios derechos y 
la aplicación de derecho ajeno a la cultura de grupo es entendido por ello como un acto de 
opresión.” 
  La realidad social de nuestro país, es pluricultural, pluriétnico y multilingüe, y es 
precisamente ello que se pueden identificar diversas formas de organización y resolución de 
conflictos, por lo que cada uno tiene sus propios parámetros, ello en virtud de que al estar 
reconocido el pluralismo jurídico significa aceptar también que  coexisten más de un 
ordenamientos jurídico en un mismo territorio y tiempo, lo que significa que el Estado, ya no es 
el único que administra justicia, porque también el Estado ha reconocido otra forma de resolver 
conflictos a través de otro sistema jurisdiccional. Las rondas campesinas, son el resultado de la 
presencia casi nula del Estado en las zonas rurales así como son expresión de las diversas 
costumbres que se mantienen a través del tiempo. 
 
  De manera que, como señala el autor,  si la jurisdicción ordinaria no se pone de 
acuerdo en aplicar un solo sistema, no resta sustento sostener que las rondas campesinas no 
están capacitadas para administrar justicia, cuando en realidad sus normas no escritas (derechos 
consuetudinario), los ronderos y comuneros lo aceptan y lo cumplen, así como se someten a las 
sanciones por ellos mismos implementados y heredados, en algunos casos, valgan verdades, son 
adecuadas al comportamiento del delincuente, MOZO HONORIO, (2014). 
 
2.4.2.11. El Rondero ante el derecho penal 
  El derecho Penal como violencia institucionalizada, supone la injerencia en mayor 
intensidad en el marco de los bienes jurídicos esenciales de la persona humana, como reacción 
legitimada del estado ante las conductas que perturban las bases existenciales de una comunidad 
de gente. Los indígenas, campesinos y nativos, responden a sus principios costumbres propias, 
los cuales muchas veces resultan de manera contraria a lo que pregona el estado, en ese sentido, 
los pobladores rurales no hacen suyos los mandatos impuestos por el estado; sin embargo, no 
por ello se les puede considerar inimputables como lo hacía el código penal de 1924. También 
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se señala que los Ronderos podrían quedar exentos de responsabilidad penal según el artículo 
penal de “Error de comprensión culturalmente condicionado”; sin embargo, toda causa de 
justificación ha de estar revestida de ciertos límites y presupuestos de admisión, debiendo 
prohibirse todo exceso y extralimitación de funciones jurisdiccionales según criterios de 
proporcionalidad y razonabilidad, PEÑA CABRERA, (2013).  
 
  Conforme a lo señalado debemos entender que la Función jurisdiccional le da ciertas 
prerrogativas a los Ronderos para resolver conflictos dentro de su comunidad y que se 
encuentran amparados en el Art. 149 de la constitución del Perú, ello no significa que el Rondero 
es una persona inimputable frente al derecho punible ordinario, sino que se debe valorar si dichas 
conductas eran pasibles de ser vistas bajo la función jurisdiccional de las rondas y siempre las 
sanciones que se impongan, de ninguna manera debe de vulnerar los derechos fundamentales 
de las personas.  
 
  Por ultimo resulta pertinente señalar el fundamento 13 del Acuerdo Plenario 01-
2009/CJ-116: 13°. El derecho a la identidad cultural y al ejercicio de funciones jurisdiccionales 
conforme al derecho consuetudinario está, pues, limitado a las reservas que dimanan del propio 
texto constitucional y de su interrelación con los demás derechos, bienes e intereses 
constitucionalmente protegidos. Así las cosas, los alcances de un tipo legal pueden restringirse 
en dos casos A. Cuando la interpretación de los elementos normativos del tipo lo permita 
(interpretación del tipo conforme a la Constitución). B. Cuando sea aplicable una causa de 
justificación, en especial la prevista en el artículo 20°.8 del Código Penal –en adelante, CP-: 
cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un derecho 
2.4.2.12. Diferencias entre Rondas Campesinas y Rondas Urbanas 
  Salas Penales de la Corte Suprema han expedido el Acuerdo Plenario N° 01-
2009/CJ-116 -sobre Rondas Campesinas y Derecho Penal- donde se ha establecido que la 
interpretación conforme a la Constitución del artículo 149° de nuestra Carta Magna, es que las 
Rondas Campesinas se encuentran facultadas de ejercer función jurisdiccional, de manera 
independiente a la existencia de una Comunidad Campesina, siempre que se presenten los 
elementos que el precitado Plenario ha indicado 
 
  Y de acuerdo Expediente N°: 1666-2015-2-0601-JR-PE-02 emitido por la Corte 
Superior de Justicia de Cajamarca Juzgado Colegiado Supra provincial de Cajamarca, debe 
establecerse que el sujeto activo “Ronderos urbano”, no cuenta con atribuciones 
jurisdiccionales como expresión de la jurisdicción especial, más por el contrario el alcance del 
actuar vecinal deberá enmarcarse en un atributo de ciudadanía, como por ejemplo la detención 
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ciudadana, conforme a lo previsto en el artículo 260 del Código Penal Peruano y sus respectivas 
consecuencias. El rol de las rondas urbanas cajamarquinas es asimilable a las del arresto 
ciudadano, atribución que no emana del pueblo ni permite ejercer jurisdicción especial 
equiparable a la justicia rondera campesina pese al reconocimiento municipal. 
2.4.2.13. Límites de la justicia comunal 
  Básicamente son los derechos humanos, la DEFENSORIA DEL PUEBLO, 2004) 
señala que  que ello se desprende del art. 149 de la Constitución y del Convenio 169 sobre 
pueblos indigenas y tribales en paises independientes ratificado por el estado peruano; Asi, en 
el Art. 9.1. de la cuarta disposicion transitoria final del texto consitucional señala “En la medida 
en que ello sea compatible con el sistema juridico nacional y con los derechos humanos 
internacionalmente reconocidos, deberan respetarse los metodos a los que los pueblos 
interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus 
miembros”.  
  En ese sentido es pertinente resaltar que el reconocimiento de los derechos a los 
pueblos indigenas  se fundamenta en la exigencia del respeto a la dignidad  de toda persona, y 
por ende, a las distintas expresiones culturales que puedan desarrollar en su vida colectiva. En 
la misma medida el reconocimiento de las facultades de Función Juridiccional de las 
comunidades campesinas, comunidades nativas y rondas campesinas va de la mano con la 
exigencia del respeto a la dignidad humana de toda persona.  
 
  Esto lleva a la exigencia de la protección a la vida humana  y la integridad fisica, asi 
como a la libertad entendida como la capacidad de tomar desiciones (autonomia personal). 
Teniendo en cuenta que alrededor de estas exigencias de respeto, protección y promoción  de la 





2.4.3. TERCERA PARTE PROTECCION DE LOS NIÑOS Y ADOLESCENTES 
E INFRACCIÓN A LA LEY PENAL POR LOS MENORES DE EDAD  
2.4.3.1.Tratamiento en el Derecho Internacional 
 El interés superior el niño en la convención sobre derechos del niño. 
  PLACIDO V.  (2015) Señala que con la Convención sobre los derechos del niño 
ubica al niño en la situación de un objeto de protección al mismo tiempo que de un sujeto de 
derecho. En esta situación un sujeto de derecho la que obliga a una modificación importante en 
la mentalidad, en la ley y en los instrumentos internacionales. En dicho estatuto, que opera 
verdadera revolución en la manera de considerar al niño, el que justifica la introducción de un 
nuevo concepto jurídico “El interés del niño” y así se ha pasado del interés del niño a crear 
instrumentos que se llamen el interés superior del niño. El comité de los derechos ha subrayado 
que los derechos del niño deben ser considerados como un todo y ha insistido en la 
interdependencia de los artículos, en particular los que han sido reconocidos como principios 
generales (artículos 2, 3, 6 y 12) en la convención sobre los derechos del niño, en la convención 
de los derechos del niño. Así pues,  los principios de no discriminación, de supervivencia y 
desarrollo, así como de respeto de la opinión del niño, deben tenerse en cuenta para determinar 
el interés superior del niño en una situación concreta o el interés superior en una situación 
concreta o el interés superior de los niños considerados como grupo. 
 
  La determinación  del interés superior corresponde a la esencia de la convención en 
su totalidad y, en concreto, a las características especiales que esta pone en el niño como 
individuo, con sus opiniones y sus sentimientos propios y como persona con plenos derechos 
civiles y políticos a la vez que como beneficiario de protecciones especiales, las (NACIONES 
UNIDAS) han mencionado que “Este principio debe de junto con los otros principios generales 
cada vez que la convención  no establece una norma precisa”. 
  El articulo 03, primer parrafo de la convención señala “En todas las medidas 
concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, 
los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración 
primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”. En ese sentido se puede ver que 
la convención ha establecido diferencias en el tratamiento en la norma en cuanto a los niños, 





 La Protección del niño contra el secuestro, venta y trata en la Convención sobre los 
Derechos del Niño. 
  El artículo 35 de la Convención señala: “Los Estados Partes tomarán todas las 
medidas de carácter nacional, bilateral y multilateral que sean necesarias para impedir el 
secuestro, la venta o la trata de niños para cualquier fin o en cualquier forma”, concatenado al 
artículo 11 Inc.  1. Los Estados Partes adoptarán medidas para luchar contra los traslados ilícitos 
de niños al extranjero y la retención ilícita de niños en el extranjero. 2. Para este fin, los Estados 
Partes promoverán la concertación de acuerdos bilaterales o multilaterales o la adhesión a 
acuerdos existentes. 
 
  PLACIDO V. , (2015) menciona que “Como queda dicho el articulo 11 trata de tales 
incidentes cuando implican el paso de fronteras, mientras que el artiulo 35 se centra en la lucha 
contra los secuestros realizados dentro del territorio del estado”. Asi; en los paises donde existe 
mas pobreza, muchos niños son vendido en condiciones igual a la esclavitud, para trabajar como 
servidumbre, para pedir limosna; el artículo 32 protege al niño contra la explotación economica, 
esta a su vez, puede tener fines sexuales, lo protege contra el desempeño en cualquier trabajo 
que pueda ser peligroso o que sea nocivo para su salud o para su desarrollo fisico, mental, 
espiritual, moral o social.  
 
 Los derechos específicos de la infancia y adolescencia en la Convención sobre los 
Derechos del Niño 
  En el preámbulo ha señalado que “Considerando que, de conformidad con los 
principios proclamados en la Carta de las Naciones Unidas, la libertad, la justicia y la paz en 
el mundo se basan en el reconocimiento de la dignidad intrínseca y de los derechos iguales e 
inalienables de todos los miembros de la familia humana”. Es así de ver que la convención 
protege los derechos que le son innatos al ser humano como la libertad, la justicia y la dignidad 
humana, esto vienen a ser los pilares fundamentales que dan origen a los demás derechos 
reconocidos, sin embargo estos resultan inviolables y necesitan de especial cuidado cuando se 
vaya a privar a algunos de los menores conforme vuelve a agregar la convención en su 
preámbulo  “Teniendo presente que, como se indica en la Declaración de los Derechos del 
Niño, "el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, 
incluso la debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento".  
2.4.3.2. El Principio de Protección Especial del Niño  
  Este principio se erige en el Derecho internacional de los Derechos Humanos como 
un principio fundamental, se enuncio por primera vez en la convención de Ginebra sobre la 
declaración de los derechos del niño, la cual partió de la premisa de que los niños son lo mejor 
51 
 
que tiene la humanidad, razón por la cual deben ser especialmente protegidos, MESIA 
RAMIREZ, (2010).  
 
  De una manera más amplia y precisa este principio fue reconocido en la Declaración 
de los derechos del Niño, que en su principio 02 señala “El niño gozará de una protección 
especial y dispondrá de oportunidades y servicios, dispensado todo ello por la ley y por otros 
medios, para que pueda desarrollarse física, mental, moral, espiritual y socialmente en forma 
saludable y normal, así como en condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con 
este fin, la consideración fundamental a la que se atenderá será el interés superior del niño”.  
Por su parte el artículo 25.2 señala “La maternidad y la infancia tienen derecho a cuidados y 
asistencia especiales. Todos los niños, nacidos de matrimonio o fuera de matrimonio, tienen 
derecho a igual protección social”. Y por último el art. 19 de la Convención Americana de 
Derechos Humanos menciona en su art. 19 “Todo niño tiene derecho a las medidas de 
protección que su condición de menor requieren por parte de su familia, de la sociedad y del 
Estado”.   
 
Se entiende que el niño es un ser humano menor de dieciocho años de edad sujeto de derechos 
de protección especial, que requiere de asistencia y cuidados adecuados, necesarios y especiales 
para su desarrollo y bienestar, tanto antes como después del nacimiento.  Agrega MESIA 
RAMIREZ, (2010), que este enfasis tuitivo se debe a su condición de debilidad manifiesta para 
llevar una vida totalmente independiente, de modo, que por la situacion de fragilidad, 
inmadurez, e inexperiencia en que se encuentran los menores frente a los adultos, se le impone 
a la familia, a la comunidad, a la sociedad y al estado, las obligaciones de asistir y proteger al 
niño para garantizar tanto su desarrollo normal y sano en los aspectos biologicos, fisicos, 
psiquico, intelectual, familiar y social, como la promoción  y preservación de sus derechos y el 
ejercicio pleno y efectivos de ellos (…) sobre esta base el articulo 04 de la Constitución Politica 
del Peru reconoce que la “Comunidad y el estado protegen especialmente al niño” entonces, 
teniendo en cuenta el enunciado  de dicho artículo, el Tribunal Constitucional dice “que el 
legislador ha estimado que el principio de especial protección al niño  se fundamenta en la 
debilidad, inmadurez (fisica y mental)  o inexperiencia en que se encuentran los niños  y que 
impone al estado, familia, comunidad y sociedad entre otras acciones, el deber de y la 
obligación de darles atenciones y cuidados especiales y el deber de adoptar las medidas 
adecuadas de proteccion para garantizar su desarrollo libre, armonioso e integral”.  
 
  Del mismo modo en el fundamento 07 de la STC 01817-2009-PHC/TC de fecha 07 
de octubre del 2009,  se tiene En buena cuenta, en virtud de este principio el niño tiene derecho 
a disfrutar de una atención y protección especial y a gozar de las oportunidades para 
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desarrollarse de una manera saludable, integral y normal, en condiciones de libertad y de 
dignidad. Por ello, ningún acto legislativo puede desconocer los derechos de los niños ni 
prever medidas inadecuadas para garantizar su desarrollo integral y armónico, pues en virtud 
del artículo 4° de la Constitución, el bienestar (físico, psíquico, moral, intelectual, espiritual 
y social) del niño se erige como un objetivo constitucional que tiene que ser realizado por la 
sociedad, la comunidad, la familia y el Estado.  
 
2.4.3.3.  El derecho a crecer en un ambiente de afecto y seguridad moral y material.  
  La STC 01817-2009-PHC/TC de fecha 07 de octubre del 2009 ha dejado establecido 
que los menores de edad tienen derecho a crecer en un ambiente de afecto y seguridad moral asi 
lo ha establecido en los siguientes fundamentos transcritos de manera literal. 
 
Fundamento 18: El derecho a crecer en un ambiente de afecto y de seguridad moral y material 
se encuentra reconocido en el Principio 6 de la Declaración de los Derechos del Niño, que 
establece que el "niño, para el pleno y armonioso desarrollo de su personalidad necesita de amor 
y comprensión. Siempre que sea posible deberá crecer al amparo y bajo la responsabilidad de 
sus padres y, en todo caso, en un ambiente de afecto y seguridad moral y material.  
 
Fundamento 19. De este modo, en virtud de este derecho, la familia y, en su defecto, el Estado, 
la sociedad y la comunidad, asumen la obligación de cuidar, asistir y proteger al niño para 
procurar que tenga un nivel de vida adecuado y digno para su desarrollo físico, psíquico, 
afectivo, intelectual, ético, espiritual y social. La eficacia de este derecho pone de relieve la 
importancia de las relaciones parentales, toda vez que los padres son los primeros en dar 
protección y amor a sus hijos, así como en satisfacer sus derechos. De ahí que la unidad y 
estabilidad familiar sean indispensables para el desarrollo armónico e integral niño, así como la 
presencia activa, participativa y permanente de los padres. Por ello, el cuidado y amor que los 
padres le prodigan y el respeto a sus cualidades, defectos y talentos especiales, aseguran que el 
derecho del niño a crecer en un ambiente de afecto y de seguridad moral y material sea 
satisfecho. 
2.4.3.4.El interés superior del niño y el derecho a la libertad personal 
  PLACIDO V. (2015) El derecho a la libertad personal implica que toda restricción a 
ella debe realizarse como último recurso y tienen que estar fundada siempre en la ley aplicada 
por el órgano jurisdiccional competente, Así el Articulo 37 de la Convención 
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a) Ningún niño sea sometido a torturas ni a otros tratos o penas crueles, inhumanas o 
degradantes. No se impondrá la pena capital ni la de prisión perpetua sin posibilidad de 
excarcelación por delitos cometidos por menores de 18 años de edad; 
 
b) Ningún niño sea privado de su libertad ilegal o arbitrariamente. La detención, el 
encarcelamiento o la prisión de un niño se llevarán a cabo de conformidad con la ley y se 
utilizará tan sólo como medida de último recurso y durante el período más breve que proceda; 
De acuerdo a las reglas de las Naciones Unidas para la protección de los menores privados de 
libertad aprobadas por la Asamblea general en su resolución 45/113 del 14 de diciembre de 
1990, por privación de la libertad se entiende “toda forma de detención o encarcelamiento, así 
como el internamiento  en un establecimiento público o privado del que no se permita salir al 
menor por su propia voluntad, por orden de cualquier autoridad judicial  administrativa u otra 
autoridad judicial (regla 11 inciso b).  
 
  Asimismo mediante las Reglas de Beijing aprobadas por la Asamblea General en su 
resolución 40/33 de 29 de noviembre de 1985 dispone que “solo se aplicara prisión preventiva 
como último recurso y durante el plazo más breve. Siempre que sea posible, se adoptaran 
medidas sustitutorias de la prisión preventiva, como la supervisión estricta, la custodia 
permanente, la asignación a una familia o el traslado a una institución educativa” (regla 13). Se 
precisa que la detención y prisión preventiva serán dictadas “(solo tras cuidadoso estudio” y se 
reducirá al mínimo posible (…) en el caso de que el menor sea condenado por acto grave en el 
que concurra violencia contra otra persona o por la reincidencia en cometer otros delitos graves 
y siempre que no haya otra respuesta adecuada (…) en el examen de los casos se considera 
primordialmente el bienestar del menor (regla 17). 
 
  Las reglas de las naciones unidas para la protección de los menores privados de 
libertad declaran “(…) En la medida de lo posible, deberá evitarse y limitarse a circunstancias 
excepcionales la detención antes del juicio. Cuando a pesar de ello, se recurra a la detención 
preventiva, los tribunales de menores y los órganos de investigación deberán atribuir a la 
máxima prioridad a la más rápida tramitación posible a esos casos a fin de que la detención sea 
los más breve posible (…) (regla 17). El tribunal constitucional, si bien, no ha sido enfático en 
esta situación si ha señalado que deben existir concurrencias de legalidad en los casos de pena 
privativa de la libertad, considerando en tal evaluación el interés superior del niño.  
 
Así se tiene la siguiente jurisprudencia emitida por el Tribunal Constitucional: 
  -STC. EXP. N. ° 2623-2003-HC/TC. Del 18 de junior Del 2004 “Según ha señalado 
Este Tribunal en jurisprudencia vinculante, “(...) toda persona detenida o presa a causa de una 
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infracción penal, tiene derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en 
libertad (...)”. De otro lado, la Ley N. º 27337, Código de los Niños y Adolescentes, ha 
establecido un plazo razonable en el cual debe emitirse pronunciamiento: “(...) el plazo mínimo 
e improrrogable para la conclusión del procedimiento, estando el adolescente interno será de 
cincuenta días y, en calidad de citado, de sesenta días (...) (art. 221°)”. En el artículo IX de su 
Título Preliminar, señala “(...) que en toda medida concerniente al niño y al adolescente que 
adopte el Estado a través de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, se considerará el 
principio del interés superior del Niño y del Adolescente, respecto a sus derechos (...)”. 
 
-STC 2063-2005/PH/TC. Del 29 de abril del 2004 “La libertad es un derecho fundamental de 
las personas, protegido por nuestro ordenamiento jurídico y por la Constitución, así como por 
los tratados internacionales ' suscritos por nuestro país. Este derecho solo puede ser restringido 
por mandato escrito y motivado del Juez, resolución judicial contra la cual procede incoar el 
hábeas corpus, siempre que se vulneren en forma manifiesta los derechos a la libertad individual 
y a la tutela jurisdiccional efectiva, según lo establece el artículo 4 º del Código Procesal 
Constitucional.” 
 
-STC 052-2004-AA/TC. Del 20 de febrero del 2004 “Fundamento 8. “Particularmente relevante 
es el sentido y propósito que, a estos efectos, está llamado a cumplir el artículo 3.1 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño [aprobada por Resolución Legislativa N.°. 25278 y 
ratificada con fecha 14 de agosto de 1990], a tenor del cual: “En todas las medidas concernientes 
a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las 
autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se 
atenderá será el interés superior del niño”. De esa “consideración especial” que deben tener los 
jueces y autoridades administrativas cada vez que se encuentre en discusión el ejercicio de 
determinados derechos del niño, es decir, de observarse siempre una solución que tenga en 
cuenta ese “interés superior del niño”, se desprende que tales funcionarios estatales deben estar 
dotados de una especial sensibilidad a la hora de resolver los problemas en que pudieran 
encontrarse envueltos; bien se trate de aspectos que pudieran calificarse de sustantivos, bien de 
asuntos que pudieran caracterizarse como procesales. En este sentido, por ejemplo, del artículo 
3.1 de la Convención citada se deriva una exigencia en materia de interpretación y aplicación 
de las reglas procesales. Estas, en efecto, habrán de aplicarse de manera que mejor se optimice 
el derecho de obtener un pronunciamiento sobre el fondo de aquello que aqueja al niño, y no 
optar por una respuesta jurisdiccional que postergue el pronunciamiento final, a costa de que el 
niño continúe privado del ejercicio de determinados derechos fundamentales. 
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2.4.3.5.El sistema de responsabilidad penal juvenil  
   El tribunal Constitucional en el EXP. W 03247-2008-PHC/TC de fecha 14 de agosto 
del 2008 ha desarrollado la doctrina de Protección integral y el Sistema de responsabilidad 
juvenil de la siguiente manera:  
 
- Doctrina de Protección integral 
  Que la protección de los derechos del niño es una preocupación constante en el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Como tal, ha sido plasmada en diferentes 
instrumentos internacionales, los cuales reconocen que todos los niños, en su calidad de seres 
humanos, tienen todos los derechos, libertades y garantías que se encuentran consagrados en los 
mismos, sin discriminación de ninguna clase. Asimismo, establecen la obligación de brindar 
una protección específica a favor de la infancia al señalar que todos los niños tienen derecho a 
las medidas de protección que su condición requiere, tanto por parte de su familia como de la 
sociedad y del Estado, TEJEIRO LOPEZ (1998). 
 
-El sistema de Responsabilidad Juvenil  
  Que un mecanismo de responsabilidad penal juvenil se basa en que el adolescente 
no sólo es sujeto de derechos sino también de obligaciones hacia la sociedad; sin embargo, este 
sistema debe obedecer a determinados parámetros respetuosos del interés superior del niño y de 
los principios rectores de derechos humanos.9 
 
En tal sentido ha señalado que se debe respetar:  El principio de igualdad y no discriminación, 
El respeto a la opinión del niño, El derecho a la vida, la supervivencia y el desarrollo, La 
dignidad del niño y El respeto al debido proceso.  
 
  Agrega que la aplicación de la justicia juvenil debe verse como el último elemento 
de una política integral en materia de infancia y adolescencia. La ratificación de tratados 
internacionales y la adopción de leyes especiales, como el Código de los Niños y Adolescentes, 
es un importante paso que el Tribunal no puede desconocer, pero esto es aún insuficiente. Si el 
Estado, con el apoyo de la sociedad civil y del sector privado a través de programas de 
Responsabilidad Social Empresarial, no ejecuta planes y destina recursos en materia de salud,  
educación, alimentación, vivienda e infraestructura, los índices de criminalidad juvenil y la 
inequidad en nuestro país tenderán a aumentar. 
   
                                                             
9 Comité de las Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño. Observación General N° 10- Los derechos del 
niño en la justicia de menores. Ginebra, 44° período de sesiones, 15 de enero a 2 de febrero de 2007, numerales 
6, 11, 12 Y 13 
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  Que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reconocido la necesidad de 
que el sistema de justicia penal juvenil esté compuesto por "órganos jurisdiccionales 
especializados para el conocimiento de conductas penalmente típicas atribuidas a aquéllos. 
Sobre esta importante materia se proyecta lo que antes se dijo a propósito de la edad requerida 
para que una persona sea considerada como niño conforme al criterio predominante en el plano 
internacional. Consecuentemente, los menores de 18 años a quienes se atribuya la comisión de 
conductas previstas como delictuosas por la ley penal, deberán quedar sujetos, para los fines del 
conocimiento respectivo y la adopción de las medidas pertinentes, sólo a órganos 
jurisdiccionales específicos distintos de los correspondientes a los mayores de edad. Que el 
artículo 37 de la Convención sobre los Derechos del Niño determina el marco general de un 
sistema de responsabilidad penal juvenil al establecer que la privación de libertad del niño es 
posible como una medida de último recurso, pero en establecimientos especiales separados del 
régimen para los adultos y por el menor tiempo posible, tomando en cuenta sus necesidades 
especiales. 
 
-En el Perú 
  En nuestro país, el Código de los Niños y Adolescentes (Ley N° 27337) implementa 
sus derechos y libertades, regula el Sistema Nacional de Adopción y 1as funciones de las 
instituciones familiares y establece el sistema de justicia especializada. En el ámbito penal, el 
Código establece un procedimiento especial en su Capítulo I1I, determinando que en el caso de 
infracción a la ley penal, el niño será sujeto de medidas de protección y el adolescente de 
medidas socioeducativas (artículo IV).  
 
  Que el Código reconoce principios especiales para asegurar el respeto a los derechos 
del adolescente, incluyendo la excepcionalidad de las medidas de privación de libertad e 
internamiento, la adopción de medidas socio-educativas; y el respeto a los derechos de defensa, 
garantías procesales, así como la confidencialidad y reserva del proceso 
2.4.3.6. El Código de los Niños y Adolescentes, el cumplimiento de las medidas de 
internamiento y la doctrina de protección especial.  
   Del mismo modo el Tribunal Constitucional ha señalado en el EXP. N° 03386-2009-
PHC/TC de fecha 13 de agosto del 2009, un sistema de responsabilidad penal juvenil es 
compatible con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la Convención sobre los 
Derechos del Niño, siempre y cuando dicho sistema tenga una naturaleza garantista y sus 
disposiciones guarden conformidad con la doctrina de protección integral reconocido en el 




  Si bien se permite la privación de la libertad del niño y adolescente en colisión con 
la ley penal como una medida excepcional, la adecuada implementación de un sistema de 
responsabilidad penal juvenil debe contar un mecanismo garantista que tenga como eje la 
reintegración del niño y adolescente a la sociedad. Ninguna medida de internamiento podrá 
implicar la denegatoria en el acceso al estudio o al servicio básico de salud y nutrición del niño 
y adolescente y, mucho menos, el quiebre del vínculo familiar. 
 
  Sobre este punto, frente a los niños y adolescentes privados de su libertad, la posición 
de garante del estado adquiere una mayor responsabilidad. Los artículo 6° y 27° de la 
Convención sobre los Derechos del Niño incluyen en el derecho a la vida obligación del Estado 
de garantizar, "en la máxima medida posible la supervivencia y el desarrollo del niño", lo que 
abarca su formación física, mental, espiritual, moral, psicológica y social a fin de que esta 
medida excepcional no afecte su proyecto de vida. 
2.4.3.7. El proceso de Infracción a la Ley Penal en el Perú y las Sanciones para los 
adolescentes infractores en la ley penal.  
- El proceso de Infracción a la Ley Penal en el Perú ALVARADO REYES, (2016) ha 
desarrollado el proceso de la siguiente manera:  
 Jurisdicción: es la potestad de un juez o tribunal para administrar justicia en un territorio 
determinado, dicha potestad, conforme el artículo 138 de la Constitución emana del 
pueblo y se ejerce a través del poder judicial.  
 
 Competencia: Es la facultad que tienen los jueces para el ejercicio de la jurisdicción en 
determinados casos y conforme al Art. 135 inc. C. se determina por el lugar donde se 
cometió el acto infractor y el domicilio del adolescente infractor o sus padres o 
responsables.   
 
 Sujetos Procesales: Ministerio Público, tiene por función primordial velar por el respeto 
de los derechos y garantías del niño y de los adolescentes, promoviendo de oficio o a 
petición de parte las acciones legales, judiciales o extrajudiciales correspondientes. El 
adolescente Infractor, es aquella persona menor de 18 años de edad cuya 
responsabilidad ha sido determinada como autor o participe de un hecho punible 
tipificado como delito o falta en la ley penal. El agraviado, El código no ha establecido 
medidas para la víctima, solo le otorga el derecho a apelar la sentencia absolutoria y la 
reparación civil (art. 219 Código de los Niños y Adolescentes). Órganos auxiliares, los 
que auxilian o prestan apoyo al Ministerio Publico o al Juez para tratar de conocer la 
personalidad, condiciones familiares y sociales del infractor con la finalidad de adoptar 
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medidas con respeto al Interés Superior del Niño (Equipo Multidisciplinario, Policía 
Especializada, Servicio Médico Legal, etc.)  
 
 
 Estructura del Proceso Penal: sigue un sistema escritural, no por oralidad y 
contradicción y se inicia con la denuncia y resolución que declara promovida la acción 
penal, que es la denuncia formulada por el fiscal debiendo tener los fundamentos y las 
diligencias a practicarse y después el juez expedirá la resolución de promovida la acción 
penal y realizara las diligencias debiendo disponer las medidas a adoptarse y de 
decretarse el internamiento se pondrá en conocimiento de la Sala Superior. La audiencia 
de Esclarecimiento, en dicha audiencia se recibe la declaración del agraviado, se actúan 
las pruebas admitidas y las que surjan de las diligencias. Dictamen Fiscal¸ una vez 
actuado el esclarecimiento el juez remitirá al fiscal por el término de dos días los autos 
a fin de que emita opinión , en la que exponga hechos probados, calificación legal la 
responsabilidad y la sanción necesaria. Sentencia¸ el juez en el plazo de dos días de 
recibido el dictamen emitirá sentencia debiendo sustenta la existencia de daño, la 
gravedad, el grado de responsabilidad y el Informe del equipo Multidisciplinario y el 
Informe Social. Apelación, la parte agraviada podrá apelar en el plazo de 3 días, 
admitida el recurso el juez dentro de las 24 horas elevara a la sala los actuados y esta a 
su vez lo remite a la vista del Fiscal superior a fin de que en el plazo de 48 horas emita 
dictamen y una vez la sala lo recabe emitirá sentencia dentro de los dos días siguientes.  
 
- Las Sanciones para los adolescentes infractores en la ley penal GARCIA HUAYAMA, 
(2016) menciona que están se encuentran establecidas en el art. 231 del Código de los Niños y 
Adolescentes de la siguiente manera: 
 Sanciones Socioeducativas: Amonestación, recriminación o llamada de atención por 
parte del juez hacia el infractor o sus padres. Libertad asistida, se otorga su libertad, 
con sujeción a programas educativos de orientación o cualquier otro tipo. Prestación de 
servicios a la comunidad, realización de tareas gratuitas de interés social a favor de 
entidades asistenciales. Reparación directa a la Victima¸ se da una prestación de un 
servicio por parte del infractor a favor del agraviado.  
 
 Mandatos y Prohibiciones: Consiste en reglas de conducta impuestas por el juez con el 
objeto de regular el desarrollo social del adolescente, así como para promover su 
formación entre las que podría darse fijar lugar de residencia determinado, no 




 Sanciones Privativas de Libertad: Internación Domiciliaria¸ limita la libertad del 
infractor manteniéndolo en su domicilio habitual, rodeado de su familia y la cual trae 
consigo obligaciones para el menor y su familia. Libertad Restringida, es un sanción 
privativa de la libertad en medio libre, por la que se obliga al infractor a concurrir de 
manera obligatoria al servicio de orientación del adolescente o a quien haga sus veces. 
Internación, es una sanción privativa de la libertad, como última medida, cuyos 
presupuestos se encuentra en el art. 235 y 236 del Código de los Niños y Adolescentes; 
mediante decreto legislativo Nº 1204 de 23 de septiembre del 2015, se ha dispuesto que 
dicha medida tiene la duración mínima de 1 año y como máximo 06 años, excepto a los 
mayores de 16 hasta 18 que serán sancionados de 06 hasta diez años si incurriera en los 
supuestos de los artículos 108, 121, 148-a, 121, 152, 170, 171, 172, 173, 189, 200, 290 




2.4.4. CUARTA PARTE ANÁLISIS DE LA DOCTRINA LEGAL DEL 
ACUERDO Nº 01-2009/CJ-116 Y SENTENCIA DEL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL EXP. 07009-2013-PHC/TC 
2.4.4.1.  Acuerdo Plenario Nº 01-2009/Cj-116 de fecha 13 de noviembre del 2009. 
  PEÑA CABRERA, (2013) dice que en el plenario analizado en cuanto a la 
proteccion constitucional de la pluralidad etnica y cultural de la Nacion se dice en el fundamento 
juridico sexto existen dos derechos colectivos A) el derecho a la identidad cultural de las 
comunidades campesinas y nativas, y su existencia legal personeria juridica y autonomia dentro 
de la ley (articulo 89º); B) El derecho de una juridiscion especial comunal respecto de los hechos 
ocurridos dentro del ambito territorial de las comunidades campesinas y nativas de conformidad 
con el derecho consuetudinario siempre que no violen los derechos fundamentales de la persona 
(articulo 149º). El reconocimiento de la referida jurisdiccion es, en buena cuenta un desarrollo 
del principio de pluralidad etnica y cultural sancionado por el articulo 2º inc. 19 de la ley 
fundamental. Los derechos que se expresan en el Acuerdo plenario forman parte del 
reconocimiento constitucional, conforme una raigambre juridica de primer plano que debe ser 
respetado a fin de no efectar la identidad cultural e ideologica de los pueblos. El segundo tema 
que suscita el analisis de la Corte Suprema, es lo concerniente a la ritularidad de las rondas 
campesinas del derecho al ejercicio de funciones jurisdiccionales en su ambito territorial. 
Se dice en el fundamento juridico septimo del Acuerdo plenario analizado que luego de una 
primera lectura, se concluye que las rondas campesinas. En primer lugar para ser tales deben 
surgir y ser parte de las comunidades campesinas y nativas nacen de ellas e integran su 
organizacion. En segundo lugar, no ejercen por su misma funciones jurisdiccional, pues su papel 
seria meramente axulilar o secundario.  
 
  El articulo 2º de la ley de rondas campesinas dispone: En los lugares donde existen 
comunidades campesinas y nativas.Las rondas campesinas o rondas comunales, se forman y 
sostenen a inicitiva exclusiva de la propia comunidad y se sujetan al estado y a lo que acuenden 
los organos de gobierno de la comunidad los que la ronda campesina esta subordinas. 
 
  Por su parte el reglamento de la ley en su articulo 5º, establece que: “Las 
comunidades campesinas y las comunidades nativas, están facultadas a constituir dentro del 
ámbito de su territorio, una sola Ronda Campesina o Ronda Comunal, según corresponda, la 
que se forma y sostiene a iniciativa exclusiva de la propia comunidad y se sujeta a su Estatuto, 
y a lo que acuerden los órganos de gobierno de la Comunidad, a la que la Ronda Campesina o 
Ronda Comunal está subordinada. Fuera del ámbito territorial de las Comunidades 
Campesinas o Nativas, el ámbito territorial mínimo para la conformación de una Ronda 
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Campesina será el que corresponde al de un caserío. Entiéndase por caserío lo dispuesto por 
el Decreto Supremo Nº 019-2003-PCM”.   
 
  En un primer plano de analisis de puede ver que la existencia de las Rondas 
Campesinas esta condicionada a la existencia de una comunidad campesina; sin embargo en el 
acuerdo plenario señala (…)Las Rondas Campesinas, en consecuencia y vistas desde una 
perspectiva general, forman parte de un sistema comunal propio y, en rigor, constituyen una 
forma de autoridad comunal en los lugares o espacios rurales del país en que existen–estén o no 
integradas a Comunidades Campesinas y Nativas preexistentes. 
 
  Si el fundamento del artículo 149° de la Constitución es que los pueblos con una 
tradición e identidad propias en sede rural resuelvan sus conflictos con arreglo a sus propias 
normas e instituciones –el artículo 8°.2 del Convenio fija como pauta que dichos pueblos tienen 
derecho de conservar sus costumbres e instituciones propias-, es obvio que al ser las Rondas 
Campesinas parte de ese conglomerado social y cultural, actúan en un espacio geográfico 
predeterminado y lo hacen conforme al derecho consuetudinario –cuya identificación y 
definición previa es tarea central del juez-, deben tener, como correlato, funciones 
jurisdiccionales en lo que le es privativo (PUEBLO D. D., 2004).  Las Comunidades 
Campesinas y Nativas, en suma, no son los únicos titulares del derecho a la identidad cultural y 
del derecho consuetudinario. 
 
  Es cierto que el artículo 1° de la Ley número 27908 –en igual sentido el Reglamento 
de esa Ley (Decreto Supremo número 25-2003-JUS, del 30.12.2003)- ratifica las funciones de 
seguridad de las Rondas Campesinas dentro de su ámbito territorial y precisa que estas últimas 
apoyan el ejercicio de funciones jurisdiccionales de las Comunidades Campesinas y Nativas, y 
colaboran con la solución de conflictos. Sin embargo, en vía de integración y según los 
parámetros constitucionales ya abordados, ha de entenderse que las funciones referidas al 
control del orden y a la impartición de justicia son ínsitas a las Rondas Campesinas tanto si éstas 
se originan en el seno de las citadas Comunidades y son expresión de ellas en la medida que sus 
normas internas lo autoricen, cuanto si surgen en aquellos espacios geográficos rurales en los 
que no existe Comunidades Campesinas, puesto que, como el propio artículo 1° preceptúa, son 
formas autónomas y democráticas de organización comunal. 
 
Asi las Rondas Campesinas tendran un actuar entro de su jurisdiccion, existiendo dos puntos a 
tomar en cuenta, el primero refererido a la calidad del agente que comete la infraccion y el 
segundo que es el fator de congruencia; En el primer caso se tiene que  
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 En el primer punto cuando el agente forma parte de la comunidad, el elemento 
objetivo, está referido –con independencia de lo personal: el agente ha de ser un Rondero, 
y territorial: la conducta juzgada ha de haber ocurrido en el ámbito geográfico de 
actuación de la respectiva Ronda Campesina, necesariamente presentes- a la calidad del 
sujeto o el objeto sobre los que recae la conducta delictiva. A. Será del caso establecer, 
como primer paso, la existencia de una concreta norma tradicional que incluya la 
conducta juzgada por la Ronda Campesina. Esa norma tradicional, como ha quedado 
expuesto, sólo podrá comprender la defensa y protección de los intereses comunales o de 
un miembro de la comunidad donde actúa la Ronda Campesina. B. Si el sujeto -u objeto- 
pasivo de la conducta pertenece también a la comunidad y los hechos guardan relación 
con la cosmovisión y la cultura rondera –se trata por tanto, de conflictos puramente 
internos de las Rondas Campesinas-, no cabe sino afirmar la legitimidad constitucional 
de esa conducta –y, por ende, la exclusión del Derecho penal, en tanto en cuanto, claro 
está, los actos cometidos no vulneren los derechos fundamentales. 
 
  En el segundo caso cuando el agente no pertenece a la comunidad,  La legitimidad 
de la actuación comunal-rondera estará condicionada no sólo a la localización geográfica 
de la conducta sino también al ámbito cultural, esto es, (i) que la conducta del sujeto 
afecte el interés comunal o de un poblador incluido en el ámbito de intervención de la 
Ronda Campesina y esté considerada como un injusto por la norma tradicional –cuya 
identificación resulta esencial para el órgano jurisdiccional-; y (ii) que –entre otros 
factores vinculados a la forma y circunstancias del hecho que generó la intervención de 
las Rondas Campesinas y al modo cómo reaccionaron las autoridades Ronderos, objeto 
de denuncia o proceso penal- el agente de la conducta juzgada por el fuero comunal-
Rondero haya advertido la lesión o puesta en peligro del interés comunal o de sus 
miembros y/o actuado con móviles egoístas para afectar a la institución comunal u 
ofendido a sabiendas los valores y bienes jurídicos tradicionales de las Rondas 
Campesinas o de sus integrantes.  
 
  En el caso de congruencia exige que la actuación de las Rondas Campesinas, basadas 
en su derecho consuetudinario, no vulnere el núcleo esencial de los derechos fundamentales, se 
trata de aquellos derechos fundamentales en los que existe suficiente consenso intercultural, 
entendiendo por tales, como pauta general, los derechos fundamentales que no pueden derogarse 
ni siquiera en situaciones de máximo conflicto o estados de excepción. (…)Entre los derechos 
fundamentales de primer orden, inderogables, es de citar, enunciativamente, la vida, la dignidad 
humana, la prohibición de torturas, de penas y de tratos inhumanos, humillantes o degradantes, 
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la prohibición de la esclavitud y de la servidumbre, la legalidad del proceso, de los delitos y de 
las penas.  
 
  Así ante una imputación por la presunta comisión de un hecho punible atribuida a 
los Ronderos, corresponderá a la justicia penal ordinaria determinar, en vía de control externo 
de la actuación conforme a los derechos humanos de las autoridades comunales si, en efecto, tal 
situación de ilicitud en el control penal comunal Rondero se ha producido y, en su caso, aplicar 
–si correspondiere- la ley penal a los imputados. Por tanto se deberá tomar en cuenta los 
siguientes criterios a fin valorar si se han vulnerado los derechos fundamentales , (i) las 
privaciones de libertad sin causa y motivo razonable –plenamente arbitrarias y al margen del 
control típicamente ronderil-; (ii) las agresiones irrazonables o injustificadas a las personas 
cuando son intervenidas o detenidas por los Ronderos; (iii) la violencia, amenazas o 
humillaciones para que declaren en uno u otro sentido; (iv) los juzgamientos sin un mínimo de 
posibilidades para ejercer la defensa –lo que equivale, prácticamente, a un linchamiento-; (vi) 
la aplicación de sanciones no conminadas por el derecho consuetudinario; (vii) las penas de 
violencia física extrema –tales como lesiones graves, mutilaciones- entre otras. 
2.4.4.2. Sentencia Del Tribunal Constitucional Exp. 007009-2013-PHC/TC 
publicada el 14 de agosto del 2018 
  Los derechos fundamentales, son pues en definitiva, límites indiscutiblemente 
objetivos al ejercicio de la potestad jurisdiccional comunal y, como tales, deben ser merituados 
en cada ocasión en que puedan resultar invocados según la incidencia o nivel de afectación del 
cual puedan ser objeto. Ello pues descarta, la idea de que por el simple hecho de alegarse la 
existencia de una potestad jurisdiccional especial, quede cerrada la discusión en torno de su 
correcto o adecuado ejercicio. 
 
  Se ha dicho y no sin razón que la jurisdicción comunal y la garantía de autonomía 
que le es consustancial, representa un bien jurídico de especial relevancia dentro del contenido 
constitucional. Las razones de ello, han quedado anteriormente precisadas. Ello no obstante y 
muy a pesar de que la citada variante jurisdiccional posea las connotaciones que se ha descrito, 
no significa tampoco ni mucho menos, que la relevancia proclamada suponga minimizar o peor 
aún, desconocer otros bienes jurídicos al interior de la propia Constitución. 
 
  En este contexto y tan importante como lo es la jurisdicción comunal y la orientación 
multiculturalista que le sirve de sustento, es por ejemplo y por lo que al presente caso se refiere, 
la obligación del Estado y de la comunidad en general, de proteger a la niñez y a la adolescencia. 
Nuestra Constitución, no sólo ha reconocido dicho mandato en su artículo 4 sino que nuestra 
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propia jurisprudencia lo ha desarrollado de manera mucho más omnicomprensiva, al reconocer 
como parte del bloque de constitucionalidad al artículo IX del Título Preliminar del Código de 
los Niños y Adolescentes (STC 6165- 2005-HC/TC), lo que supone dejar en claro la relevancia 
que este último contenido, también tiene en el marco del Estado Constitucional. 
 
  Una respuesta razonada del tema, evidentemente descarta de plano que todos los 
aspectos jurídicos puedan ser vistos en el ámbito de la justicia comunal, pues el origen de esta 
no responde a los mismos supuestos y consideraciones de la Justicia ordinaria, sino a lo que es 
propio de la vida comunal con todas las incidencias que la misma puede llegar a suponer. 
Naturalmente, esto tampoco significa ni debe tomarse necesariamente, como que sean muy 
pocos los aspectos a cargo de esta variante jurisdiccional, sino simplemente, como que no todos 
los aspectos jurídicos pueden tener una consecuencia directa en el ámbito de la vida comunal. 
 
  Que si bien se ha reconocido un actuar de las Rondas campesinas en contenido penal 
conforme se señala. Es el caso del artículo 9.1 del Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos 
Indígenas y Tribales en países independientes, cuyo texto establece, sin que quepa duda alguna, 
que “En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos 
humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los que los pueblos 
interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por sus 
miembros” y abona a la misma perspectiva lo que el inciso 3) del artículo 18 del Código Procesal 
Penal (Decreto Legislativo 957 ha establecido al señalar que “La jurisdicción penal ordinaria no 
es competente para conocer: (...) De los hechos punibles en los casos previstos en el artículo 
149 de la Constitución”.  
 
  Lo primero que debe recordarse es que no existen cláusulas constitucionales 
absolutas. Que el artículo 149 de la Constitución reconozca la jurisdicción comunal, no significa 
que esta última sustituya o reemplace a la justicia ordinaria. El vocablo "pueden" utilizado por 
el citado dispositivo para hacer referencia a las funciones jurisdiccionales de las autoridades de 
las Comunidades Campesinas y Nativas, es aquí especialmente significativo. Si la intención de 
la norma constitucional, hubiese sido, la de darle a la justicia comunal, el rol sustitutivo de la 
Justicia ordinaria, el citado término estaría demás, debiéndose haber optado por el de "deben". 
Sin embargo, en el desarrollo posterior señala que las comunidades conforme al artículo 9.1. 
Del convenio 169 de la OIT si pueden reprimir delitos cometidos por sus integrantes respetando 
la legislación nacional y los derechos reconocidos internacionalmente. No hay pues, de ninguna 
forma, una renuncia radical o absoluta a la potestad punitiva del Estado, sino el reconocimiento 
de una justicia ordinaria que cede ante la justicia comunal solo y específicamente en 




- Delimitación de los aspectos que pueden abarcar la jurisdicción comunal frente a la 
justicia ordinaria, en el marco de lo dispuesto por el artículo 149° de la Constitución. 
 
  No podrán ser materia de conocimiento en el ámbito de la justicia comunal, todos 
aquellos delitos que recaigan sobre derechos fundamentales como la vida, la salud, la integridad 
física, psíquica y moral, la libertad, entre otros o que puedan afectar de alguna forma los 
intereses de aquellas personas ubicadas en condición especial y/o sensible como los niños, los 
adolescentes, las mujeres en estado de embarazo, los ancianos, etc.  
 
  La jurisdicción comunal, en resumen, ha sido reconocida no para justificar excesos, 
sino para preservar la diversidad y el pluralismo cultural de manera compatible con la totalidad 
de bienes reconocidos por la Constitución. Una interpretación contraria a tal consideración, es 
por donde quiera que se le mire, una opción inconstitucional. 
 
  A manera de conclusión el tribunal constitucional ha señalado expresamente en el 
fundamento 39 del referido expediente que : Desde la perspectiva de los criterios que 
anteriormente se ha expuesto y de manera totalmente independientemente a la veracidad o 
no de los hechos investigados, queda claro que vistos los mismos en abstracto y por su 
naturaleza, de ninguna manera son pasibles de ser conocidos en el fuero comunal, pues tal 
clase delitos no solo repercuten sobre el contenido de derechos fundamentales esenciales sino 
que comprometen a personas de condición especial como son sin duda, los menores de edad. 
Nada de lo que pueda decirse en torno de los hechos sometidos a investigación enerva en lo 
absoluto la facultad de la justicia ordinaria para avocarse al conocimiento de tales hechos, 





2.4.5. QUINTA PARTE: CRITERIOS O NORMAS PARA LA APLICACIÓN 
DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL EN MENORES DE EDAD POR PARTE 
DE LAS RONDAS CAMPESINAS 
2.4.5.1.  En el ámbito Internacional 
  LEDESMA NARVAEZ, (2018) menciona en la Constitución Mexicana de 1917, 
reconoce la autonomía de los pueblos indígenas para "Aplicar sus propios sistemas normativos 
en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales de 
esta Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera 
relevante, la dignidad e integridad de las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos 
de validación por los jueces o tribunales correspondientes." De lo que se desprende que, por 
un lado se exige a las comunidades indígenas el establecimiento de reglas y procedimientos que 
en armonía con sus usos y costumbres protejan a las mujeres, su dignidad e integridad; y, por 
el otro, el acceso a la justicia ordinaria si estos preceptos no son respetados”.  
 
Habiendo citado la particularidad del caso mexicano, vale decir también, que al no contar con 
una ley específica de Coordinación Jurisdiccional Federal, algunos Estados han establecido 
límites al ejercicio de la jurisdicción indígena, como el caso del Estado de Oaxaca:  
Ley de Derechos de los Pueblos Comunidades Indígenas- Estado de Oaxaca, México Capítulo 
VI. De Las Mujeres Indígenas  
 
Artículo 45.- El Estado reconoce las diversas formas de organización de las familias indígenas 
como base de reproducción y sustentación de los pueblos y comunidades indígenas de Oaxaca.  
 
Artículo 46.- El Estado promoverá, en el marco de las prácticas tradicionales de las comunidades 
y pueblos indígenas, la participación plena de las mujeres en tareas y actividades que éstos no 
contemplan y que tiendan a lograr su realización, su superación, así como el reconocimiento y 
el respeto a su dignidad. 
 
 Artículo 47.- A las mujeres y a los hombres indígenas les corresponde el derecho fundamental 
de determinar el número y espaciamiento de sus hijos; y al Estado, la obligación de difundir 
orientación sobre salud reproductiva de manera que aquéllos puedan decidir informada y 
responsablemente al respecto.  
 
Artículo 48.- Las mujeres indígenas tienen derecho a recibir capacitación y educación bilingüe 
e intercultural para realizar actividades que estimulen su desarrollo integral.  
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Artículo 49.- El Estado asume la obligación de propiciar la información, la capacitación, la 
difusión y el diálogo, para que los pueblos y comunidades indígenas tomen medidas tendientes 
a lograr la participación plena de las mujeres en la vida política, económica, social y cultural de 
los mismos, a fin de cumplir cabalmente con el mandato del artículo 12 de la Constitución 
Estatal.  
 
Artículo 50.- El Estado garantizará los derechos individuales de las niñas y los niños 
indígenas a la vida, a la integridad física y mental, a la libertad y a la seguridad de sus 
personas. Asimismo, sancionará en los términos previstos por el artículo 16 de la presente 
Ley la separación forzada de niñas y niños indígenas de sus familias, pueblos y 
comunidades. 
 
Es bastante ilustrativo contar con el marco legislativo del deslinde jurisdiccional de Bolivia, el 
cual ha replicado en países como Ecuador y Guatemala, quienes también aceleran trabajos para 
aprobar sus protocolos. 
 
Ley de Deslinde Jurisdiccional, Bolivia Capítulo II. Derechos Fundamentales y Garantías 
Constitucionales Artículo 5. Respeto a los derechos fundamentales y garantías constitucionales. 
 
 I. Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente, respetan promueven y garantizan 
el derecho a la vida, y los demás derechos y garantías reconocidos por la Constitución Política 
del Estado. 
 
 II. Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente respetan y garantizan el ejercicio 
de los derechos de las mujeres, su participación, decisión, presencia y permanencia, tanto en el 
acceso igualitario y justo a los cargos como en el control, decisión y participación en la 
administración de justicia. 
 
 III. Las autoridades de la jurisdicción indígena originaria campesina no sancionarán con la 
pérdida de tierras o la expulsión a las y los adultos mayores o personas en situación de 
discapacidad, por causa de incumplimiento de deberes comunales, cargos, aportes y trabajos 
comunales. 
 
 IV. Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente, prohíben y sancionan toda 
forma de violencia contra niñas, niños, adolescentes y mujeres. Es ilegal cualquier 




V. El linchamiento es una violación a los Derechos Humanos, no está permitido en ninguna 
jurisdicción y debe ser prevenido y sancionado por el Estado Plurinacional. 
 
  Y a manera de conclusion agrega LEDESMA NARVAEZ, 2018 que de las 
disposiciones citadas, se puede apreciar la particular protección que brindan a la especial 
situación de los derechos de los niños y niñas indígenas, y la protección que ante cualquier uso 
y costumbre de la comunidad ameritará la intervención del Estado. Ello no debe pasarse por alto 
en el ordenamiento jurídico peruano. Existe un considerable número de comunidades nativas e 
indígenas que merecen reconocimiento y por tanto ser escuchadas, pero también tales 
comunidades requieren estar atentas a aquellos cambios que puedan servir para una mejor 
convivencia de sus integrantes. 
 
2.4.5.2.  En el Peru  
  Que de manera general el reconocimiento de la Funcion Jurisdiccional se encuentra 
en el art. 149 de la carta magna, ello es la es la facultad de las comunidades de actuar dentro de 
su territorio. Asimismo se ha contemplado la ley de rondas y su respectivo reglamentos, los 
cuales de manera general señalan el reconocimiento y las funciones de las rondas campesinas; 
sin embargo, no ha señalado como se debe aplicar dicha función y que sanciones resultan 
aceptables, dejando dichas funciones a las propias rondas en uso de su derecho consuetudinario, 
por lo que las rondas crean su propio estatuto para incluir sus costumbres propias de cada pueblo, 
por lo que en base a ello se debe tener en cuenta que estas resultan diversas y a veces totalmente 
diferentes unas de otras, en razon a que cada pueblo tiene distintas costumbres y como suerte de 
control se ha establecido que dichos estatutos y otros actos sean inscritos en la Registros 
Publicos 
  Los actos que resutan inscribibles según  la DIRECTIVA DE LA SUNARP, (2018)10 
Pueden inscribirse los siguientes actos: La constitución de la Ronda Campesina o Comunal; La 
adecuación de la Ronda a la Ley N° 27908 - Ley de Rondas; las modificaciones del Estatuto; el 
nombramiento de los integrantes de la Junta Directiva y de los demás representantes o 
apoderados, su remoción, suspensión, renuncia, otorgamiento de facultades, modificación, 
revocación, sustitución y delegación. 
 
  Del mismo modo señala SUNARP que en la primera inscripción de las rondas se 
debe incluir el Estatuto que es el documento que contiene reglas internas que determinan qué se 
                                                             
10 Resolución del Superintendente Adjunto N° 108-2011-SUNARP/SA que aprueba la Directiva N° 003-2011-




debe o no hacer y cómo debe funcionar una Ronda. Las Rondas tienen plena libertad y 
autonomía para adoptar las reglas internas que consideren pertinentes para el mejor desarrollo 
de sus fines e intereses.  
 
El Estatuto debe contener: a) La denominación y duración de la Ronda. En el Estatuto de las 
Rondas Campesinas Independientes deberá consignarse el nombre del o de los caseríos u otros 
centros poblados que conforman su radio de acción, así como el distrito, la provincia y el 
departamento al que pertenecen, salvo que coincidan con los datos consignados como domicilio. 
b) En cuanto al domicilio, deberá indicarse el distrito, provincia y departamento de su ubicación. 
c) Los fines de la Ronda. d) La constitución y funcionamiento de la Asamblea General de 
ronderos y ronderas de la Junta Directiva y demás órganos, e) La duración del mandato de la 
Junta Directiva (que es de dos años), pudiendo sus miembros ser reelegidos, así como establecer 
la continuidad o no de la Junta Directiva, si vence el mandato. f) Las condiciones para la 
admisión, renuncia y exclusión de los Ronderos y Ronderas. g) Los derechos y deberes de los 
Ronderos y Rondaras. h) Los requisitos para la modificación del Estatuto. i) Las normas para la 
disolución y liquidación de la Ronda y las relativas al destino final de sus bienes. 
 
  Por ultimo ha exigido que los libros que generalmente su utilicen deben ser: En el 
Libro de actas de Asamblea General se colocan los acuerdos que se aprueban en las reuniones 
en las que participan todos los integrantes de la Ronda. En el Libro de actas de Junta Directiva 
se colocan los acuerdos que se aprueban en las reuniones de los integrantes de la Junta Directiva. 
En el Libro Padrón de Ronderos y Ronderas se colocan los datos de identificación de cada 
uno de los Ronderos y Ronderas. 
2.4.5.3.En la Region Piura  
  “Entre las primeras rondas campesinas que se formaron en la sierra de Piura 
encontramos las de Huancacarpa, dos extensos caseríos — Huancacarpa Alto y Bajo — a unas 
cinco horas cuesta arriba de la capital de provincia. A diferencia de las rondas de Frías y muchos 
otros distritos serranos, no existe relación directa entre la organización y los desastres del 83, 
porque esta zona está demasiado lejos de la costa para ser afectada por las lluvias”. HUBER, 
(2014).  
  Continua señalando el autor que la decisión de organizar rondas fue tomada a 
comienzos del año 1983. El 11 de enero se reunieron en Huancabamba los tenientes 
gobernadores de Huancacarpa Alto y Bajo con algunos ganaderos con la finalidad de constituir 
una ronda a nivel provincial debiendo juntar a todas las rondas en un comité unico con Sede en 
Huancacarpa Alto.  
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  El 21 de julio de 1983 se firmó en el municipio de Huancabamba el acta de fundación 
del “Comité de Defensa de Agricultores y de Ganaderos de las Provincias de Huancabamba y 
Ayabaca, desde donde las propias rondas crean sus propios estatutos dentro de su organización 
y entre los principales libros con los que cuenta estas. De ello se desprende que en casi todos 
los estatutos de las rondas de Piura se encuentre consignado lo siguiente en cuanto a la actuación 
de las mismas:  
(…) en vista de las múltiples necesidades en que el pequeño agricultor y ganadero, como el 
trabajador de campo atraviesa, se ve en la imperiosa necesidad de agruparse en pequeños 
comités de defensa a fin de poder luchar contra los males sociales de ciertos hombres de mal 
vivir que no dejan tranquilidad al agricultor y ganadero, como es el abigeato o el robo 
descarado y por la negativa de las malas autoridades y la mala administración de justicia por 
la que atraviesa nuestra patria (…)11  
- Instrumentos que utilizan las Rondas de Huancabamba. Ayabaca Morropón: las Rondas 
cuentan con instrumentos donde dejan plasmados sus acuerdos y todos aquellos actos que 
desarrollan: un libro de actas, un cuaderno de denuncias, un cuaderno de arreglos, un cuaderno 
de observaciones y un libro de servicios nocturnos. 
 
  En el cuaderno de servicios se encuentran las anotaciones que se suscitan en las 
noches ronderiles que se realizan, En los cuadernos de denuncias se encuentran los problemas 
cotidianos que se dan en la comunidad (pleitos entre vecinos, ofensas robos, discordias y muy 
rara vez hurto de ganado); en el libro de actas se plasma los acuerdos a los que se llega sobre 
determinadas situaciones cuando se convoca a asamblea general, y en el cuaderno de arreglos 
se plasma los acuerdos y la solución al conflicto de las denunciadas presentadas.  
 
-Su forma de organización  
  Se establecen grupos de diez hombres para las patrullas nocturnas; ya cuando la zona 
se había tranquilizado, se redujo los grupos a cinco, Huancacarpa contaba con catorce de estos 
grupos. El servicio dura desde las siete de la noche hasta las cinco de la madrugada y era 
estrictamente controlado; tanto a la salida como al regreso tenían que presentarse ante el 
dirigente y registrarse en un libro de servicios, además de anotar lo que había ocurrido durante 
la noche. Todos los hombres entre los 18 y 60 años estaban obligados a participar; quienes 
faltaban sin pedir permiso tenían que rondar una noche adicional o trabajar un día para el 
beneficio comunal. Las mujeres eran exoneradas del servicio nocturno, pero apoyaban a las 
rondas de otra manera, por ejemplo preparaban la comida en las asambleas. Las mujeres solteras 
                                                             
11 Tomado del  Estatuto de Rondas Campesinas de Huancabamba  
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poseedoras de ganado aportaban una suma en efectivo, según sus posibilidades”. HUBER, 
(2014).  
 
Se tiene como ente máximo en cada provincia Comité Ejecutivo Provincial (CEP) el cual es la 
representación de las rondas campesinas ante el derecho formal, y generalmente se reúne una 
vez al mes y también funciona como máxima instancia dentro de las rondas campesinas.   
 
  El procedimiento en que realizan el cumplimiento de su función jurisdiccional en las 
rondas campesinas varía en cada ronda campesina pero guarda matices generales que se 
desarrollan de la siguiente manera: Cuando sucede un robo procede el rastreo y seguimiento 
inmediato por una comisión de la estancia o barrio afectado y de otros cercanos¸ Para entrar a 
otra comunidad, a realizar investigaciones, recuperar pérdidas o capturar delincuentes, se hará 
de conocimiento al consejo directivo de la respectiva jurisdicción y se solicitará su colaboración, 
luego de que las personas que habrían cometido el delito son conducidos a su sede central donde 
se convoca a Asamblea general; ya que, Solo la Asamblea General tiene la potestad de dictar y 
aplicar sanciones a las personas que delinquen, una vez se celebre la audiencia, se realizara una 
suerte de juicio, donde principalmente se actúan la declaración de la persona que habría 
cometido la infracción (muchas veces coaccionada  con amenazas y después de habérsele 
realizado ejercicios y muchas veces castigo físico), y declaraciones de las personas que habrían 
visto los hechos (testigos) y la del agraviado, una vez escuchadas, la asamblea decide en 
votación que si se absuelve o se le impone un castigo y de ser así que castigo dejándose plasmado 
dicho acuerdo en el libro de Actas luego de ello el secretario de justicia y disciplina: es el 
encargado de la justicia rondera, popular y democrática, basados exclusivamente en los 
ESTATUTOS, en el derecho consuetudinario , con la práctica aquel que comete el error es 
llevado a la ronda para ser corregido y reeducarlo para ser útil a la sociedad.  
 
  Por ultimo resulta pertinente señalar que en la revisión de los estatutos, que en su 
mayoría son iguales, no se ha contemplado capitulo o artículo alguno referente a un tratamiento 
diferenciado entre menores o mayores de edad que hayan cometido infracciones dentro de la 
comunidad, entre los castigos que se han adoptado son ejercicios físicos, latigazos, trabajo 
forzado entre otros. Resulta pertinente señalar que se contempla también la cadena ronderil, 
que es una suerte de obligada y diaria participación en sucesivas rondas de la Jurisdiccional 




2.5.1. Hipótesis General 
       Si existe vulneración de los derechos fundamentales de los menores de edad en la 
intervención en asuntos delictivos por las Rondas Campesinas de Piura toda vez que no existen 
criterios establecidos para la aplicación de la Función Jurisdiccional.  
2.5.2. Hipótesis Específica  
  Las rondas campesinas de la región Piura no tienen criterios establecidos para aplicar 
la función jurisdiccional en menores de edad debido a la distancia con las sedes de justicia del 








Dimensiones Definición Conceptual Indicadores Fuentes 
 
 
Las rondas campesinas de la 
región Piura no tienen criterios 
establecidos para aplicar la 
función jurisdiccional 
consuetudinaria en la 
intervención en asuntos 
delictivos en menores de edad. 
Rondas 
Campesinas 
Señala que Fidel S. Rojas Vargas, define 
como el fenómeno social de un auto de 
organización popular que, frente a la 
secular ineficacia de las instituciones 
oficiales, postula, en el ámbito jurídico, sus 
propios principios, valores y soluciones a 














Criterios Regla de conducta cuyo fin es el 









Es el poder- deber del estado político 
moderno, emanado de su soberanía, para 
dirimir, mediante organismos adecuados, 
los conflictos de intereses que se susciten 
entre los particulares y entre éstos y el 
estado, con la finalidad de proteger el 









 Orden Jurídico 
(CABANELLAS, 
2014). 
Menor de edad Quien no ha cumplido todavía los años que 
la ley establece para gozar de la plena 
capacidad jurídica normal y regir su 
persona y bienes con total autonomía de 






 Inexistencia (CHANAME, 2012) 
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La inexistencia vulnera los 
derechos fundamentales de los 
menores de edad 
 Trasgresión o incumplimiento de una Ley. 













Son aquellos inherentes al ser humano, 























Dimensiones Definición Conceptual Indicadores Fuentes 
 
 
La distancia del Sistema 
Jurídico y la falta de 




Sistema de normas jurídicas conectadas 
lógicamente entre sí en tal forma que las 
normas especiales deban pensarse como 









Capacitación En términos generales, cualquier 
aleccionamiento o aprendizaje, pero 








Origina que no tengan 
criterios o normas 
jurídicas para aplicar la 
función jurisdiccional en 
la intervención en asuntos 
delictivos en menores de 
edad. 
Norma Jurídica Es la regla de conducta exigible en la 























      El Enfoque a utilizar es mixto; Cuantitativo; toda vez que se realizara  con el uso 
de la estadísticas ya que realizare encuestas  en las rondas campesinas de la Región Piura 
(Ayabaca, Huancabamba y Morropón) para demostrar la existencia o la falta de criterios para la 
aplicación de la función jurisdiccional en la investigación y sanciones penales por parte de las 
rondas campesinas en menores de edad; y, Cualitativo toda vez que se analizara la ley de rondas 
campesinas, el acuerdo plenario de rondas campesinas y código de niños y adolescentes 
concerniente a los derechos fundamentales y la protección de los menores de edad, además de 
verificar como se aplican las sanciones a los menores de edad en el ámbito del derecho positivo.  
2.2. DISEÑO:  
        Es Mixto, Cuantitativo; toda vez que se realizara encuestas en las provincias de 
Ayabaca, Huancabamba y Morropón con la finalidad de saber la existencia o la falta de criterios 
para la aplicación de la función jurisdiccional en la investigación y sanciones penales por parte 
de las rondas campesinas en menores de edad y Documental porque se recopilara teoría 
fundamentada, y la revisión de la principal normativa peruana sobre protección a los derechos 
fundamentales de los menores de edad.  
2.3. MÉTODO 
        Es Analítico, pues, se divide intelectualmente el objeto de estudio para examinar y 
entender cada una de sus partes; e, Inductivo: Este método va lo particular a lo general; es decir 
analizado de forma independiente cada una de las partes del trabajo de investigación, se obtendrá 
de forma global, cuales son los efectos que implica la falta de normatividad que reglamente lo 
relacionado al etiquetado de alimentos derivados de organismos vivos modificados o 
transgénicos 
2.4. NIVEL.   
        Se tiene que el nivel es Descriptivo  mediante la cual se recabara información 





        El tipo de estudio es Explicativo-Causal, ya que se realizara entrevistas con la 
finalidad de recabar datos en el campo de estudio a fin de ser analizados y obtener resultados, 
asimismo será equiparable con la información en la doctrina, ley de rondas campesinas y 
Acuerdo Plenario de la Función Jurisdiccional. 
 
2.6. SUJETOS DE LA INVESTIGACIÓN: 
 
     Que la población donde se realizara la encuesta será en las provincias de Ayabaca, 
Huancabamba y Morropón, debiendo realizarse en cada una de ellas 40 encuestas entre que las 
que se incluirá obligatoriamente a los presidentes de rondas provinciales, autoridades y parte de 
la población ronderil. 
2.7. MÉTODOS Y PROCEDIMIENTOS  
 
         Se realizara entrevistas en las provincias que tienen rondas campesinas, siendo que 
luego de ello se realizara un cotejo, lo cual se plasmara en cuadros estadísticos que arrojaran los 
resultados correspondientes a las respuestas de las preguntas formuladas a los sujetos de 
investigación, asimismo se analizara documentación a fin de verificar la protección que le otorga 
el derecho positivo a los menores de edad y si estos derechos reconocidos sobrepasan cualquier 
ámbito de jurisdicción. 
2.8. FUENTES, TÉCNICAS, E INSTRUMENTOS PARA RECOLECCIÓN DE 
INFORMACIÓN 
- Técnicas de muestreo: toda vez que se realizara entrevistas a pobladores que sean roderos 
de la provincia de Ayabaca, Huancabamba y Morropón.  
- Técnica de Recolección de Datos: Esta se desarrollara en el campo, que es el ámbito de las 
rondas campesinas en la Jurisdicción de Piura.  
-  De análisis: pruebas estadísticas.  
- Fuentes Directas: Casaciones, Ley de Rondas Campesinas, Reglamento de Rondas 
Campesinas, Acuerdo Plenario N° 05-2018/Cj-116-Referido A La Función Jurisdiccional 













3. PROBANZA DE LA HIPOTESIS: RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
 
  Después de haber desarrollado los capítulos precedentes, en el presente capítulo se 
analizará y se demostrará la hipótesis de la investigación. 
3.1.  PROBANZA SOCIAL 
  Para el presente trabajo de investigación se ha realizado una encuesta en las 
localidades de Ayabaca Huancabamba y Morropón desde el día 09 de noviembre al día 18 de 
noviembre del presente año, la encuesta se realizó a personas que forman parte de las rondas 
campesinas de las tres provincias entre las que se encuentran autoridades y población ronderil, 
siendo un total de 120 personas, tomándose 08 preguntas, ello en merito a que como se constató 
la población es renuente a participar en este tipo de encuestas y no brindan demasiada 
información, algunos de ellos por miedo a sus propias autoridades y otros por desinformación, las 
preguntas estuvieron encaminadas a determinar si los niños al momento de ser intervenidos por 
un presunto delito son sancionado de la misma manera que los adultos y si esto vulneraria sus 
derechos, además de verificar que muchos de ellos lo hacen por desconocimiento, así tenemos los 
siguientes resultados:  
 
Que nuestro trabajo de investigación titulado “La vulneración de los derechos fundamentales a 
los menores de edad en la investigación y sanciones penales por las rondas campesinas de Piura”, 
tiene por finalidad determinar si las rondas campesinas en su ejercicio jurisdiccional vulneran los 
derechos de los menores de edad; sin embargo, es de ver que los términos investigación y 
sanciones penales corresponden propiamente al derecho ordinario en el campo penal y siendo la 
jurisdicción de las rondas similar, pero no igual, ya que tiene un origen normativo distinto, balo 
las costumbres y tradiciones de los pueblos, resulta necesario, adecuar los termino conforme al 
derecho interno de las rondas campesinas, al cual debemos denominar intervención en asuntos 
delictivos, lo cual incluye el desarrollo de su función jurisdiccional, propiamente dicha hasta la 
aplicación de sanciones que las rondas consideran como reglas generales.  
 
a) Población encuestada. 
 



























Fuente: Encuesta Realizada 
  
Interpretación: La población encuestada fue de 120 personas, siendo todos ellos Ronderos en un 
aproximado de 40 personas por cada provincia; así, del cuadro podemos observar que en su 
mayoría los Rondero que la conforman sobrepasan los 45 años, bajando en un nivel descendente 
a las edades menores, ello se debe a que la población joven emigra a otras ciudades, por trabajo 
o estudio, donde conocen otras realidades y esta a su vez los lleva a no volver o los que vuelven 
pierden el interés en formar parte de las Rondas Campesinas.  
 
b) Grado de Instrucción  
 
Grafico 1: Grado de Instrucción 
 











                   Fuente: Encuesta Realizada 
 
 




Ronderos (25 a 35) años 
 
Ronderos (35 a 45) años 
 












Interpretación: En el gráfico podemos observar que del total de Ronderos encuestados 23 
personas no cuentan con grado de instrucción, 42 personas cuentan con primaria completa, 44 
con secundaria y solo 11 personas cuentan con estudios superiores, con lo que se denota que la 
mayor cantidad de población ronderil solo no cuenta con estudios o solo con estudios primarios.  
 
Comentario   
 
  Que al respecto es de señalar que conforme al último censo realizado el 2017 (fuente 
INEI) en el Perú en las zonas rurales la tasa de analfabetismo aun es bastante preocupante siendo 
que un 30.9 % de la población rural no tiene ningún grado de estudios, en Piura de acuerdo al 
mismo censo se tiene que al año 2017 los hombres en un 10.5 % de la población aún son 
analfabetos y el 4.6 % de la población femenina es aun analfabeta, así es de ver que en nuestra 
encuesta, la cual está enfocada en las tres provincias de Piura y ha sido aplicada exclusivamente 
a los Ronderos podemos ver que el 19 % de ellos no cuentan con ningún grado de estudios y 
primaria  un 35 %, estos datos resultan aun alarmantes ya que la educación es un factor importante 
en el conocimiento y la aplicación de criterios o normas que puedan sancionar en nuestro caso a 
los menores, la educación así, se convierte en un facto influyente. Ya que a mayor población 
carente de estudios no se hace posible flexibilizar las sanciones en las rondas; ya que, estos se 
encuentran muy arraigados a sus costumbres y tradiciones y se mantienen firmes y renuentes a 
cualquier cambio. Además que no les permite tomar conocimiento de las normas que protegen a 
los menores y en muchas oportunidades los derechos básicos que le asisten a ellos y así en muchas 
oportunidades personas de otros lugares se aprovechan de su falta de conocimiento e información 
para utilizarlos para fines políticos y a veces personales. En ese sentido el Estado debe cumplir 
un rol fundamental con la implementación de programas sociales y educativos destinados al 




























No precisa/ No responde
 
Pregunta 01 ¿CONOCE UD. LO QUE SON LAS RONDAS CAMPESINAS Y CUÁLES SUS 
FUNCIONES?  
 
Grafico 2: Rondas y sus Funciones 
 











              
                    Fuente: Encuesta Realizada 
 
Interpretación: Del grafico podemos observar que 116 personas de la población ronderil 
conocen las funciones de las rondas campesinas y solo 4 personas no conocen cuales serían sus 
funciones.  
Comentario   
  La población ronderil encuestada en un 97 % ha señalado que conoce sobre las 
rondas y cuáles son sus funciones; sin embargo resulta hacer las siguientes precisiones conforme 
a lo señalado por la población encuestada, si bien han señalado conocer las funciones de las 
rondas, solo las conocen primigeniamente, desconociendo donde se encuentran contenidas y 
cuáles son los límites de estas, así en el intercambio a modo de consulta señalaron que las rondas 
campesinas, tienen como funciones las de cuidar y proteger a los miembros de su caseríos de los 
delitos que se pudiesen cometer, cuidar la seguridad e intervenir y sancionar a los delincuentes, y 
cuando se les pregunto si tenían conocimiento donde se encontraban dichas funciones señalaron 
que están contenidas en las normas pero no saben en cuales y que no las han leído, en este entorno 
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es de señalar que estas se han establecido en el artículo 12 del Decreto Legislativo Nº 052-2003 
Reglamento de la ley de Comunidades Campesinas que señala:  
Son funciones de la Ronda Campesina y Ronda Comunal, las siguientes: a) Contribuir a la defensa 
de la integridad física, moral y cultural de los miembros de la Comunidad Campesina, de la 
Comunidad Nativa, del Caserío u otro centro poblado, para mantener la paz y seguridad de la 
población, así como contribuir con el progreso de su pueblo. b) Contribuir a garantizar el ejercicio 
de los derechos y el cumplimiento de los deberes de los miembros de la Comunidad Campesina, 
de la Comunidad Nativa, del Caserío u otro centro poblado al que pertenecen, de conformidad 
con la Constitución y las leyes. c) Coordinar con las autoridades comunales en el ejercicio de las 
funciones que ejercen en uso de sus costumbres, respetando los derechos consagrados en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Convenio OIT 169, la Constitución y las 
leyes. d) Intervenir en la solución pacífica de los conflictos que se susciten entre los miembros de 
la comunidad y otros externos, siempre y cuando la controversia se origine en hechos ocurridos 
dentro de su ámbito comunal. e) Actuar como interlocutor con el Estado. f) Participar, controlar 
y fiscalizar los programas y proyectos de desarrollo que se implementen dentro del territorio, así 
como denunciar la inconducta funcional de cualquier autoridad, de acuerdo a ley. g) Contribuir a 
la preservación de su medio ambiente. h) Coordinar en el marco de la legislación nacional, con 
las autoridades políticas, policiales, municipales, regionales, representantes de la Defensoría del 
Pueblo y otras de la Administración Pública. i) Establecer relaciones de coordinación con las 
organizaciones sociales rurales y entidades privadas. j) Promover el ejercicio de los derechos y 
la participación equitativa de la mujer en todo nivel; tener consideración especial a los 
derechos del niño y del adolescente, de las personas discapacitadas y de los adultos mayores. 
k) Prestar servicio de ronda. La organización de grupos, la elección de los responsables, así como 
la asignación de responsabilidades y frecuencia de atención del servicio de ronda se regula por el 
Estatuto de cada Ronda Campesina o Comunal.  Así corresponde señalar en el presente 
comentario en cuanto a nuestro tema que dentro de las funciones de las Rondas el estado 
ha incorporado en su acápite j) que se debe promover el ejercicio de los derechos del niño 
y adolescentes, si bien de manera general, pero se ha señalado, pero como se ha dicho los 
















Si, en una oportunidad
Si, en mas de una
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Pregunta 02.- ¿HA TENIDO USTED CONTACTO CON RONDAS CAMPESINAS DE SU 
JURISDICCIÓN EN ALGUNA OPORTUNIDAD? 
 
Grafico 3: La calidad de Rondero 
 











               Fuente: Encuesta Realizada 
Interpretación: Del grafico podemos observar que las 31 personas de la población encuestada 
señalan haber tenido contacto con las rondas campesinas en una oportunidad, las 87 personas 
señalan tener participación activa en las rondas campesinas y solo dos personas no precisaron.  
Comentario   
  Conforme se ha venido señalando la población encuestada pertenece a una ronda 
campesina, sin embargo la presente pregunta ha ido encaminada a verificar si son participes 
activos de en dichas rondas que el 87 % participan activamente y en cuanto al resto de ellos tienen 
poca participación debido a que muchos de ellos representan a la población juvenil y se 
encuentran estudiando o fuera de su lugar de origen por trabajo, por lo que solo vuelven en 













Si les otorga funciones
jurisdiccionales
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No sabe/ No responde.
 
Pregunta 03.- ¿CONOCE SI LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y OTRAS NORMAS LE 
OTORGA FUNCIONES JURISDICCIONALES A LAS RONDAS CAMPESINAS? 
 
Grafico 4: Reconocimiento Constitucional de las Rondas 
 











                   Fuente: Encuesta Realizada 
Interpretación:  como se puede observar del grafico 114 personas de la población encuestada sabe 
que la constitución protege a las rondas y les otorga funciones dentro de su territorio, 3 señalan que 
no les otorga y 3 personas dicen desconocer si la constitución les otorga funciones jurisdiccionales.   
Comentario   
  Que en cuanto a la presente pregunta y como se ha hecho con toda la encuesta se le 
ha explicado a la población sobre el contenido de la pregunta y el significado en términos comunes 
o coloquiales a fin de que puedan responder objetivamente, es así que el 95% tiene conocimiento 
que la Constitución los protege y reconoce sus costumbres y que pueden juzgar a las personas que 
cometen delitos en sus pueblos, en este punto solo las autoridades que se encuestaron señalaron 
conocer que dicha facultad se encuentra regulada en el Art. 149, y que por tanto podían actuar sin 
intervención de la policía o de cualquier otro miembro de la justicia ordinaria y que podían juzgar 
bajo sus propias costumbres. Ante ello se debe señalar que la Función Jurisdiccional conforme lo 
ha señalado  CABANELLAS, (2014) “es el poder- deber del estado político moderno, emanado de 
su soberanía, para dirimir, mediante organismos adecuados, los conflictos de intereses que se 
susciten entre los particulares y entre éstos y el estado, con la finalidad de proteger el orden 
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jurídico” dicho de otra manera el Estado en estricto uso de sus facultades a delegado parte de sus 
funciones de administración de justicia sobre determinados asuntos a entidades distintas a el Poder 
Judicial, como por ejemplo, el fuero militar, de procesos electorales y en el presente caso a las 
rondas campesinas dentro del ámbito de su territorio, en el caso de las Rondas en el artículo 149 de 
la Constitución Política del Perú se ha establecido que la Función Jurisdiccional puede ser asumida 
por las rondas campesinas dentro de su territorio y con utilización de su normativa interna 
denominada derecho consuetudinario que no es más que las costumbres y tradiciones de un 
determinado pueblo; sin embargo resulta pertinente señalar que existe una indebida interpretación 
de dicho artículo, pues los Ronderos que conforme a este artículo pueden actuar frente a cualquier 
acto que consideren que perturbe la seguridad, sin límites y consecuencia penal alguna, ello se debe 
principalmente a que el artículo en cuestión no ha sido desarrollado con ley alguna que pueda 
señalar cual es el ámbito específico y en qué temas podrían actuar las rondas campesinas, dejando 
a la intemperie la interpretación del mismo, estableciendo como limite el respeto de los derechos 
fundamentales, tal como ha señalado CALDERON, (2015)  quien a manera de conclusión 
menciona que la Constitución en el art. 149, pese al tiempo transcurrido no se ha logrado desarrollar 
este artículo dejando en el limbo a las Rondas Campesinas, si bien esta se rige por sus normas 
consuetudinarias, es también cierto que el reconocimiento de los mismo se da por el derecho formal, 
en tal sentido se debe buscar desarrollar el apoyo legal a las Rondas pero si intervenir propiamente 
en su conformación y desempeño. Asimismo en cuanto a otra normativa señalan conocer que existe 
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vulnerables
No.
Pregunta 04.- ¿CREE UD QUE LOS RONDEROS EN INTERVENCIONES DELICTIVAS 
DEBERIAN TRATAR DE MANERA DISTINTA A LOS MENORES DE EDAD QUE A 
LOS MAYORES DE EDAD? 
 
Grafico 5: Intervención de las Rondas 
 












Fuente: Encuesta Realizada 
Interpretación: Como se muestra en el grafico 85 personas consideran que los menores deberían 
de ser tratados de la misma forma durante una intervención por parte de las rondas y solo 
35considera que debería tratarse de manera distinta por que los menores son más vulnerables.  
Comentario   
  La presente pregunta se hizo con la finalidad de determinar si en caso de la 
intervención de un menor de edad por parte de las rondas campesinas y que a este se le sindicara 
de haber cometido una infracción, debería ser tratado de la misma manera como se sanciona a un 
adulto o no, un 85 % considera que se debe sancionar de la misma manera, muchos de ellos 
consideran que un menor de edad ya se encuentra en la capacidad de diferenciar las conductas que 
son buenas o malas, por lo que corresponde aplicarles la misma sanción que a un adulto, que si bien 
es cierto un 35% de los encuestados ha señalado que deberían tratarse de manera distinta es 
pertinente señalar que dichas respuestas fueron proporcionadas en su mayoría por las autoridades 
y que algunos cambiaron sus respuestas tratando de simular que se actuaba de una manera distinta, 
por lo que en ese sentido debemos concluir que existe un margen de error en cuanto a las personas 
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que respondieron que si, por que eran más vulnerables.  Por tanto se ha comprobado que las rondas 
campesinas en la Region Piura en un caso donde intervienen menores de edad no diferencian tanto 
en su procedimiento como en una posible sanción a los mayores de edad de los menores de edad, 
es decir el proceso es el mismo para ambos. MESIA RAMIREZ, (2010) señala que “El niño es un 
ser humano menor de dieciocho años de edad sujeto de derechos de protección especial, que 
requiere de asistencia y cuidados adecuados, necesarios y especiales para su desarrollo y bienestar, 
tanto antes como después del nacimiento y que este enfasis tuitivo se debe a su condición de 
debilidad manifiesta para llevar una vida totalmente independiente, de modo que, por la situación 
de fragilidad, inmadurez, e inexperiencia en que se encuentran los menores frente a los adultos”; 
del mismo modo el articulo 03, primer parrafo de la Convención de los Derechos del Niño y 
Adolescente señala “En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones 
públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 
órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del 
niño”. En ese sentido se puede ver que la convención ha establecido que existan diferencias en el 
tratamiento en la norma en cuanto a los niños, requiriendo a los órganos de justicia un trato especial. 
Por otro lado El Preámbulo de la Convención de los Derechos del niño ha señalado “el niño, por 
su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida 
protección legal, tanto antes como después del nacimiento".  En el Perú también se ha señalado en 
el fundamento 07 de la STC 01817-2009-PHC/TC de fecha 07 de octubre del 2009,  se tiene En 
buena cuenta, en virtud de este principio el niño tiene derecho a disfrutar de una atención y 
protección especial y a gozar de las oportunidades para desarrollarse de una manera saludable, 
integral y normal, en condiciones de libertad y de dignidad. Por ello, ningún acto legislativo puede 
desconocer los derechos de los niños ni prever medidas inadecuadas para garantizar su desarrollo 
integral y armónico, pues en virtud del artículo 4° de la Constitución, el bienestar (físico, psíquico, 
moral, intelectual, espiritual y social) del niño se erige como un objetivo constitucional que tiene 
que ser realizado por la sociedad, la comunidad, la familia y el Estado.  En toda cuanta normativa 
se ha señalado podemos precisar que en el derecho internacional como el peruano existe un 
tratamiento distinto de los menores de edad frente a los mayores en virtud, no solo de la edad sino 
de otros factores que lo hacen vulnerable y que por tal motivo necesita de una mayor protección. 
 
 En la Convención de los Derechos del Niño, Declaración de Ginebra de 1924 sobre los 
Derechos del Niño, la Declaración de los Derechos del Niño, Convención Americana sobre 
Derechos Humanos, etc.  han coincidido en que el niño, por su falta de madurez física y mental, 
necesita protección y cuidados especiales, en nuestro país el Art. 4 de la carta magna señala que los 
niños necesitan de un cuidado especial y protección por parte del estado, y que en el campo penal 
se ha desarrollado una normativa especial para ser juzgado, considerándole un infractor y no un 
delincuente, al cual se le ha otorgado una gama de especialistas que se encargan de analizar y apoyar 
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al menor de edad, asimismo en cuanto a las penas, estas son distintas a las aplicadas a los mayores 
de edad, y que buscan garantizar que el menor sea reinsertado a la sociedad y se garantice su 
desarrollo, se le reconoce los derechos fundamentales en todo su magnitud y además se ha 
establecido que estos no pueden ser vulnerados bajo ninguna condición o autoridad de ningún 
estado, en ese sentido se hace necesario en todo estado de derecho la creación de normas especiales 
que busquen garantizar los derechos fundamentales de los menores de edad y que estos no sean 
vulnerados, bajo ninguna circunstancia y por ninguna autoridad, desde luego ello comprende a las 
rondas campesinas, más aun si estas no cuentan, con los especialistas necesarios, la información y 
los conocimientos para la aplicación de un trato diferenciado a los menores de edad.  
 
 Es necesario en este capítulo señalar que durante la semana de las encuestas también se 
realizó la búsqueda de información sobre si las rondas campesinas de la región Piura tienen 
criterios establecidos para aplicar la función jurisdiccional en la intervención en asuntos 
delictivos en menores de edad, constatándose que no, las rondas campesinas reconocidas y 
amparadas por la constitución requieren para ejercer dicha función jurisdiccional ser reconocidas 
en el derecho ordinario, así la SUNARP mediante Directiva Nº 10-2013- SUNARP/SN ha señalado 
los diferentes requisitos que deben cumplir las comunidades campesinas y sus rondas, en ella se 
considera que se debe señalar un estatuto que a su vez ha definido como “ el documento que 
contiene reglas internas que determinan qué se debe o no hacer y cómo debe funcionar una 
Comunidad Campesina. Las Comunidades Campesinas tienen plena libertad y autonomía para 
adoptar las reglas o normas internas que consideren pertinentes para el mejor desarrollo de sus fines 
e intereses”, en ello está incluida las rondas campesinas quienes contemplan en el estatuto como 
ejercen su derecho consuetudinario, como vuelve a señalar la SUNARP el estatuto refleja las 
costumbres, tradiciones (mitos, leyendas, que son parte de sus cosmovisiones) y prácticas culturales 
de la Comunidad Campesina que lo presenta, teniendo siempre en cuenta lo que señala la 
Constitución y las leyes. De lo antes señalado, podemos concluir que para saber si en las rondas 
campesinas existen criterios para la aplicación de la función jurisdiccional en la intervención en 
asuntos delictivos en menores de edad se debe recurrir a su estatuto, por lo que se ha recurrido a 
revisar los estatutos de las principales comunidades como es la Comunidad de Quispampa en 
Huancabamba, la comunidad Juan Velasco Alvarado de Morropón ( en el caso de Ayabaca no se 
pudo hacer la consulta debido a que los Ronderos no se mostraron colaboradores), Sin embargo, 
siendo la comunidad de Quispampa una de las comunidades más antiguas, todas las demás 
comunidades han imitado el estatuto (conforme nos señaló el actual presidente de dicha comunidad 
Sr. Margarito Guevara Guerrero), por lo que al revisar ambos estatutos se comprobó que si bien 
existe el procedimiento para sancionar a las personas que delinquen, aunque de manera general, no 
















conforme al codigo penal
lo que no existen criterios establecidos para aplicar la función jurisdiccional en la intervención 
en asuntos delictivos en menores de edad. 
Pregunta 05.- SI LOS RONDEROS INTERVIENEN Y RETIENEN A UN MENOR DE EDAD 
POR LA COMISIÓN DE ALGÙN PRESUNTO DELITO EN SU COMUNIDAD; UD. 
CONSIDERA 
Grafico 6: Intervención 
 
 












Interpretación: Como se muestra del grafico se tiene que 28 personas consideran que si se 
interviene a un menor por parte de la rondas se vulneraria los derecho fundamentales, 86 personas 
consideran que no se vulnera ningún derecho y 6 personas creen que dichos menores están exentos 
de responsabilidad penal.  
Comentario   
Que conforme se ha señalado en el comentario anterior, al no existir un trato diferenciado entre los 
menores de edad y los mayores de edad en la intervención en asuntos delictivos en menores de edad 
por parte de las rondas campesinas de Piura, se puede prever que por tanto un 72% de la población 
encuestada considere que en la intervención de un menor no se vulnera los derechos fundamentales, 
debiendo agregar que en este caso también existiría un margen de erros en cuanto a las personas 
que señalaron que si se vulneran los derechos, ya que como hemos dicho las autoridades 
encuestadas tendieron a cambiar sus respuestas, y solo un 5% considera que dichos menores están 
exentos de responsabilidad penal, que es de tener en cuenta que la población mayoritaria que 










que consideran que los menores son capaces de desarrollar trabajos como todos y entender la 
diferencia entre actuar de manera correcta y cometer un delito, y agregan que de esa manera se 
formara a un poblador recto que respete su comunidad.   
Pregunta 06.- ¿HA PRESENCIADO O PARTICIPADO EN ALGUNA INTERVENCION DE 
UN MENOR DE EDAD EN ASUNTOS DELICTIVOS? 
 
Grafico 7: intervención o Participación 
 
 











Interpretación: Como se observa del grafico 98 de las personas encuestadas ha presenciado o 
participado en alguna intervención de los menores de edad y 22 personas no han presenciado dicho 
hechos.  
Comentario   
  Corresponde señalar que a los encuestados se les hizo la consulta de la frecuencia 
con que se desarrollan asuntos delictivos por menores de edad en sus localidades, señalando que 
no era muy frecuente, pero que si se daba de manera regular y esto se debe principalmente a que se 
ha infundido el temor en los menores de edad a que de cometer alguna infracción en su localidad 
pueden ser severamente castigados por las rondas campesinas, si bien esto contribuye a la 
disminución de la delincuencia, en otras conductas permitidas por la ley, pero contrarias a las 
costumbres de su localidad se ven disminuidas o hasta mermadas, lo que no es aceptable en un 
estado de derecho, los pobladores no deben actuar por miedo, así un 82 % de la población 
encuestada ha presenciado o participado en la intervención de un menor cuando éste había cometido 
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Pregunta 07.-   DE SER AFIRMATIVA SU REPUESTA. ¿COMO SE ACTUO? 
 
Grafico 8: Actuación de las Rondas 
 











Interpretación Como se puede observar del grafico de las personas que respondieron que si a la 
pregunta de si habían presenciado o participado en la intervención de un menor 77 señalan que 
fueron castigados por las rondas campesinas y 21 personas señalaron que fueron entregados a la 
justicia ordinaria para ser juzgados.  
Comentario   
   Del 82% de la población que señalo que ha presenciado o participado en la 
intervención por parte de las rondas campesinas a un menor de edad cuando este ha cometido un 
delito en su comunidad se le pregunto cómo actuaron las rondas campesinas, siendo que el 79 % 
considero que se castigó a los menores de edad conforme a sus costumbres y tradiciones eso quiere 
decir que dicho menores tuvieron cualquiera de las siguientes sanciones: ejercicios físicos, 
latigazos, trabajo forzado entre otros dependiendo de la gravedad, además de devolver lo hurtado 
y en los casos más graves o donde han participado más de dos personas  se contempla también la 
cadena ronderil, que es una suerte de obligada y diaria participación en sucesivas rondas de la 
Jurisdiccional comunal, es decir entre los caseríos que se encuentra incluidos en determinada 
comunidad donde se le aplicara cualquiera de los castigos antes mencionados y en cada caserío que 
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solo un 21 % señalo que se fueron entregados a la Policía Nacional, pero se debe dejar en claro que 
en estos casos se dio por que tenían cerca una comisaria o estaban cerca de la capital de un distrito.  
Pregunta 08.- ¿CREE USTED QUE LAS RONDAS CAMPESINAS NECESITAN MAYOR 
CAPACITACIÒN Y PROTECCION POR PARTE DE LA JUSTICIA FORMAL? 
 
Grafico 9: Capacitación y Protección 
 











Interpretación: Como se puede observar del grafico 106 personas señalan que las rondas 
campesinas necesitan más capacitación y protección de la justicia ordinaria y solo 14 personas 
consideran que no, porque las rondas tienen sus propias normas.  
Comentario   
  La ciudad de Huancabamba se encuentra localizada a 214.8 kilómetros de Piura 
Capital, a su vez Ayabaca se encuentra a 205. 7 Kilómetros y por ultimo Morropón a 62.9 kilómetros, 
y debemos considerar que dichas distancias solo con tomadas con referencia a las ciudades capitales 
de las provincias, debiendo considerar que estas se encuentran al lado norte de la región Piura 
conformando la serranía, y que a su vez contiene distritos y caseríos que se encuentran más alejados; 
las vías de comunicación constituyen la columna vertebral para lograr el desarrollo de los pueblos 
más apartados de la región. Además generan su dinamismo económico y logran la interconexión de 
las provincias, distritos, caseríos y centros poblados de la región para tener un fluido intercambio 
comercial, tener acceso a los centros de empleo, así como a los servicios médicos y sociales, y sobre 
todo el acceso a la justicia ordinaria, justo por el hecho de que no existe conexión en la comunicación 
es que las rondas han encontrado énfasis en sus centros poblados como un alternativa de solución de 
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conflictos  a ello resulta agregar que conforme al censo del 2017 la mayor tasa de analfabetismo se 
encuentra en las provincias de Ayabaca, Huancabamba y Morropón. 
  (RUIZ ROSALES, 2018) señala que “junto a la informalidad y otros problemas 
estructurales, uno de los grandes obstáculos es la carencia de un sistema integrado de gestión de la 
información delictiva para el diseño, monitoreo y evaluación de políticas públicas. Lo que dificulta 
el análisis del problema y la toma de decisiones por parte del Estado. Por ello el esfuerzo poco 
articulado de los Ministerios (Público e Interior), del conjunto del sistema de justicia, de 
municipalidades, gobiernos regionales y ONG, resultan poco exitosos.  
  A ello se debe agregar la poca existencia de jueces, la sobrecarga procesal y la 
corrupción han hecho que las zonas más alejadas de Piura vean la poca o nula presencia del estado y 
por tal del sistema de justicia ordinario, aunado a ello la pobreza ha hecho que la mayor parte de la 
población no haya estudiado, y no puede instruirse de otra manera o viajar a las ciudades capitales, 
Otra problema es que no existen vías de comunicación como carreteras, redes u otras haciendo 
imposible la presencia del estado o en el caso, de los profesionales del derecho para que brinden 
información coherente o viable a dichas zonas. Así se tiene que un 88% de la población encestada 
considera necesario e urgente que las rondas campesinas sean capacitadas no solo en sus derechos 
sino en sus deberes, ya que muchos de ellos actúan con el poco conocimiento que han obtenido 
vulnerando muchos derechos por falta de conocimiento. 
   En ese sentido es necesario reducir la pobreza, a través de la educación y la 
ampliación de vías de comunicación ya sean mediante la creación de carreteras, uso de redes 
eléctricas y otras, además se debe brindar mayor capacitación a las rondas campesinas debiendo 
brindar un mensaje claro sobre sus derechos, pero también sobre sus deberes y limites en la actuación 
dentro de su territorio en cuanto a la función jurisdiccional y la protección de las comunidades 
campesinas, comunidades nativas y rondas, debiendo establecer lazos de cooperación conjunta entre 
la justicia ordinaria y la justicia comunal.  
  Por ultimo resulta pertinente señalar que muchos de los entrevistados en un primer 
momento se negaron a brindar apoyo para la encuesta debido a que existe u temor frente a sus 
autoridades, quienes nos señalaron que muchas veces son coaccionados y sancionados por sus 
autoridades cuando estos manifiestan una postura distinta a la suya o pretende hacer valer sus 
derechos conforme a ley, a modo de reflexión nos mencionaron que la ley protege a las rondas 
campesinas, pero quien protege a los campesino de las rondas. Ya que muchas de sus autoridades los 







3.2. CASO REAL  
 Lugar de los hechos: Comunidad de Quispampa, localizada en el centro poblado de Juzgara, 
distrito y provincia de Huancabamba. 
Presidente de la comunidad: Margarito Guevara Guerrero  
Hechos: Que el día 23 de marzo del 2018, los dirigentes de las rondas campesinas de la 
Comunidad de Quispampa procedieron a detener en el caserío de Juzgara a Edi Choquehuanca 
Guerrero (19), Esaul García Carillo (18), Alexander Choquehuanca Guerrero (18) Apolinario 
Chinguel Guerrero (22) Paul Carrasco Bermeo (14) Donald Carrasco Huamán, que a los primeros 
mayores de edad se les acusaba de haber robado una moto taxi hacia dos meses atrás, a los 
menores se les acusaba de haber robado animales menores de propiedad de su hermana (cuyes y 
gallinas) con una anterioridad de casi tres meses, siendo que en ambos casos solo existía la 
declaración de los denunciantes, que en ese momento se interrogo a los intervenidos por la 
acusación que se les hizo quienes reconocieron los hechos, siendo que en el caso de los menores 
estos reconocieron su delito, pero alegaron que su hermana los persono, ya que le devolvieron los 
bienes mediante trabajo, versión que fue corroborada por la hermana y además ella retiro la 
denuncia alegando que ya se había resuelto en el ámbito familiar. Reunida sola la dirigencia de la 
comunidad y la ronda central acordaron sancionar a todos los intervenidos con la cadena ronderil 
por 20 caseríos pertenecientes a dicha comunidad.  
Análisis desde su mismo derecho consuetudinario: 
Conforme a su estatuto, una vez recabada la denuncia por parte del poblador se debe recabar las 
pruebas con la finalidad de comprobar la veracidad de la denuncia, una vez recabada se debe 
convocar a Asamblea con la finalidad de que el presidente de ronda presente su informe, luego 
de ello se pase a orden del día y a su posterior debate, una vez realizado dicho debate la asamblea 
decide si se considera culpable o no y de serlo que sanción se aplica. En tal sentido se tiene que 
los dirigentes vulneraron los derechos de dichas personas, pues nunca se llamó a los padres de los 
menores (costumbre común, según dirigentes de otras rondas cuando hay un menor), no se 
convocó a una asamblea, conforme al estatuto, aplicándose una sanción desproporcionada y no 
acorde a las costumbres, es así que podemos mencionar que en el presente caso ha existido una 
grave vulneración de los derechos de los menores de edad, más aun si estos reconocieron haber 
cometido el delito, pero resarcido el daño dato que fue corroborado por su hermana, quien además 
retiro la denuncia, fueron sancionados con una medida desproporcionada y aplicada de igual 
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manera que a los mayores de edad, sancionados a cadena ronderil por 20 caseríos, es de resaltar 
que en algunos de ellos no se les castigo y uno de ellos no acepto a los menores por que estaba de 
acuerdo con la forma en que se realizó el procedimiento de sanción; sin embargo ello no quita a 
que de forma clara y coherente se ve que se vulnero los derechos de los menores de edad.  
3.3.  PROBANZA JURÍDICO SOCIAL  
  La presente investigación se justificó en determinar si se vulneraba los derechos 
fundamentales de los menores de edad en la intervención en asuntos delictivos durante la 
aplicación de la Función Jurisdiccional por las rondas campesinas de la Región Piura, Después 
de haber desarrollado los capítulos precedentes, en el presente capítulo se analizará y se 
demostrará la hipótesis de la investigación:  
3.3.1. Se vulnera los derechos fundamentales de los menores de edad en la intervención en 
asuntos delictivos durante la aplicación de la Función Jurisdiccional por las Rondas 
Campesinas de Piura 
  Corresponde señalar que nuestro campo de estudio se ha localizado en el 
departamento de Piura, específicamente en las provincias de Ayabaca, Huancabamba y Morropón 
que forman la parte andina de la región y por tanto debido a la distancia de las ciudades capitales, 
determinados grupos de campesinos desde la década de los años 70 y a imitación de zonas como 
Cajamarca empiezan a constituirse en grupos pequeños con la finalidad de cuidarse de los abigeos 
(hurto o robo de ganado), denominándose Rondas campesinas, que a través del tiempo y debido 
a la distancia, la eficacia de la justicia ordinaria ha ido tomando mayor vigencia hasta convertirse 
en un grupo constituido y reconocido por el derecho positivo llegando hasta su reconocimiento 
constitucional y otorgándoseles el uso de sus costumbres y tradiciones  como medio regulatorio 
de conductas que se consideran contrarias a su comunidad, siendo capaces de actuar como un 
medio sancionador dentro de su territorio, llamado Función jurisdiccional y establecido en el 
Artículo 149 de la Constitución Política del Perú. 
 
  En ese sentido en la aplicación de la Función Jurisdiccional por parte de las rondas 
campesinas en Huancabamba, Ayabaca y Morropón durante los último años ha visto la 
disminución de la delincuencia en su ámbito de competencia, debido a que los castigos suelen ir 
desde ejercicio físico hasta daño físico con garrote, si bien resulta pertinente señalar que la 
seguridad ha mejorado, como en todo país de derecho se debe garantizar un juicio justo con el 
debido proceso, con el respeto de las garantías que le asisten a toda persona, y más aún se han 
establecido mecanismo especiales para el trato y juzgamiento de los niños, es así que nuestro tema 
de estudio del presente trabajo intenta determinar si se cumple estándares mínimos de cuidado, 
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protección y trato especial en las sanciones que se dieron por parte de las rondas a los menores de 
edad.  
 
  Entiéndase como menores de edad según MESIA RAMIREZ, (2010) señala que “El 
niño es un ser humano menor de dieciocho años de edad sujeto de derechos de protección 
especial” del mismo modo la Convención de los Niños y Adolescentes en su artículo 1 define 
que se entiende por niño todo ser humano menor de dieciocho años de edad, salvo que, en virtud 
de la ley que le sea aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad. 
 
   En ese sentido y considerado a nuestro tema de estudio se realizó un estudio social 
a través de encuestas a pobladores rurales que forman parte de las rondas campesinas de la 
región Piura con la finalidad de saber cuál es la actuación de las rondas campesinas frente a los 
menores de edad que cometen infracciones.  En ese sentido frente a la pregunta si en una 
intervención a un menor de edad que ha cometido una infracción se le debe tratar de manera 
distinta a un adulto a la hora de ser sancionado, un 71 % de los Ronderos considera que no, que 
se debe tratar igual manera. Sin embargo, se debe tomar en cuenta que en el Preámbulo de la 
Convención de los Derechos del niño ha señalado “el niño, por su falta de madurez física y 
mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la debida protección legal, tanto antes 
como después del nacimiento". Debemos entender que los menores de edad son sujetos de 
derecho en igualdad de condiciones que los adultos, pero además necesitan de protección 
especial por su edad, de la misma manera la Declaración de los Derechos del Niño, señala que 
“el niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, 
incluso la debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento” y por ultimo el 
articulo 04 de la Constitución Politica del Peru reconoce que la “Comunidad y el estado protegen 
especialmente al niño” de ello podemos concluir que los menores de edad deben tener un 
tratamiento especial en la aplicación de sanciones por lo tanto durante una intervencion por parte 
de las rondas campesinas se debe tratar de manera distinta a los mayores de edad y a los menores, 
en este punto las rondas han vulneran los derechos del niño.  
 
  Así las rondas campesinas materia de estudio consideran en un 72 % que la 
intervención de un menor de edad que presuntamente habría cometido un delito no vulnera los 
derechos fundamentales (entendidos estos como señala, LA DEFENSORIA DEL PUEBLO, 
(2004): la dignidad de la persona humana, el reconocimiento de la vida y la integridad física y 
la libertad personal) así al análisis del caso real del que se ha hablado en líneas precedentes, 
podemos ver que no se ha tomado en cuenta el derecho de defensa, debido procedimiento y la 
presunción de inocencia, así las rondas en aplicación de la función jurisdiccional no toma en 
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cuenta la edad de los menores para aplicar el derecho consuetudinario y es de ver que además 
la población rural lo considera como un acto normal, conforme a la respuesta de la encuesta.  
 
  En el Código de los Niños y Adolescentes se ha desarrollado un capítulo especial 
referente a los menores infractores, desde allí es de ver, que existe un procedimiento especial 
dedicado a los menores de edad que cometen infracciones penales, ALVARADO REYES, 
(2016) menciona que a parte de los organos juzgadores comunes en los casos de los niños es 
necesario contar con Órganos auxiliares  que presten apoyo al Ministerio Publico o al Juez para 
tratar de conocer la personalidad, condiciones familiares y sociales del infractor con la finalidad 
de adoptar medidas con respeto al Interés Superior del Niño (Equipo Multidisciplinario, Policía 
Especializada, Servicio Médico Legal, etc.). Así vemos que en el derecho positivo existe toda 
una gama de especialistas que buscan garantizar que el niño sea tratado de manera especial con 
protección a sus derechos fundamentales.  Sin embargo como se ha visto en las rondas no existe 
órganos de apoyo auxiliares, reduciéndose solo al menor que infractor y a los juzgadores, es 
más el menor ni siquiera tiene una persona que lo defienda de la conducta de la que se le acusa, 
por lo que durante el procedimiento de sanción que realiza la ronda se vulneran los derechos de 
los menores de edad.  
 
  Por ultimo de la población encuestada un 71% señaló que cuando se interviene a los 
menores de edad estos terminan siendo sancionados por las rondas campesinas en uso de su 
derecho consuetudinario, que las sanciones  con castigos que van desde ejercicios físicos, hasta 
golpes de garrote y la máxima sanción que es la cadena ronderil donde los menores de edad serán 
rotados por un determinado número de caseríos, en donde dependiendo de dichas autoridades 
podrán seguir siendo castigados, convirtiéndose en una secuencia consecutiva de agresiones que 
muchas veces puede durar semanas o meses, resultando los menores con lesiones. En una 
comparación con el derecho positivo podemos ver que GARCIA HUAYAMA, (2016) menciona 
que existen otras medidas sancionatorias que se le aplican a los menores de edad así señala: 
Sanciones Socioeducativas: amonestación, libertad asistida, prestación de servicios a la 
comunidad, reparación directa a la víctima. Mandatos y Prohibiciones: fijar lugar de residencia 
determinado, no frecuentar determinadas personas. Etc.  Y solo ante la gravedad de los hechos 
las sanciones privativas de libertad: internación domiciliaria¸ Libertad restringida, Internación. 
Así podemos ver que las rondas campesinas no cumplen con lo señalado el articulo 03, primer 
parrafo de la Convención de los Derechos del Niño y Adolescente señala “En todas las medidas 
concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los 
tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración 
primordial a que se atenderá será el interés superior del niño”. Conforme a su actuar las rondas 
campesinas están vulnerando la dignidad de la persona humana, entendida como fuente de respeto 
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a su vida a su integridad y libertad, también el debido proceso, cuando los menores son 
sancionados no existe un respeto a su integridad física ya que les causan lesiones, siendo las 
sanciones desproporcionadas e ilegales y también se ve privada de su libertad personal, y muchas 
veces se ve restringida ya que ni si quiera se pone en conocimiento de los padres, Por ultimo 
corresponde señalar que no existen criterios para el procedimiento y aplicación de sanciones en 
los menores de edad, ya que de la revisión de los estatutos de las diferentes comunidades 
campesinas, existe un único procedimiento para las personas que delinquen siendo este aplicado 
al total de la población rural.  
 
  Por ultimo resulta pertinente señalar lo contemplado En el fundamento 07 de la STC 
01817-2009-PHC/TC de fecha 07 de octubre del 2009,  se tiene En buena cuenta, en virtud de 
este principio el niño tiene derecho a disfrutar de una atención y protección especial y a gozar 
de las oportunidades para desarrollarse de una manera saludable, integral y normal, en 
condiciones de libertad y de dignidad. Por ello, ningún acto legislativo puede desconocer los 
derechos de los niños ni prever medidas inadecuadas para garantizar su desarrollo integral 
y armónico, pues en virtud del artículo 4° de la Constitución, el bienestar (físico, psíquico, 
moral, intelectual, espiritual y social) del niño se erige como un objetivo constitucional que 
tiene que ser realizado por la sociedad, la comunidad, la familia y el Estado.  
 
  Y continua señalando el Tribunal en la STC 7009-2013-PHC-TC publicada el 14 de 
agosto del 2018 en su fundamento 10 respecto a la función jurisdiccional de la rondas 
campesinas que la “Garantía incuestionable que tal variante jurisdiccional supone, constituye 
la autonomía en su ejercicio, entendida esta última como una capacidad para auto 
desenvolverse con sujeción a sus propias reglas, establecidas a partir de las propias 
consideraciones materiales de lo que representa el multiculturalismo aceptado per se como 
uno de los contenidos de nuestra Constitución”.    
 
  Debemos así dejar en claro que los niños tienen derecho a una protección especial, 
y nadie debe promover medidas inadecuadas, asimismo si bien las rondas campesinas tienen 
derecho a desenvolverse con sujeción a sus propias normas estas tienen límites conforme a la 
constitución y que son de obligatorio cumplimiento conforme sigue señalando en su fundamento 
1312 “La invocación al respeto de los derechos fundamentales por parte de la jurisdicción 
comunal, no es ni representa sin embargo, un simple desiderátum carente de contenido 
objetivo o sujeto a la libre discrecionalidad de quien pone en práctica el ejercicio de la 
consabida facultad. Si se ha dicho en innumerables ocasiones que la Constitución y su 
                                                             
12 STC 7009-2013-PHC-TC publicada el 14 de agosto del 2018 
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catálogo de derechos vinculan tanto al Estado como a quienes integran la sociedad, es 
indiscutible que no pueden existir ámbitos a donde pueda predicarse exenciones al orden 
constitucional y sobre todo, excepciones a la eficacia de los mandatos a favor de la persona 
humana y el respeto de su dignidad”. Por lo que podemos decir que las rondas campesinas no 
deben vulnerar de ninguna manera lo derechos de los niños y ello no implica vulnerar la 
autonomía de las rondas campesinas. 
  De lo expuesto anteriormente se concluye que se ha comprobado que existe 
vulneración de los derechos fundamentales de los menores de edad en la intervención en asuntos 
delictivos por las Rondas Campesinas de Piura toda vez que no existen criterios establecidos 
para la aplicación de la Función Jurisdiccional.  
 
3.3.2. La falta de criterios que tienen en cuenta las rondas campesinas de la región Piura 
para aplicar la función jurisdiccional en la intervención en asuntos delictivos en menores de 
edad debido a la distancia con las sedes de justicia del derecho formal y por falta de 
conocimientos y capacitación. 
  De la revisión de la normativa fundamental del reconocimiento de las rondas 
campesinas, llámese Art. 149 de la Constitución Política del Perú, Ley Nº 27908 y Decreto 
Supremo 025-2003-JUS (Reglamento de la ley de Rondas Campesinas), solo en el artículo 12 del 
referido reglamento Inc. J se ha señalado que entre las funciones de las Rondas Campesinas se 
debe “Promover el ejercicio de los derechos y la participación equitativa de la mujer en todo 
nivel; tener consideración especial a los derechos del niño y del adolescente, de las personas 
discapacitadas y de los adultos mayores. Siendo el único antecedente en cuanto a protección de 
los menores se ha señalado en el actuar de las rondas campesinas, sin que existe mayor desarrollo 
y que recae en el mismo problema contemplado en el art. 149 de la constitución como señala el 
Tribunal Constitucional en el fundamento 06 de STC 7009-2013-PHC-TC publicada el 14 de 
agosto del 2018 “Aun cuando en la jurisprudencia de este Tribunal tenemos algunos 
pronunciamientos que hacen referencia expresa al contenido del artículo 149 de la Constitución 
(Cfr. entre otros, STC 01126-2011-PHC/TC), no existe en rigor, un desarrollo analítico del tema, 
pues el sólo hecho de aceptar descriptivamente que "Las autoridades de las Comunidades 
Campesinas y Nativas, con el apoyo de las Rondas Campesinas, pueden ejercer las funciones 
jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario, 
siempre que no violen los derechos fundamentales de la persona", no dice en realidad mucho (en 
realidad casi nada), si no se precisan varias cosas, en principio, esenciales”. Así podemos 
señalar que en el derecho positivo no se ha establecido pautas concretas concernientes a la 
actuación de las rondas en los menores de edad, 
  Del mismo modo en el derecho consuetudinario de las rondas campesinas que se 
encuentra plasmado en los estatutos no se ha contemplado supuesto alguno referente al 
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tratamiento que se le debe dar a un menor que haya cometido un supuesto delito y por la cual sea 
intervenido y sancionado por las rondas campesinas, por lo que a mérito de la presente encuesta 
se ha probado que tienen el mismo tratamiento que los mayores de edad. En tal sentido no existe 
criterio alguno establecido para que las rondas campesinas de la región Piura puedan aplicar la 
función jurisdiccional de los menores de edad que cometen algún delito.  
  En la última pregunta de nuestra encuesta estuvo destinada a averiguar si las rondas 
campesinas necesitan mayor capacitación y protección por parte de la justicia formal, obteniendo 
que el 88% de la población encuestada considera que las rondas necesitan mayor capacitación, 
para actuar. Hasta ese momento la solución resulta fácil; sin embargo el problema se presenta por 
la distancia de las zonas rurales donde se encuentra localizadas las sedes de las rondas que distan 
mucho de donde se encuentran las sedes del derecho positivo (Poder Judicial, Ministerio Publico. 
Defensoría del Pueblo, etc.) Así las vías de comunicación se constituyen en la columna vertebral 
para lograr el desarrollo de los pueblos más apartados de la región, a ello se debe sumar que en 
las provincias de Ayabaca, Huancabamba y Morropón se concentra la mayor tasa de 
analfabetismo de la región Piura, según el último censo del 2017, y donde además, se concentra 
la mayor tasa de pobreza, estos problemas, juntos ocasionan, que no haya capacitación a las 
rondas campesinas, y si estas se dan en la capital de la región, la población no concurra debido a 
la distancia y a la pobreza. A ello se debe sumar lo señalado en el fundamento 30 del voto singular 
de la Magistrada del Tribunal Constitucional Ledesma Narváez en STC 7009-2013-PHC-TC“Y, 
si bien, a partir del mandato constitucional se han impulsado diversos instrumentos legislativos 
que han reconocido que las comunidades campesinas y nativas cuentan con la facultad de 
resolver conflictos, es de mencionar que ellas se han limitado a un listado de materias, sin 
pronunciarse sobre la coordinación jurisdiccional. La propia Ley Orgánica del Poder Judicial 
(LOPJ) tampoco establece disposiciones referentes a la coordinación con la jurisdicción 
especial”. Por ultimo resulta pertinente señalar que por el lado de los Juzgados, Ministerio 
Publico y otras entidades, resulta difícil, también, realizar capacitaciones, debido a la sobrecarga 
procesal con la que cuentan y el poco personal, además de carecer de recursos destinados a realizar 
las labores de capacitación. 
  En ese sentido las rondas campesinas de la región Piura no tienen criterios 
establecidos para aplicar la función jurisdiccional en menores de edad debido a la distancia con 
las sedes de justicia del derecho formal y por falta de conocimientos y capacitación. 
 
  A manera de Conclusión el Tribunal Constitucional en el Recurso de Habeas Corpus 
interpuesto Jorge Payaba Cacique en su calidad de Presidente de la Comunidad Nativa Tres Islas 
a favor de don Juan Villar Vargas y don Herbert Cusurichi Payaba contra la Sala Penal 
Liquidadora Transitoria-Sede Tambopata, la Fiscalía Superior Mixta de Madre de Dios y la 
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Policía Nacional del Perú-Jefe del Departamento de Apoyo a la justicia, solicitando la tutela del 
derecho a la libertad personal de los beneficiarios así como el respeto de la autonomía 
jurisdiccional de la comunidad nativa a la que pertenecen, en el proceso que se le seguía a los 
investigados por delito de violación de la indemnidad sexual en agravio de dos menores de edad 
y que recae en la STC 7009-2013-PHC-TC en su fundamento 39 “Desde la perspectiva de los 
criterios que anteriormente se ha expuesto y de manera totalmente independientemente a la 
veracidad o no de los hechos investigados, queda claro que vistos los mismos en abstracto y por 
su naturaleza, de ninguna manera son pasibles de ser conocidos en el fuero comunal, pues tal 
clase delitos no solo repercuten sobre el contenido de derechos fundamentales esenciales sino 
que comprometen a personas de condición especial como son sin duda, los menores de edad. 
Nada de lo que pueda decirse en torno de los hechos sometidos a investigación enerva en lo 
absoluto la facultad de la justicia ordinaria para avocarse al conocimiento de tales hechos, ni 
siquiera la alegada asunción de competencias por parte de la justicia comunal(…) Que si bien 
debemos señalar que en presente caso los agraviados resultan ser los menores, resulta pertinente 
tomar en consideración estos y los anteriores fundamentos que se han señalado en el presente 
trabajo concerniente a esta sentencia, ya que versa sobre la competencia de las rondas en los casos 
que incluya a los menores de edad dejando establecido: "queda claro que por ejemplo, no podrían 
ser materia de conocimiento en el ámbito de la justicia comunal, todos aquellos delitos que 
recaigan sobre derechos fundamentales como la vida, la salud, la integridad física, psíquica y 
moral, la libertad, entre otros o que puedan afectar de alguna forma los intereses de aquellas 
personas ubicadas en condición especial y/o sensible como los niños, los adolescentes, las 
mujeres en estado de embarazo, los ancianos, etc."13 
 
  En ese sentido, se hace necesaria una protección particular y especial a los menores 
de edad de las provincias de Huancabamba, Ayabaca y Morropón ante cualquier uso y costumbre 
de la rondas campesinas que ameriten la intervención del estado, que si bien las rondas 
campesinas necesitan ser reconocidas y escuchadas, también requieren están pendientes, atentas 
y ser capaces de aceptar aquellos cambios que puedan mejorar la calidad de convivencia y el 
respeto a los derechos fundamentales de los menores de edad. Siendo además necesario regular 
el ámbito de aplicación de la función jurisdiccional de las rondas campesinas, pudiendo tomar en 
cuenta lo establecido en la Ley de Deslinde Jurisdiccional, Bolivia Capítulo II. Derechos 
Fundamentales y Garantías Constitucionales Artículo 5. Respeto a los derechos fundamentales y 
garantías constitucionales: IV. Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente, 
prohíben y sancionan toda forma de violencia contra niñas, niños, adolescentes y mujeres. Es 
ilegal cualquier conciliación respecto de este tema. 
                                                             





PRIMERA: Se ha comprobado que existe vulneración de los derechos fundamentales de los 
menores de edad en la intervención en asuntos delictivos por las Rondas Campesinas de Piura 
toda vez que no existen criterios establecidos dentro de su derecho consuetudinario para la 
aplicación de la Función Jurisdiccional contemplada en el Artículo 149 de la Constitución Política 
del Perú.  
 
SEGUNDA: Las rondas campesinas de la región Piura no tienen criterios establecidos dentro de 
su derecho consuetudinario para aplicar la función jurisdiccional en menores de edad debido a la 
distancia con las sedes de justicia del derecho formal y por falta de conocimientos y capacitación. 
TERCERA: Los menores de edad son sujetos de derechos, en igualdad de condiciones que los 
adultos; sin embargo, en razón de su falta de madurez física y mental, requieren una mayor 
protección y cuidados especiales, incluso la debida protección legal por parte de todas las 
autoridades jurisdiccionales que puedan existir en un país, sin excepciones.  
CUARTA: Las rondas campesinas pueden actuar dentro de su territorio aplicando la Función 
jurisdiccional, pero no podrán ser materia de conocimiento en su ámbito todos aquellos delitos 
que recaigan sobre derechos fundamentales como la vida, la salud, la integridad física, psíquica y 
moral, la libertad, entre otros o que puedan afectar de alguna forma los intereses de aquellas 
personas ubicadas en condición especial y/o sensible como los niños, los adolescentes. 
5. RECOMENDACIONES 
 
PRIMERA.- A través de este trabajo de investigación, se recomienda a las Rondas Campesinas 
de la región Piura a tomar en cuenta que no podrán ser materia de conocimiento en su ámbito 
todos aquellos delitos que recaigan sobre derechos fundamentales como la vida, la salud, la 
integridad física, psíquica y moral, la libertad, entre otros o que puedan afectar de alguna forma 
a los menores de edad.  
 
SEGUNDA.- Recomendar a las instituciones que conforman la jurisdicción del derecho ordinario 
a que realicen toda clase de eventos académicos, como proyección a la comunidad, charlas 
informativas, orientación jurídica, con la finalidad de concientizar a las rondas campesinas sobre 




TERCERA.- Se recomienda que el Estado inmediatamente cumpla con promulgar una ley que 
modifique el artículo 07 de la ley 27908, con la finalidad de garantizar que se respeten los 
derechos fundamentales de los menores de edad, quedando de la siguiente manera:  
Dice: Artículo 7.- Actividades en beneficio de la paz comunal  Las Rondas Campesinas en uso 
de sus costumbres pueden intervenir en la solución pacífica de conflictos suscitados entre los 
miembros de la comunidad u organizaciones de su jurisdicción y otros externos siempre y cuando 
la controversia tenga su origen en hechos ocurridos dentro de su jurisdicción comunal. 
Debe decir: Artículo 7.- Actividades en beneficio de la paz comunal  Las Rondas Campesinas 
en uso de sus costumbres pueden intervenir en la solución pacífica de conflictos suscitados entre 
los miembros de la comunidad u organizaciones de su jurisdicción y otros externos siempre y 
cuando la controversia tenga su origen en hechos ocurridos dentro de su jurisdicción comunal. , 
No podrán ser materia de conocimiento en el ámbito de la justicia comunal, todos aquellos 
delitos que recaigan sobre derechos fundamentales como la vida, la salud, la integridad 
física, psíquica y moral, la libertad, entre otros o que puedan afectar de alguna forma los 
intereses de aquellas personas ubicadas en condición especial y/o sensible como los menores 














PROPUESTA DE MODIFICACIÓN O INCORPORACIÓN DEL ARTÍCULO 7° DE LA 
LEY N° 27908, LEY QUE MODIFICA EL ÁMBITO DE COMPETENCIA DE LA 
SOLUCIÓN DE CONFLICTOS POR PARTE DE LA RONDAS CAMPESINAS 
SINTESIS DEL CONTENIDO DE LA PROPUESTA LEGISLATIVA  
 
Se propone modificar el artículo 7° de la Ley N° 27908 Ley que modifica el ámbito de 
competencia de la solución de conflictos por parte de las rondas campesinas, referido a la 
exclusión de la competencia de las rondas campesinas en los delitos cometidos por menores de 
edad y que lesiones sus derechos fundamentales 
MARCO NORMATIVO   
 Constitución Política del Perú artículo 149 concordado con el artículo 4 
 Ley de Rondas Campesinas Nº 27809 
 Decreto Supremo Nº 025-2003 JUS Reglamento de la ley de Rondas Campesinas 
 Convención sobre los Derechos del Niño suscrita por el Perú el 26-01-90 y ratificada el 03- 
 
MARCO JURISPRUDENCIAL  
 
 STC 7009-2013-PHC-TC publicada el 14 de agosto del 2018 
 
ANÁLISIS DE LA PROPUESTA  
 
Actualmente la definición más difundida de los derechos fundamentales señala que estos son el 
conjunto de derechos y libertades que, por ser inherentes al ser humano, se encuentran 
reconocidos a nivel internacional. En ese sentido los derechos fundamentales constituyen la 
estructura de cualquier ordenamiento jurídico en una sociedad democrática, puesto que son la 
expresión jurídica de un sistema de valores que por decisión del constituyente informan todo el 
conjunto de la organización política y jurídica; por ende un estado constitucional y democrático 
de derecho debe reconocer y salvaguardar los derechos fundamentales de las personas. 
  
Así debemos tener en cuenta que, como se indica en la Declaración de los Derechos del Niño, “el 
niño, por su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidado especiales, incluso la 
debida protección legal, tanto antes como después del nacimiento” en el mismo sentido en la 
Convención de los Derechos del Niño, Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del 
Niño, Convención Americana sobre Derechos Humanos, etc.  Han coincidido en que el niño, por 
su falta de madurez física y mental, necesita protección y cuidados especiales, en nuestro país el 
Art. 4 de la carta magna señala que los niños necesitan de un cuidado especial y protección por 




Los derechos fundamentales, son pues en definitiva, límites indiscutiblemente objetivos al 
ejercicio de la potestad jurisdiccional comunal y, como tales, deben ser merituados en cada 
ocasión en que puedan resultar invocados según la incidencia o nivel de afectación del cual 
puedan ser objeto. Ello pues descarta, la idea de que por el simple hecho de alegarse la existencia 
de una potestad jurisdiccional especial, quede cerrada la discusión en torno de su correcto o 
adecuado ejercicio. 
 
En tal sentido se hace necesario señalar que en el presente estudio se ha comprobado que los 
menores de edad en intervenciones delictivitas por parte de las rondas campesinas, ven vulnerados 
sus derechos fundamentales, ante ello se hace necesario una modificación en cuanto a la 
competencia de las rondas campesinas, debiendo precisar que como ya se ha dicho los menores 
por su condición de tal necesitan de mayor protección y cuidado por parte del estado, siendo que 
ninguna jurisdicción puede vulnerar sus derecho, bajo ningún argumentos, tal como lo ha señalado 
fundamento 07 de la STC 01817-2009-PHC/TC de fecha 07 de octubre del 2009,  se tiene En 
buena cuenta, en virtud de este principio el niño tiene derecho a disfrutar de una atención y 
protección especial y a gozar de las oportunidades para desarrollarse de una manera saludable, 
integral y normal, en condiciones de libertad y de dignidad. Por ello, ningún acto legislativo 
puede desconocer los derechos de los niños ni prever medidas inadecuadas para garantizar su 
desarrollo integral y armónico, pues en virtud del artículo 4° de la Constitución, el bienestar 
(físico, psíquico, moral, intelectual, espiritual y social) del niño se erige como un objetivo 
constitucional que tiene que ser realizado por la sociedad, la comunidad, la familia y el Estado. 
 
Por lo que se recomienda modificar 07 de la ley 27908 Ley de Rondas Campesinas, con la 
finalidad de garantizar que se respeten los derechos fundamentales de los menores de edad, en la 
misma línea que ha establecido la Sentencia del Tribunal Constitucional en el Exp Nº 7009-2013 
PHC/TC que menciona “: "queda claro que por ejemplo, no podrían ser materia de conocimiento 
en el ámbito de la justicia comunal, todos aquellos delitos que recaigan sobre derechos 
fundamentales como la vida, la salud, la integridad física, psíquica y moral, la libertad, entre 
otros o que puedan afectar de alguna forma los intereses de aquellas personas ubicadas en 
condición especial y/o sensible como los niños, los adolescentes, las mujeres en estado de 
embarazo, los ancianos, etc." (Fundamento 37).  
TEXTO MODIFICATORIO  
Artículo Único.- Modificación del artículo 7° de la Ley N° 27908 Ley que modifica el ámbito de 
competencia de la solución de conflictos por parte de las rondas campesinas  
 




Artículo 7.- Actividades en beneficio de la paz comunal Las Rondas Campesinas en uso de sus 
costumbres pueden intervenir en la solución pacífica de conflictos suscitados entre los miembros 
de la comunidad u organizaciones de su jurisdicción y otros externos siempre y cuando la 
controversia tenga su origen en hechos ocurridos dentro de su jurisdicción comunal. , No podrán 
ser materia de conocimiento en el ámbito de la justicia comunal, todos aquellos delitos que 
recaigan sobre derechos fundamentales como la vida, la salud, la integridad física, psíquica 
y moral, la libertad, entre otros o que puedan afectar de alguna forma los intereses de 
aquellas personas ubicadas en condición especial y/o sensible como los menores de edad.  
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Para la elaboración de la presente investigación, y su correspondiente ejecución se han 
proyectado los siguientes cuadros de recursos y presupuestos de gastos, los mismos que detallo 
a continuación. 
 
  Recursos: 
 
 
  Gastos de Presupuesto:  
RUBRO CONCEPTO COSTO 
BIENES IMPRESORA EPSON S/. 500.00 
CARTUCHOS Y TINTAS S/. 250.00 
HOJAS A4 (SIMILARES) S/. 50.00 
MATERIAL DIDÁCTICO S/. 200.00 
SERVICIOS PASAJES Y VIATICOS S/.1000.00 
SERVICIO DE COPIAS S/. 100.00 
SERVICIO DE TIPEO S/. 200.00 
SERVICIO DE EMPASTADO S/. 200.00 
INTERNET E IMPRESIONES S/. 300.00 
ASESORAMIENTO  S/. 3800.00 
 TOTAL S/ 6 600.00 
 
 
INVERSIÓN A LA INVESTIGACIÓN S/. 6,600.00 





ANEXO 4-HOJA DE ENCUESTAS 
FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS POLÍTICAS 
INSTRUMENTO DE RECOLECCIÓN DE DATOS  
PROYECTO“LA VULNERACIÓN DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
A LOS MENORES DE EDAD EN LA INVESTIGACION Y SANCIONES PENALES 
POR LAS RONDAS CAMPESINAS DE PIURA” 
 
  
Autor del Cuestionario: Bach. ONASIS GARCIA LABAN-Tesista de la Universidad Nacional 
de Piura -Facultad de Derecho y Ciencias Políticas. 
 
Presentación: Distinguido encuestado, el siguiente cuestionario presenta una serie de preguntas 
relacionadas a saber sobre el accionar de las Rondas Campesinas de Piura en la intervención en 
asuntos delictivos  
 
Finalmente, se hace de su conocimiento que el investigador garantiza el debido tratamiento y la 




a) Inicialmente, deberá leer de forma cuidadosa y ordenada el contenido todo el cuestionario. 
b) Luego, analice y responda de forma sincera las preguntas planteadas a continuación. 
e) Marque su respuesta con una equis (X) en el espacio correspondiente. 
d) Evite realizar tachaduras y enmendaduras. 
e) Marque sus respuestas de forma legible, preferiblemente con bolígrafo de tinta indeleble 
color negro. 
 
I. DATOS GENERALES: 
 
 
Edad:                                  
 









II. CONOCIMIENTO SOBRE LAS RONDAS CAMPESINAS DE PIURA: 
 
1.- ¿CONOCE UD. LO QUE SON LAS RONDAS CAMPESINAS Y CUÁLES SUS 
FUNCIONES?  
a.-) Si 
b.-) No  
c.-) No precisa/ No responde 
 
2.- ¿HA TENIDO USTED CONTACTO CON RONDAS CAMPESINAS DE SU 
JURISDICCIÓN EN ALGUNA OPORTUNIDAD? 
 a.-) Si, en una oportunidad 
 b.-) Si, en más de una oportunidad 
 c.-) No precisa/No responde 
 
3.- ¿CONOCE SI LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y OTRAS NORMAS LE OTORGA 
FUNCIONES JURISDICCIONALES A LAS RONDAS CAMPESINAS? 
 a.-) Si les otorga funciones jurisdiccionales 
 b.-) No les otorga funciones jurisdiccionales 
 c.-) No sabe/ No responde 
 
4.- ¿CREE UD QUE LOS RONDEROS EN INTERVENCIONES DELICTIVAS 
DEBERIAN TRATAR DE MANERA DISTINTA A LOS MENORES DE EDAD QUE A 
LOS MAYORES DE EDAD? 
a.- ) Si, por que son más vulnerables. 
 b.- ) No 
 
5.- SI LOS RONDEROS INTERVIENEN Y RETIENEN A UN MENOR DE EDAD POR 
LA COMISIÓN DE ALGÙN PRESUNTO DELITO EN SU COMUNIDAD; UD. 
CONSIDERA: 
a.-) Vulneran los derechos fundamentales del de dicha persona 
 b.-) No Vulneran los derechos fundamentales del de dicha persona 





c.-) Están exentos de Responsabilidad Penal conforme el código penal 
 
6.- ¿HA PRESENCIADO O PARTICIPADO EN ALGUNA INTERVENCION DE UN 
MENOR DE EDAD EN ASUNTOS DELICTIVOS? 
a.- ) Si 
 b.- ) No 
 
7.- DE SER AFIRMATIVA SU REPUESTA. ¿COMO SE ACTUO? 
a) Se castigó a los menores de edad bajo el derecho consuetudinario de las rondas. 
b) Fueron entregados a la justicia formal para que ellos actuaran conforme a sus atribuciones. 
 
8.- ¿CREE USTED QUE LAS RONDAS CAMPESINAS NECESITAN MAYOR 
CAPACITACIÒN Y PROTECCION POR PARTE DE LA JUSTICIA FORMAL? 
a.- ) Si, por que existe desconocimiento de la justicia formal. 

































































LEY DE RONDAS CAMPESINAS 
LEY Nº 27908 
Artículo 1.- Personalidad jurídica  
Reconócese personalidad jurídica a las Rondas Campesinas, como forma autónoma y democrática 
de organización comunal, pueden establecer interlocución con el Estado, apoyan el ejercicio de 
funciones jurisdiccionales de las Comunidades Campesinas y Nativas, colaboran en la solución de 
conflictos y realizan funciones de conciliación extrajudicial conforme a la Constitución y a la Ley, 
así como funciones relativas a la seguridad y a la paz comunal dentro de su ámbito territorial. Los 
derechos reconocidos a los pueblos indígenas y comunidades campesinas y nativas se aplican a las 
Rondas Campesinas en lo que les corresponda y favorezca.  
Artículo 2.- Rondas al interior de la comunidad campesina  
En los lugares donde existan Comunidades Campesinas y Nativas, las Rondas Campesinas o Rondas 
Comunales, se forman y sostienen a iniciativa exclusiva de la propia Comunidad y se sujetan al 
Estatuto y a lo que acuerden los Órganos de Gobierno de la Comunidad a los que la Ronda Campesina 
está subordinada.  
Artículo 3.- Derechos y deberes de los miembros de las Rondas Campesinas  
Las Rondas Campesinas están integradas por personas naturales denominadas Ronderos y Ronderas, 
que se encuentren debidamente acreditadas. Tienen los derechos y deberes que la presente Ley y 
demás normas establezcan.  
Las Rondas Campesinas promueven el ejercicio de los derechos y participación de la mujer en todo 
nivel. Igualmente, tienen consideración especial a los derechos del niño y del adolescente, las 
personas discapacitadas y de los adultos mayores.  
Artículo 4.- Derecho de no discriminación  
Bajo responsabilidad, las instituciones y autoridades del sector público no pueden establecer formas 
o modalidades de discriminación, directa o indirecta, en el ejercicio de los derechos colectivos e 
individuales de los miembros integrantes de las Rondas Campesinas.  
Artículo 5.- Inscripción de las Rondas  
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Las Rondas Campesinas elaboran su Estatuto y se inscriben en los Registros Públicos. Asimismo 
procederá su inscripción en la municipalidad de su jurisdicción a fin de establecer relaciones de 
coordinación. No podrá existir más de una Ronda Campesina en el mismo ámbito comunal.  
 
Artículo 6.- Derecho de participación, control y fiscalización  
Las Rondas Campesinas tienen derecho de participación, control y fiscalización de los programas y 
proyectos de desarrollo que se implementen en su jurisdicción comunal de acuerdo a ley.  
Artículo 7.- Actividades en beneficio de la paz comunal  
Las Rondas Campesinas en uso de sus costumbres pueden intervenir en la solución pacífica de 
conflictos suscitados entre los miembros de la comunidad u organizaciones de su jurisdicción y otros 
externos siempre y cuando la controversia tenga su origen en hechos ocurridos dentro de su 
jurisdicción comunal.  
Artículo 8.- Coordinación con autoridades y organizaciones sociales  
Para el ejercicio de sus funciones las Rondas Campesinas coordinan en el marco de la legislación 
nacional con las autoridades políticas, policiales, municipales, representantes de la Defensoría del 
Pueblo y otras de la Administración Pública. Asimismo, pueden establecer coordinaciones con las 
organizaciones sociales rurales y entidades privadas dentro de su ámbito local, regional o nacional.  
Artículo 9.- Coordinación y apoyo con autoridades jurisdiccionales  
Las autoridades de la jurisdicción ordinaria establecerán relaciones de coordinación con los 
dirigentes de las Rondas Campesinas respetando las autonomías institucionales propias. Los 
dirigentes de las Rondas pueden solicitar el apoyo de la fuerza pública y demás autoridades del 
Estado.  
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS  
Primera.- Día de las Rondas Campesinas  
Establécese el 29 de diciembre como el “Día de las Rondas Campesinas” y declárase al caserío de 
Cuyumalca del distrito y provincia de Chota, departamento de Cajamarca, como cuna y patrimonio 
histórico de las Rondas Campesinas del Perú.  
Segunda.- Plazo de reglamentación  
El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley en el plazo de sesenta días.  
Tercera.- Plazo de adecuación  
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Otórgase el plazo de seis meses a partir de la aprobación del Reglamento, para que las Rondas 
Campesinas existentes se adecuen a la presente Ley.  
Cuarta.- Derogación de normas  
Derógase la Ley Nº 24571 y demás normas que se opongan a la presente Ley 
 
REGLAMENTO DE LA LEY DE RONDAS CAMPESINAS DECRETO SUPREMO 
Nº 025-2003JUS  
Artículo1.- Aprobación del Reglamento Apruébese el Reglamento de la Ley de Rondas Campesinas 
- Ley Nº 27908, que consta de tres (3) títulos, veintitrés (23) artículos, tres (3) disposiciones 
complementarias y una (1) disposición transitoria. 
 Artículo 2.- Refrendo El presente Decreto Supremo será refrendado por el Presidente del Consejo 
de Ministros, la Ministra de la Mujer y Desarrollo Social, el Ministro de Justicia, el Ministro de 
Agricultura, el Ministro de Defensa y el Ministro del Interior. Dado en la Casa de Gobierno, en Lima, 
a los veintinueve días del mes de diciembre del año dos mil tres. ALEJANDRO TOLEDO Presidente 
Constitucional de la República CARLOS FERRERO COSTA Presidente del Consejo de Ministros 
ANA MARÍA ROMERO-LOZADA LAUEZZARI Ministra de la Mujer y Desarrollo Social 
FAUSTO ALVARADO DODERO Ministro de Justicia JOSÉ LEÓN RIVERA Ministro de 
Agricultura ROBERTO ENRIQUE CHIABRA LEÓN Ministro de Defensa JAIME QUIJANDRÍA 
SALMÓN Ministro de Economía y Finanzas Encargado del Ministerio del Interior REGLAMENTO 
DE LA LEY DE RONDAS CAMPESINAS TÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES 
CAPÍTULO I OBJETO Y FINALIDAD Artículo 1.- Objeto El presente Reglamento tiene por objeto 
establecer las normas y procedimientos que deben regir la Organización y Funciones de las Rondas 
Campesinas reconocidas por la Ley Nº 27908. Artículo 2.- Definición de Ronda Campesina o 
Comunal Son Rondas Campesinas, las organizaciones sociales integradas por pobladores rurales, así 
como las integradas por miembros de las comunidades campesinas, dentro del ámbito rural. Son 
Rondas Comunales, las organizaciones sociales integradas por miembros de las comunidades nativas. 
 Artículo 3.- Finalidad de la Ronda Campesina o Ronda Comunal La Ronda Campesina o Ronda 
Comunal, tiene por finalidad contribuir al desarrollo, la seguridad, la moral, la justicia y la paz social 
dentro de su ámbito territorial, sin discriminación de ninguna índole, conforme a la Constitución y a 
las leyes. Colaboran en la solución de conflictos y realizan funciones de conciliación extrajudicial. 
Las Rondas constituidas al interior de las Comunidades Campesinas o Nativas, colaboran con éstas 
en el desempeño de sus funciones jurisdiccionales.  
Artículo 4.- Respeto a las Costumbres y Normas Comunales Los integrantes de las Rondas 
Campesinas o Rondas Comunales, en el cumplimiento de sus deberes y funciones y en el ejercicio 
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del derecho consuetudinario, gozan del respeto de su cultura y sus costumbres, por parte de la 
autoridad y de la sociedad, siempre que no violen los derechos fundamentales de la persona 
consagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en el Convenio OIT 169, en la 
Constitución Política y las leyes. Artículo 
 5.- Ámbito de Acción Las comunidades campesinas y las comunidades nativas, están facultadas a 
constituir dentro del ámbito de su territorio, una sola Ronda Campesina o Ronda Comunal, según 
corresponda, la que se forma y sostiene a iniciativa exclusiva de la propia comunidad y se sujeta a 
su Estatuto, y a lo que acuerden los órganos de gobierno de la Comunidad, a la que la Ronda 
Campesina o Ronda Comunal está subordinada. Fuera del ámbito territorial de las Comunidades 
Campesinas o Nativas, el ámbito territorial mínimo para la conformación de una Ronda Campesina 
será el que corresponde al de un caserío. Entiéndase por caserío lo dispuesto por el Decreto Supremo 
Nº 019-2003-PCM.  
CAPÍTULO II CONSTITUCIÓN Y ACREDITACIÓN DE LA RONDA CAMPESINA O 
RONDA COMUNAL 
 Artículo 6.- De la Constitución En las comunidades campesinas o comunidades nativas, la Ronda 
Campesina o Ronda Comunal se constituye por decisión del máximo órgano de gobierno de la 
Comunidad Campesina o Comunidad Nativa, adoptado de acuerdo a su Estatuto. En los caseríos u 
otros centros poblados, la Ronda Campesina se constituye por decisión de los pobladores reunidos 
en asamblea general. El Juez de Paz correspondiente da fe de esta asamblea.  
Artículo 7.- Del Estatuto La Ronda Campesina o Comunal, ejerciendo su autonomía, elabora su 
Estatuto y lo aprueban en Asamblea General. De la misma forma se procederá para la modificación 
del Estatuto. El Estatuto debe contener, como mínimo: 1.- La denominación, duración y domicilio 
de la Ronda Campesina. 2.- Los fines. 3.- La constitución y funcionamiento de la asamblea general 
consejo directivo y demás órganos. 4.- Las condiciones para la admisión, renuncia y exclusión de 
sus miembros. 5.- Los derechos y deberes de los ronderos y ronderas. 6.- Los requisitos para su 
modificación. 7.- Las normas para la disolución y liquidación de la Ronda y las relativas al destino 
final de sus bienes.  
Artículo 8.- Del Empadronamiento Los miembros de la Comunidad Campesina, Comunidad Nativa, 
así como los pobladores de caseríos u otros centros poblados, que decidan integrarse como Ronderos 
o Ronderas, se inscriben en el Padrón de Ronderos y Ronderas de la Comunidad Campesina, 
Comunidad Nativa, caserío u otro centro poblado a que pertenecen. El empadronamiento se realiza 
cumpliendo los requisitos señalados en el artículo 18 del presente Reglamento.  
CAPÍTULO III DE LA INSCRIPCIÓN REGISTRAL  
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Artículo 9.- De la inscripción Las Rondas Campesinas y Rondas Comunales se inscriben en el Libro 
de Rondas Campesinas a cargo de la SUNARP. La SUNARP dictará las medidas complementarias 
necesarias para su implementación y funcionamiento.  
Artículo 10.- De la inscripción Registro de Rondas Campesinas o Rondas Comunales Para su 
inscripción en el Libro de Rondas Campesinas, la Ronda Campesina o Comunal, presentará a la 
Oficina Registral correspondiente una solicitud acompañando para el efecto: 1.- Copia certificada 
del Acta donde conste: - La constitución de la Ronda Campesina o Ronda Comunal. - La aprobación 
del Estatuto de la Ronda Campesina o Ronda Comunal así como su texto íntegro. - Designación de 
la primera junta directiva. 2.- Copia certificada del Padrón de Ronderos y Ronderas. 3.- Plano 
Perimétrico de su radio de acción.  
Artículo 11.- Comunicación con fines de coordinación La Ronda Campesina o Ronda Comunal, una 
vez inscrita en los Registros Públicos, comunica a la Municipalidad correspondiente, su constitución 
social, con fines de coordinación. 
 CAPÍTULO IV DE LAS FUNCIONES DE LA RONDA CAMPESINA Y RONDA 
COMUNAL 
 Artículo 12.- De las Funciones Son funciones de la Ronda Campesina y Ronda Comunal, las 
siguientes: a) Contribuir a la defensa de la integridad física, moral y cultural de los miembros de la 
Comunidad Campesina, de la Comunidad Nativa, del Caserío u otro centro poblado, para mantener 
la paz y seguridad de la población, así como contribuir con el progreso de su pueblo. b) Contribuir a 
garantizar el ejercicio de los derechos y el cumplimiento de los deberes de los miembros de la 
Comunidad Campesina, de la Comunidad Nativa, del Caserío u otro centro poblado al que 
pertenecen, de conformidad con la Constitución y las leyes. c) Coordinar con las autoridades 
comunales en el ejercicio de las funciones que ejercen en uso de sus costumbres, respetando los 
derechos consagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Convenio OIT 169, 
la Constitución y las leyes. d) Intervenir en la solución pacífica de los conflictos que se susciten entre 
los miembros de la comunidad y otros externos, siempre y cuando la controversia se origine en 
hechos ocurridos dentro de su ámbito comunal. e) Actuar como interlocutor con el Estado. f) 
Participar, controlar y fiscalizar los programas y proyectos de desarrollo que se implementen dentro 
del territorio, así como denunciar la inconducta funcional de cualquier autoridad, de acuerdo a ley. 
g) Contribuir a la preservación de su medio ambiente. h) Coordinar en el marco de la legislación 
nacional, con las autoridades políticas, policiales, municipales, regionales, representantes de la 
Defensoría del Pueblo y otras de la Administración Pública. i) Establecer relaciones de coordinación 
con las organizaciones sociales rurales y entidades privadas. j) Promover el ejercicio de los derechos 
y la participación equitativa de la mujer en todo nivel; tener consideración especial a los derechos 
del niño y del adolescente, de las personas discapacitadas y de los adultos mayores. k) Prestar servicio 
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de ronda. La organización de grupos, la elección de los responsables, así como la asignación de 
responsabilidades y frecuencia de atención del servicio de ronda se regula por el Estatuto de cada 
Ronda Campesina o Comunal. 
 Artículo 13.- Resolución de Conflictos La Ronda Campesina y Ronda Comunal, a base de las 
costumbres de la comunidad campesina, comunidad nativa, caserío u otro centro poblado al que 
pertenecen, pueden intervenir en la solución de conflictos que se susciten entre miembros de la 
comunidad u otros externos, dentro de su ámbito territorial, mediante actuaciones que serán 
registradas en el libro de ocurrencias que lleva para tal efecto, el mismo que será legalizado por el 
juez de paz de la jurisdicción correspondiente. Los acuerdos adoptados deben respetar los derechos 
consagrados en la Declaración Universal de los Derechos Humanos, el Convenio OIT 169, la 
Constitución y las leyes. Son materias conciliables únicamente las relacionadas con la posesión, el 
usufructo de la propiedad comunal, bienes y el uso de los diversos recursos comunales. 
 TÍTULO II DE LA ORGANIZACIÓN DE LA RONDA CAMPESINA Y RONDA 
COMUNAL 
 Artículo 14.- De la Organización La Ronda Campesina y Ronda Comunal, se organiza dentro del 
marco de la Ley Nº 27908, la Ley General de Comunidades Campesinas - Ley Nº 24656 y su 
reglamento, así como por su propio Estatuto, el que se adecuará a las disposiciones establecidas para 
las Asociaciones en el Código Civil.  
Artículo 15.- Del período de la Junta Directiva La Junta Directiva de la Ronda Campesina y Ronda 
Comunal, tiene un mandato de dos (2) años, pudiendo sus miembros ser reelegidos.  
Artículo 16.- De la Participación de las Mujeres En la elección de la Junta Directiva de la Ronda 
Campesina y de la Ronda Comunal, se promoverá la participación de las mujeres en cargo 
Artículo 17.- Ámbito de su Función Los miembros de la Ronda Campesina y de la Ronda Comunal 
ejercen sus funciones dentro del ámbito de la Comunidad Campesina, de la Comunidad Nativa, 
Caserío u otro centro poblado al que pertenecen. Pueden coordinar el ejercicio de sus funciones con 
otras Rondas Campesinas o Rondas Comunales cuando las circunstancias lo requieran.  
Artículo 18.- De los Requisitos para ser Rondero o Rondera Para inscribirse como miembro de la 
Ronda Campesina o Ronda Comunal, deben cumplirse los siguientes requisitos: a) Ser miembro de 
la Comunidad Campesina, de la Comunidad Nativa, Caserío u otro centro poblado. b) Haber 
cumplido 18 años de edad, salvo que siendo menor, haya constituido hogar de hecho o contraído 
matrimonio. c) Tener plena capacidad de ejercicio de sus derechos civiles, de acuerdo a lo indicado 
en el artículo 42 del Código Civil. 
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 CAPÍTULO II DE LOS DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LOS RONDEROS Y 
RONDERAS 
 Artículo 19.- De los Derechos y Obligaciones Son derechos y obligaciones de los ronderos y 
ronderas a) Participar en las Asambleas Generales, con voz y voto. b) Elegir y ser elegido para los 
cargos directivos de la Ronda Campesina o Ronda Comunal. c) Prestar Servicio de Ronda. d) 
Observar buen trato y lealtad, garantizando el respeto, la unión y la ayuda mutua entre los ronderos. 
e) Respetar los usos y costumbres, en su caso, de la Comunidad Campesina, Comunidad Nativas o 
Centro Poblado o Caserío, de acuerdo a la Constitución y las leyes. f) Observar buen trato y respeto 
hacia la población, particularmente a los niños, mujeres, y ancianos. g) Auxiliar, en su caso, a los 
miembros de la Comunidad Campesina, de la Comunidad Nativa o del Centro Poblado o Caserío, en 
necesidad de protección. h) Otros derechos y obligaciones que se determinen en el Estatuto y se 
acuerden en Asamblea General de la Ronda Campesina y Ronda Comunal. 
 Artículo 20.- De las Prohibiciones de los Ronderos y Ronderas Los ronderos y ronderas están 
prohibidos de: a) Realizar, en el marco de este reglamento y el correspondiente estatuto, actividades 
no autorizadas o distintas a las funciones de la Ronda Campesina o Ronda Comunal. b) Realizar u 
omitir actos en beneficio de terceros en desmedro de los intereses de la Comunidad Campesina, de 
la Comunidad Nativa, Caserío u otro centro poblado. c) Realizar actividades de cualquier índole que 
se orienten a dividir o debilitar a la Ronda Campesina y Ronda Comunal.  
CAPÍTULO III DE LAS SANCIONES Y DE LA PÉRDIDA DE LA CONDICIÓN DE 
RONDERO O RONDERA  
Artículo 21.- De las Sanciones La infracción de las disposiciones de la Ley, del presente Reglamento 
y del Estatuto de la Ronda Campesina y Ronda Comunal, da lugar a las siguientes sanciones: a) 
Amonestación pública. b) Suspensión en el ejercicio de sus funciones. c) Expulsión de la Ronda 
Campesina o Ronda Comunal. El Estatuto de la Ronda Campesina o Ronda Comunal, establece los 
casos de aplicación de cada una de las sanciones antes enunciadas. Artículo 22.- Del Registro de las 
Sanciones Las sanciones que se impongan a los ronderos y ronderas son registradas en el Padrón de 
Ronderos y Ronderas, sin perjuicio de la denuncia correspondiente a la autoridad competente, si 
fuera el caso. Artículo 23.- De la Pérdida de la Condición de Rondero o Rondera La condición de 
Rondero o Rondera, se pierde por las siguientes causales: a) Muerte. b) Por pérdida de la condición 
de miembro de la Comunidad Campesina o Comunidad Nativa a la que pertenece. c) Por emigrar del 
Caserío u otro Centro Poblado al que pertenece. d) Por expulsión acordada por la Asamblea General 




 Primera.- Acceso a la Información.- Las Rondas Campesinas o Rondas Comunales pueden solicitar 
la información que requieran a las entidades del Sector Público, de conformidad con la Ley Nº 27806 
- Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública. 
Segunda.- Respeto a las rondas Campesinas.- Las autoridades del Estado, sin excepción, deben 
respetar y tener en cuenta las actuaciones de las rondas campesinas y comunales en el marco de la 
Constitución, la Ley y el presente reglamento. El incumplimiento de esta disposición será 
considerado como una falta conforme a las normas disciplinarias correspondientes. Tercera.- 
Aplicación de Normas Supletorias.- Para las Rondas Campesinas o Comunales creadas por las 
Comunidades Campesinas o Nativas en todo lo no previsto en el presente Reglamento, será de 
aplicación lo establecido en el Estatuto de la Comunidad Campesina o Comunidad Nativa que haya 
creado a la Ronda Campesina o Ronda Comunal. 
 DISPOSICIÓN TRANSITORIA Única.- Dentro del plazo de seis meses de publicado el presente 
Reglamento, las Rondas Campesinas y Rondas Comunales se adecuarán a las disposiciones de la 


















SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL EXP. 7009-2013 PHC/TC 
En Lima, a los 3 días del mes de marzo del 2016, el Pleno del Tribunal Constitucional, integrado por 
los magistrados Ledesma Narváez, Urviola Hani, Blume Fortini, Ramos Núñez, Sardón de Taboada 
y Espinosa-Saldaña Barrera, pronuncia la siguiente sentencia, sin la intervención del magistrado 
Miranda Canales por encontrarse con licencia el día de la audiencia pública. Asimismo, se agregan 
los fundamentos de voto de los magistrados Urviola Hani, Ramos Núñez y Sardón de Taboada y el 
voto singular de la magistrada Ledesma Narváez.  
ASUNTO 
  Recurso de agravio constitucional presentado por don Jorge Payaba Cachique contra la 
resolución de fecha 23 de agosto de 2013, de fojas 300, emitida por la Sala Penal de Apelaciones de 
la Corte Superior de Justicia de Madre de Dios, que declaró infundada la demanda de autos.  
ANTECEDENTES 
  Con fecha 15 de julio de 2013, don Jorge Payaba Cachique en su calidad de Presidente de 
la Comunidad Nativa Tres Islas, interpone demanda de hábeas corpus a favor de don Juan Villar 
Vargas y don Herbert Cusurichi Payaba contra la Sala Penal Liquidadora Transitoria-Sede 
Tambopata, la Fiscalía Superior Mixta de Madre de Dios y la Policía Nacional del Perú-Jefe del 
Departamento de Apoyo a la justicia, solicitando la tutela del derecho a la libertad personal de los 
beneficiarios así como el respeto de la autonomía jurisdiccional de la comunidad nativa a la que 
pertenecen. 
  Manifiesta que los beneficiarios vienen siendo acusados por la presunta comisión del delito 
contra la libertad sexual (violación sexual) de menor de edad, por supuestamente haber sostenido 
relaciones sexuales con dos menores pertenecientes a la comunidad nativa, dentro del territorio de la 
comunidad, hecho que no resulta cierto dado que dicha conducta fue con pleno consentimiento de 
las menores, siendo incluso que Herbert Cusurichi Payaba convivió y tuvo un hijo con una de ellas 
de manera pacífica. Sin embargo, refiere que el 10 de julio de 2013, la Policía Nacional ingresó a su 
territorio sin su consentimiento y detuvo a Juan Villar Vargas, a quien se le viene sometiendo a un 
proceso penal sin tomar en consideración que dicha materia ha sido resuelta por la jurisdicción 
indígena como consta del Acta suscrita en la Asamblea General del 10 de julio de 2013. Agrega que 
la Corte Suprema a través de su jurisprudencia ha reconocido que es parte del ejercicio de la 
jurisdicción especial, el juzgamiento de todo tipo de casos suscitados dentro del territorio de la 
comunidad, incluyendo los presuntos delitos de robo, violación sexual y homicidio, razón por la que 




El Tercer Juzgado Penal Unipersonal Colegiado de Puerto Maldonado con fecha 16 de julio de 2013, 
declaró liminarmente improcedente la demanda en aplicación del artículo 5.1 del Código Procesal 
Constitucional, por estimar que los hechos y el petitorio no se encuentran referidos en forma directa 
al contenido constitucionalmente protegido por el hábeas corpus, dado que la justicia penal ordinaria 
abrió un proceso penal ordinario en contra de los beneficiarios previamente al pronunciamiento de 
la jurisdicción comunal de la Comunidad Nativa Tres Islas, motivo por el cual no puede atenderse la 
petición del demandante pues ello vulneraría el principio ne bis in idem y el de no avocarse al 
conocimiento de causas pendientes ante órgano jurisdiccional. Asimismo refiere que el 
reconocimiento de la administración de justicia por parte de las comunidades campesinas y nativas 
y de las rondas campesinas no implica considerarlas como única o exclusiva alternativa frente a todas 
las demandas de justicia de la población campesina o nativa, no siendo tampoco admisible delegar 
en estos mecanismos la solución de problemas legales para los cuales no aparecieron, ni asumir que 
el Estado debe abstenerse de intervenir en todos los conflictos que se suscitan entre comuneros, ya 
que ni estos mecanismos están en capacidad de enfrentar problemas como el homicidio, el 
narcotráfico, etc. ni mucho menos fueron creados con esta intención. El Procurador Público del 
Ministerio Público se apersonó al proceso a nivel de segunda instancia. El Procurador Público 
encargado de los asuntos del Poder Judicial se apersonó también al proceso, manifestando que la 
parte demandante no ha demostrado que las resoluciones judiciales emitidas en contra de los 
beneficiarios lesionen alguno de sus derechos fundamentales, tanto más cuando han sido emitidas en 
el ejercicio regular de sus funciones. Puntualiza, por otra parte, que tampoco se ha vulnerado la 
autonomía y jurisdicción comunal, toda vez que los actos por los que son procesados los beneficiarios 
comportan contenidos esenciales de protección por parte del Estado hacia todos los ciudadanos, más 
aun cuando los hechos fueron denunciados ante la jurisdicción ordinaria por la madre de las 
agraviadas. Finalmente sostiene que el hecho de poner en conocimiento del juez constitucional que 
los hechos por los que se viene procesando a los beneficiarios ya han sido juzgados ante la 
jurisdicción comunal, únicamente pretende soslayar la actividad probatoria y el juzgamiento penal, 
evaluación que es propia de la jurisdicción ordinaria y no así, del juez constitucional.  
 La Sala revisora revoca la apelada y declara infundada la demanda fundamentalmente por 
estimar que el mandato de detención dictado contra los beneficiarios ha sido emitido conforme a ley 
y que las menores agraviadas acudieron a las instancias ordinarias para narrar los hechos materia de 
denuncia, no siendo posible que las funciones jurisdiccionales ni las costumbres de la comunidad de 
Tres Islas puedan resultar absolutas o puedan ser ejercidas transgrediendo los derechos 
fundamentales. Por lo demás y tratándose de menores de edad, el Estado debe constatar si merece o 
no ser investigada la vulneración denunciada, más aun cuando la propia comunidad no actuó pese a 
que los hechos ocurrieron hace más de una década. 
 FUNDAMENTOS  
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Delimitación del petitorio  
1. Conforme aparece del petitorio de la demanda, el objeto del presente proceso constitucional se 
dirige a cuestionar los actuados policiales, fiscales y judiciales que han derivado en un mandato 
restrictivo de la libertad contra don Juan Villar Vargas y don Herbert Cusurichi Payaba por presunto 
delito de violación sexual en agravio de las menores de edad de iniciales (Y.CH.S. y B.CH.S.), por 
considerar que los hechos que se les imputan no pueden ser materia de juzgamiento en el ámbito de 
la jurisdicción ordinaria, sino como manifestación del derecho a la autonomía jurisdiccional que 
tienen los beneficiarios al interior de su comunidad y bajo los cánones de su derecho consuetudinario. 
 2. Se puede pues apreciar, que lo que se busca en esencia, vía el presente proceso, es que tras anularse 
los actuados en la justicia ordinaria penal, se reconozca como única autoridad competente para el 
juzgamiento de hechos como los que se ha venido investigando, a las autoridades jurisdiccionales 
pertenecientes a la Comunidad Nativa Tres Islas, por ser la misma a donde pertenecen tanto los 
beneficiarios del presente proceso constitucional, como las presuntas víctimas de los hechos que se 
les imputan. Como consecuencia de ello, que se ordene la inmediata libertad de don Juan Villar 
Vargas (detenido al momento de iniciarse el presente proceso) y el cese de los actos de amenaza de 
la libertad personal de don Herbert Cusurichi Payaba (quien se encuentra con orden de ubicación y 
captura).  
Sustracción de materia parcial 
3. Siendo dos las pretensiones centrales que se buscan a través del presente proceso, se hace necesario 
precisar que respecto de aquella que busca la anulación de los actuados del proceso penal seguido 
ante la jurisdicción ordinaria, la causa aún se encuentra pendiente de dilucidación. Sin embargo 
respecto de aquella otra que busca la libertad inmediata de don Juan Villar Vargas, así como la 
anulación de la orden de la captura contra don Herbert Cusurichi Payaba, se hace necesario indicar 
dos aspectos: a) Habiéndose emitido por parte de la Sala Penal Liquidadora de la Corte Superior de 
Justicia de Madre de Dios, la resolución de fecha 30 de enero del 2014, mediante la cual se ha 
declarado fundada la conclusión del Ministerio Público que sustenta el retiro de la acusación contra 
don Juan Villar Vargas y ordenado su excarcelación al igual que el archivo definitivo del proceso 
(fojas 98 a 108 del Cuadernillo Especial ante el Tribunal Constitucional), ha operado la sustracción 
de materia justiciable de conformidad con el segundo párrafo del artículo 1° del Código Procesal 
Constitucional; y, b) A pesar de haberse expedido por parte de la Sala Mixta de la Corte Superior de 
Justicia de Madre de Dios resolución con fecha 25 de Junio del 2015, mediante la cual se declara 
procedente la petición del procesado Herbert Cusurichi Payaba de variación del mandato de 
detención por el de comparecencia (fojas 109 a 113 del mismo Cuadernillo Especial), aún no se ha 
resuelto su situación jurídica de fondo, pues no obstante que la misma Sala Mixta de la Corte Superior 
de Justicia de Madre de Dios, mediante resolución de fecha 25 de enero del 2016 absuelve al citado 
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procesado de la imputación formulada (fojas 114 a 123 del Cuadernillo Especial), se ha interpuesto 
por parte del Ministerio Publico, recurso de nulidad con fecha 8 de febrero del 2016 (fojas 125 a 129 
del Cuadernillo Especial), motivo por el cual, aún existe causa susceptible de pronunciamiento.  
Cuestiones previas al análisis de la controversia 
 4. De manera preliminar a la dilucidación de la presente controversia, este Tribunal considera 
pertinente precisar las razones por las que, pese a existir un rechazo liminar en la demanda 
interpuesta, opta sin embargo por emitir un pronunciamiento de fondo en torno a la materia sujeta a 
discusión. Las razones que sustentan dicha posición se sustentan básicamente en lo siguiente: a) Si 
bien el presente proceso constitucional ha sido interpuesto contra la Policía Nacional del Perú 
(Jefatura del Departamento de Apoyo a la Justicia), la Fiscalía Superior Mixta de Madre de Dios y 
la Sala Penal Liquidadora Transitoria-Sede Tambopata, y quienes integran estos últimos, no han 
comparecido al proceso, ello no supone en estricto un estado de indefensión, ya que de fojas 192 a 
193 y de fojas 221 a 222 y 274 a 279, se aprecia que los Procuradores tanto del Ministerio Público 
como del Poder Judicial, se han apersonado al presente proceso, expresando lo conveniente a sus 
respectivos intereses; b) El demandante no cuestiona directamente o en específico alguna resolución 
judicial, sino básicamente el hecho de que la justicia ordinaria se haya abocado al juzgamiento de 
don Juan Villar Vargas y don Herbert Cusurichi Payaba, por considerar que la misma es totalmente 
incompetente, por lo que el tema central es básicamente objetivo y tiene que ver con el hecho de 
definir, a la luz de lo dispuesto en la Constitución, si las citadas personas deben ser sometidas a la 
jurisdicción ordinaria o, al revés de ello, a la justicia comunal; y, c) El presente caso requiere urgente 
definición, tanto más si se toma en cuenta, no sólo la fecha de inicio de los actuados en la vía 
jurisdiccional ordinaria (14 de septiembre del año 2007) sino incluso, la fecha de la presunta comisión 
de los actos sometidos a juzgamiento (años 2003, 2006, 2007). 
5.- Asumida una posición como la descrita en un contexto de tutela preferente, estimamos 
plenamente legítimo pronunciarnos sobre la materia constitucional controvertida, en aras de 
determinar si se ha producido o no la vulneración de la autonomía jurisdiccional de las comunidades 
nativas y, por extensión, a la libertad individual de las personas en cuyo favor se ha interpuesto la 
demanda 
Materias Constitucionales a dilucidar  
6. Aun cuando en la jurisprudencia de este Tribunal tenemos algunos pronunciamientos que hacen 
referencia expresa al contenido del artículo 149 de la Constitución (Cfr. entre otros, STC 01126-
2011-PHC/TC), no existe en rigor, un desarrollo analítico del tema, pues el sólo hecho de aceptar 
descriptivamente que "Las autoridades de las Comunidades Campesinas y Nativas, con el apoyo de 
las Rondas Campesinas, pueden ejercer las funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial 
de conformidad con el derecho consuetudinario, siempre que no violen los derechos fundamentales 
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de la persona", no dice en realidad mucho (en realidad casi nada), si no se precisan varias cosas, en 
principio, esenciales. 
 7. El presente caso plantea la necesidad de pronunciarse sobre determinadas cuestiones de principio, 
imprescindibles a los efectos de comprender los alcances del citado artículo 149 de la Constitución. 
Sobre dichas cuestiones, este Tribunal Constitucional, aún no se ha pronunciado de modo 
suficientemente detallado, por lo que corresponde ahora preguntarse: a) ¿Es la jurisdicción 
reconocida sobre las comunidades campesinas y nativas al igual que la autonomía establecida para 
su ejercicio, un bien jurídico de relevancia?; b) ¿Puede hablarse de unos límites objetivos aplicables 
sobre la jurisdicción reconocida para las comunidades campesinas y nativas?; c) ¿El hecho de que la 
autonomía jurisdiccional constituya una cláusula especialmente relevante, supone relativizar o 
desconocer otros bienes jurídicos de relevancia?; d) ¿El que se reconozca funciones jurisdiccionales 
por parte de las comunidades campesinas y nativas, implica que el Estado renuncie a la potestad 
punitiva a través de la función jurisdiccional ordinaria? (los alcances del artículo 18, inciso 3 del 
Decreto Legislativo 957); y, e) ¿Qué aspectos podría abarcar la jurisdicción comunal y cuáles la 
jurisdicción ordinaria, dentro de los parámetros establecidos por el artículo 149 de la Constitución? 
 La existencia de una jurisdicción comunal y de una autonomía en su ejercicio representa un 
bien jurídico de relevancia. 
8. La existencia de una jurisdicción de naturaleza comunal establecida en el artículo 149 de la 
Constitución, representa sin lugar a dudas un gran avance que va de la mano con el reconocimiento 
de lo que la misma norma fundamental y la jurisprudencia expedida conforme a ella, han venido en 
denominar como multiculturalismo, orientación esta última, que se traduce en el pleno respeto a la 
diversidad y el pluralismo cultural que nuestra Constitución acertadamente auspicia y por supuesto 
garantiza, elevándola incluso y desde el punto de vista político, a la categoría de una auténtica política 
de Estado y desde el punto de vista jurídico, a la de un bien de incuestionable relevancia. 
 9. La jurisdicción comunal, en este contexto, más que propender a la necesidad de diversificar los 
enfoques en torno a la resolución de conflictos, tiende a la idea de reconocer la existencia de distintas 
culturas y modos de concebir la realidad, que parten de la historia y el desarrollo de los grupos 
humanos existentes al interior de nuestro territorio, en todos los sectores o ámbitos que el mismo 
abarca.  
10. Garantía incuestionable que tal variante jurisdiccional supone, constituye la autonomía en su 
ejercicio, entendida esta última como una capacidad para auto desenvolverse con sujeción a sus 
propias reglas, establecidas a partir de las propias consideraciones materiales de lo que representa el 
multiculturalismo aceptado per se como uno de los contenidos de nuestra Constitución.  
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11. Siendo la jurisdicción comunal y la autonomía de la que se encuentra dotada un bien jurídico de 
relevancia perfectamente reconocible al interior de la Constitución, no debe sin embargo, ser 
entendida como todo lo que representa la norma fundamental o como la parte más importante de la 
Constitución. Esta última, como es de sobra conocido, articula sus diversos contenidos de una manera 
armónica y es en dicho esquema que aquella debe ser asumida.  
La presencia de unos límites objetivos aplicables sobre la facultad jurisdiccional reconocida 
para las comunidades campesinas y nativas. 
 12. Si bien el artículo 149 de la Constitución, deja claramente establecido el reconocimiento de la 
jurisdicción comunal en los términos que antes se ha descrito, establece a su vez y con toda nitidez 
que la misma debe ser ejercida de una forma tal que no colisione con los derechos fundamentales de 
la persona; esto es, coloca a estos últimos como un punto central de obligada referencia. 
 13. La invocación al respeto de los derechos fundamentales por parte de la jurisdicción comunal, no 
es ni representa sin embargo, un simple desiderátum carente de contenido objetivo o sujeto a la libre 
discrecionalidad de quien pone en práctica el ejercicio de la consabida facultad. Si se ha dicho en 
innumerables ocasiones que la Constitución y su catálogo de derechos vinculan tanto al Estado como 
a quienes integran la sociedad, es indiscutible que no pueden existir ámbitos a donde pueda predicarse 
exenciones al orden constitucional y sobre todo, excepciones a la eficacia de los mandatos a favor de 
la persona humana y el respeto de su dignidad.  
14. La observancia de los derechos fundamentales o, lo que es lo mismo, la obligación de que estos 
no sean vulnerados, no es pues dentro de este contexto una proclama que no pueda resultar 
concretizable, sino una máxima que reclama garantías de observancia obligatoria. Consecuentemente 
y a despecho de quienes no vean una lectura a favor de los derechos cuando de la jurisdicción 
comunal se trata, conviene que este Tribunal deje claramente establecido, que en cada ocasión en 
que el ejercicio de esta última, colisione de manera frontal y evidente con estos últimos, de ninguna 
manera estaremos hablando de una facultad regularmente desarrollada, sino de una evidente 
desnaturalización de la misma.  
15. Los derechos fundamentales, son pues en definitiva, límites indiscutiblemente objetivos al 
ejercicio de la potestad jurisdiccional comunal y, como tales, deben ser merituados en cada ocasión 
en que puedan resultar invocados según la incidencia o nivel de afectación del cual puedan ser objeto. 
Ello pues descarta, la idea de que por el simple hecho de alegarse la existencia de una potestad 
jurisdiccional especial, quede cerrada la discusión en torno de su correcto o adecuado ejercicio. 
 La autonomía reconocida sobre la jurisdicción comunal siendo especialmente relevante, no 
supone relativizar o desconocer otros bienes jurídicos de igual relevancia.  
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16. Se ha dicho y no sin razón que la jurisdicción comunal y la garantía de autonomía que le es 
consustancial, representa un bien jurídico de especial relevancia dentro del contenido constitucional. 
Las razones de ello, han quedado anteriormente precisadas. Ello no obstante y muy a pesar de que la 
citada variante jurisdiccional posea las connotaciones que se ha descrito, no significa tampoco ni 
mucho menos, que la relevancia proclamada suponga minimizar o peor aún, desconocer otros bienes 
jurídicos al interior de la propia Constitución. 
 17. Sabido es que la norma fundamental, se estructura no sobre la base de una escala de jerarquías, 
sino sobre el supuesto de contenidos igual de importantes, debiéndose matizar que cualquier eventual 
escenario conflictivo debe ser resuelto a la luz de cada caso, y con sujeción estricta a un raciocinio 
elementalmente ponderativo. 
 18. No es ni puede ser aceptable que tras invocarse la relevancia de un contenido o norma 
constitucional, se pueda en abstracto o tal y cual si fuera una regla generalizada, neutralizar el valor 
o trascendencia de otro contenido o norma de la propia Constitución, pues esta debe ser concebida 
de manera no sólo sistemática y armónica, sino en forma compatible con la totalidad de objetivos 
constitucionales. 
 19. En este contexto y tan importante como lo es la jurisdicción comunal y la orientación 
multiculturalista que le sirve de sustento, es por ejemplo y por lo que al presente caso se refiere, la 
obligación del Estado y de la comunidad en general, de proteger a la niñez y a la adolescencia. 
Nuestra Constitución, no sólo ha reconocido dicho mandato en su artículo 4 sino que nuestra propia 
jurisprudencia lo ha desarrollado de manera mucho más omnicomprensiva, al reconocer como parte 
del bloque de constitucionalidad al artículo IX del Título Preliminar del Código de los Niños y 
Adolescentes (STC 6165- 2005-HC/TC), lo que supone dejar en claro la relevancia que este último 
contenido, también tiene en el marco del Estado Constitucional. 
 20. En definitiva y si de bienes jurídicos de relevancia se trata, hay más de uno en el contenido de 
la norma fundamental y mal haría el operador jurídico en exaltar la importancia de uno, sacrificando 
por completo la trascendencia del otro. O a todos se les asume como especialmente superlativos, o 
la Constitución representaría un intento banal por querer integrar las aspiraciones sociales, cuando 
alguna de ellas simplemente puede desdibujar al resto, sea relativizándolas o simplemente, 
desconociéndolas. 
 El reconocimiento de funciones jurisdiccionales por parte de las Comunidades Campesinas y 
Nativas no implica que el Estado renuncie a la potestad punitiva (Los alcances del artículo 18, 
inciso 3, del Decreto Legislativo 957). 
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21. La importancia de una jurisdicción comunal, se encuentra fuera de toda duda. Sin embargo, 
conviene preguntarse si a partir de su reconocimiento y puesta en ejercicio, cualquier materia con 
incidencia jurídica debe ser puesta en su conocimiento. 
 22. Una respuesta razonada del tema, evidentemente descarta de plano que todos los aspectos 
jurídicos puedan ser vistos en el ámbito de la justicia comunal, pues el origen de esta no responde a 
los mismos supuestos y consideraciones de la Justicia ordinaria, sino a lo que es propio de la vida 
comunal con todas las incidencias que la misma puede llegar a suponer. Naturalmente, esto tampoco 
significa ni debe tomarse necesariamente, como que sean muy pocos los aspectos a cargo de esta 
variante jurisdiccional, sino simplemente, como que no todos los aspectos jurídicos pueden tener una 
consecuencia directa en el ámbito de la vida comunal.  
23. Interrogante esencial en el escenario descrito es la de saber si los aspectos vinculados a la eventual 
comisión de ilícitos penales deben ser visto por la justicia comunal. Al respecto y sin temor a 
equívocos, puede también afirmarse que ello no sólo es perfectamente posible, sino hasta auspicioso, 
pues la tutela de bienes jurídicos depende en buena medida de la concepción con la que cada grupo 
humano concibe su organización en la vida social y siendo ello así, no es extraño sino perfectamente 
coherente la concepción de una justicia comunal de tipo penal.  
24. Prueba contundente de que esta concepción es plenamente legítima la encontramos por lo demás 
en el ámbito de los propios instrumentos internacionales. Es el caso del artículo 9.1 del Convenio 
169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes, cuyo texto establece, sin 
que quepa duda alguna, que "En la medida en que ello sea compatible con el sistema jurídico nacional 
y con los derechos humanos internacionalmente reconocidos, deberán respetarse los métodos a los 
que los pueblos interesados recurren tradicionalmente para la represión de los delitos cometidos por 
sus miembros". 
 25. Y abona a la misma perspectiva lo que el inciso 3) del artículo 18 del Código Procesal Penal 
(Decreto Legislativo 957) ha establecido al señalar que "La jurisdicción penal ordinaria no es 
competente para conocer: (...) De los hechos punibles en los casos previstos en el artículo 149 de la 
Constitución".  
26. Sin embargo, el hecho de que se acepte como perfectamente legítima, la opción de una justicia 
comunal de tipo penal, no significa tampoco como algunos, erróneamente lo creen, que nuestro 
ordenamiento jurídico pretenda auspiciar una renuncia total a las potestades punitivas que tiene el 
Estado en relación a los delitos cuando de comunidades campesinas o nativas se trata. 
 27. En efecto, lo primero que debe recordarse es que no existen cláusulas constitucionales absolutas. 
Que el artículo 149 de la Constitución reconozca la jurisdicción comunal, no significa que esta última 
sustituya o reemplace a la justicia ordinaria. El vocablo "pueden" utilizado por el citado dispositivo 
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para hacer referencia a las funciones jurisdiccionales de las autoridades de las Comunidades 
Campesinas y Nativas, es aquí especialmente significativo. Si la intención de la norma constitucional, 
hubiese sido, la de darle a la justicia comunal, el rol sustitutivo de la Justicia ordinaria, el citado 
término estaría demás, debiéndose haber optado por el de "deben".  
28. Pero dicho argumento, que es en esencia gramatical, no es tan relevante como la concepción que 
ya ha sido explicada y que se traduce en el límite objetivo establecido en el artículo 149 y de acuerdo 
con el cual, la jurisdicción comunal, bien que importante, de ninguna manera puede administrarse en 
forma contraria a los derechos fundamentales. 
 29. Aceptar que la jurisdicción comunal tiene como ordinaria para conocer de delitos cuando de la 
vida comunal se trata, solo ha de operar en la medida que no se vulneren los derechos fundamentales 
de la persona.  
30. De asumirse una interpretación tendiente a excluir de la justicia ordinaria toda clase de delitos so 
pretexto de cometerse en el ámbito de la vida comunal, significaría virtualmente vaciar de contenido 
o de toda eficacia práctica a la restricción establecida en el tantas veces citado artículo 149 de la 
Constitución, lo cual no sólo sería inaceptable sino totalmente irrazonable en el contexto de una 
Constitución que se esfuerza en defender una pluralidad de bienes jurídicos de relevancia y en 
particular, los que tienen una vinculación directa con los derechos fundamentales de la persona.  
31. Por lo demás, el propio artículo 9.1 del Convenio 169 de la OIT sobre Pueblos Indígenas y 
Tribales en países independientes que ya ha sido citado, establece que la represión de delitos 
cometidos por quienes forman parte de una Comunidad Indígena o Tribal, apelando a sus propios 
métodos (entre los que por supuesto se encuentra, el de la jurisdicción comunal) sólo puede darse en 
la medida en que sea compatible con el sistema jurídico nacional y con los derechos humanos 
internacionalmente reconocidos, lo que se traduce en respetar el marco normativo encabezado por la 
Constitución y por los derechos que dicha norma fundamental defiende. 
 32. No hay pues, de ninguna forma, una renuncia radical o absoluta a la potestad punitiva del Estado, 
sino el reconocimiento de una justicia ordinaria que cede ante la justicia comunal solo y 
específicamente en determinados supuestos, los que no comprometen los derechos de la persona.  
Delimitación de los aspectos que pueden abarcar la jurisdicción comunal frente a la justicia 
ordinaria, en el marco de lo dispuesto por el artículo 149° de la Constitución. 
 33. Establecido que la Justicia Comunal puede avocarse al conocimiento de una multiplicidad de 
aspectos vinculados a la vida comunal y que incluso, dentro de los mismos pueden haber algunos de 
índole penal, conviene precisar a cuáles aspectos nos estaríamos refiriendo y cuáles en cambio, 
quedarían virtualmente excluidos. 
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 34. Efectuar un listado de materias permitidas o, al revés de ello, prohibidas, no sería precisamente 
la fórmula más adecuada, habida cuenta de la multiplicidad de supuestos que tendría que consignarse. 
Dicha tarea, por otra parte, sería más propia del legislador ordinario que de un Tribunal de Justicia. 
Sin embargo y sin perjuicio de dejarse la posibilidad de que sea la jurisprudencia la que caso por 
caso, vaya definiendo el tema, es un hecho que teniendo como referencia directa lo previsto en el 
artículo 149 de la Constitución, ningún delito que pueda, además de lesionar bienes jurídicos 
tutelados por la ley penal, lesionar el contenido constitucionalmente protegido de derechos 
fundamentales o de bienes jurídicos de relevancia constitucional vinculados a estos, podía ser pasible 
de juzgamiento en el ámbito de la justicia comunal. 
 35. En el escenario descrito, queda claro que por ejemplo, no podrían ser materia de conocimiento 
en el ámbito de la justicia comunal, todos aquellos delitos que recaigan sobre derechos fundamentales 
como la vida, la salud, la integridad física, psíquica y moral, la libertad, entre otros o que puedan 
afectar de alguna forma los intereses de aquellas personas ubicadas en condición especial y/o sensible 
como los niños, los adolescentes, las mujeres en estado de embarazo, los ancianos, etc.  
36. La jurisdicción comunal, en resumen, ha sido reconocida no para justificar excesos, sino para 
preservar la diversidad y el pluralismo cultural de manera compatible con la totalidad de bienes 
reconocidos por la Constitución. Una interpretación contraria a tal consideración, es por donde quiera 
que se le mire, una opción inconstitucional. 
 Dilucidación de la controversia.  
37. Como ya se ha precisado con anterioridad, el propósito del presente proceso constitucional, es 
cuestionar los actuados policiales, fiscales y judiciales a título de los cuales, se ha investigado, 
denunciado y procesado a don Juan Villar Vargas y don Herbert Cusurichi Payaba, como presuntos 
autores del delito contra la libertad sexual (violación sexual) de menor de edad en agravio de las 
menores de iniciales Y.CH.S y B.CH.S. A entender del recurrente, nada de lo que ha hecho la justicia 
ordinaria sería legítimo, por carecer de competencia, pues al tratarse de hechos que involucran a 
personas pertenecientes en su totalidad a la Comunidad Nativa Tres Islas, sería la Justicia Comunal 
la llamada a conocer de tales hechos y a resolverlos en función de su propio derecho consuetudinario. 
 38. Es pertinente precisar, de los actuados del presente proceso y de sus antecedentes, que los hechos 
imputados se circunscriben a lo siguiente: a) Se atribuye a don Juan Vargas Villar, el haber cometido 
delito de violación sexual en agravio de la menor Y.CH.S. Cuando esta contaba con 13 años de edad; 
y, b) se atribuye a don Herbert Cusuruchi Payaba, el haber cometido delito de violación sexual en 
agravio de la menor Y.CH.S.  Cuando esta contaba con 13 años de edad, y en agravio de la menor 
B.CH.S. Cuando esta tenía 12 años de edad. 
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 39. Desde la perspectiva de los criterios que anteriormente se ha expuesto y de manera totalmente 
independientemente a la veracidad o no de los hechos investigados, queda claro que vistos los 
mismos en abstracto y por su naturaleza, de ninguna manera son pasibles de ser conocidos en el fuero 
comunal, pues tal clase delitos no solo repercuten sobre el contenido de derechos fundamentales 
esenciales sino que comprometen a personas de condición especial como son sin duda, los menores 
de edad. Nada de lo que pueda decirse en torno de los hechos sometidos a investigación enerva en lo 
absoluto la facultad de la justicia ordinaria para avocarse al conocimiento de tales hechos, ni siquiera 
la alegada asunción de competencias por parte de la justicia comunal y que ha sido alegada por el 
demandante dentro del presente proceso constitucional, pues además de que la misma no procede 
conforme a lo que ya se ha señalado, la misma se ha producido en el año 2013, esto es, varios años 
después de haberse iniciado la investigación en el ámbito de la justicia ordinaria. 
 40. Descartada la ilegitimidad en el avocamiento de los hechos investigados por parte de la 
jurisdicción ordinaria, discusión muy aparte es la de saber si la citada investigación debe tomar en 
cuenta o no los alegatos que ha expuesto el demandante ante el presente proceso constitucional.  
41. A este respecto y de acuerdo con lo que señala el demandante del presente proceso constitucional 
y lo que aparece de las declaraciones de las presuntas agraviadas así como de uno de los procesados 
(don Juan Villar Vargas), el delito contra la libertad sexual (violación de menor) en realidad no habría 
existido, por dos razones básicas: a) las relaciones sexuales entre los procesados y las agraviadas 
habrían sido con absoluto consentimiento y producto de relaciones de convivencia producidas en 
diversos momentos; y, b) Las relaciones sexuales practicadas entre adultos y menores en edad de 
concebir que a la par sean libremente consentidas, formarían parte de las costumbres practicadas 
tradicionalmente en el ámbito de diversas comunidades nativas y en particular en el ámbito de la 
Comunidad Tres Islas, a donde pertenecen todos los involucrados.  
42 Si lo dicho es cierto y es además plenamente acreditable, como se deduciría de las abundantes 
instrumentales acompañadas a los autos, no existiría ninguna razón por la que la justicia ordinaria no 
tuviese que, tras merituar la cultura y costumbres de quienes habitan la Comunidad Nativa Tres Islas, 
resolver con sujeción a lo dispuesto en el artículo 15 del Código Penal cuyo texto regula el 
denominado error culturalmente condicionado conforme a los siguientes términos "El que por su 
cultura o costumbres comete un hecho punible sin poder comprender el carácter delictuoso de su acto 
o determinarse de acuerdo a esa comprensión, será eximido de responsabilidad. Cuando por igual 
razón, esa posibilidad se halla disminuida, se atenuará la pena" 
Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la Constitución 
Política del Perú HA RESUELTO 
 Declarar INFUNDADA la demanda de habeas corpus en relación al extremo en que se reclama por 
vulneración a la jurisdicción comunal. 
141 
 
 Declarar IMPROCEDENTE la demanda de habeas corpus en relación al extremo en que se reclama 
por vulneración y amenaza a la libertad individual 
FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO URVIOLA HANI  
Con el mayor respeto por la posición de mis colegas magistrados, emito el presente fundamento de 
voto, pues si bien coincido con lo resuelto y con la gran mayoría de argumentos que sustentan el 
fallo, deseo hacer algunas precisiones: 
 1. Considero que debe explicitarse la razón por la que se declara improcedente la demanda con 
relación al extremo en que se solicita el cese de los actos de amenaza de la libertad individual del co-
favorecido, don Herbert Cusurichi Payaba. Así, entiendo que ello obedece a que se encontraría 
pendiente de definición el recurso de nulidad interpuesto por el Ministerio Público en contra de la 
absolución del referido co-favorecido en el proceso ordinario subyacente, dictada por la Sala Mixta 
de la Corte Superior de Justicia de Madre de Dios mediante resolución de fecha 25 de enero del 2015, 
tal como se detalla en el fundamento 3 de la sentencia. En ese sentido, es de aplicación, a contrario 
sensu, el artículo 4° del Código Procesal Constitucional que establece que el proceso constitucional 
de hábeas corpus procede cuando una resolución judicial firme vulnera en forma manifiesta la 
libertad individual y la tutela procesal efectiva. En el caso de autos, al constatarse falta de firmeza en 
la resolución de fecha 25 de enero del 2015 que configura el acto que amenaza la libertad individual 
del co favorecido, debe declararse la improcedencia de la demanda en el citado extremo.  
2. Por otro lado, estimo oportuno introducir un matiz a lo expuesto en el fundamento 4 de la sentencia 
en donde se señala que en esta causa hubo un rechazo liminar de la demanda interpuesta, lo que 
podría dar a entender que estamos ante una causa que ha sido declarada improcedente en las dos 
instancias del Poder Judicial, cuando en segunda instancia se revocó la improcedencia dictada en 
primera instancia y se declaró infundada la demanda. Ello no obstante, deseo reforzar la aseveración 
contenida en el citado fundamento 4 de que el Poder Judicial, parte co-emplazada, no se halla en 
estado de indefensión, pues, adicionalmente a las razones allí indicadas, debo destacar que en la vista 
de la causa celebrada el 16 de octubre de 2015 en la ciudad de Arequipa, su procurador adjunto hizo 
uso de la palabra. 
 3. Finalmente, me aparto de suscribir el fundamento 6 de la sentencia, en la medida que formula una 
crítica, que juzgo destemplada y por lo mismo impropia, de la jurisprudencia del Tribunal 
Constitucional, en especial de la sentencia recaída en el expediente 01126-2011-PHC/TC (la misma 
que firmé con la anterior composición del Tribunal Constitucional). 
La crítica se basa en considerar que no se efectuó un desarrollo analítico suficiente del contenido del 
artículo 149 de la Constitución. 
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 Desde mi perspectiva, la STC 01126-2011-PHC/TC - caso Tres Islas, contribuyó a consolidar la 
primacía de la Constitución y la vigencia efectiva de los derechos constitucionales, y no merece el 
calificativo recibido de que —parafraseando lo expuesto en el citado fundamento 6— en realidad no 
dice mucho, casi nada, sobre el artículo 149 de la Constitución. 
No puedo secundar dicha crítica en los términos expuestos pues, valiéndome de lo manifestado por 
los magistrados Blume Fortini y Sardón de Taboada en su voto singular respecto del auto de 5 de 
abril de 2016 recaído en el expediente 01969- 2011-PHC/TC, implica "resquebrajar el respeto que 
debiéramos profesar" por nuestros colegas y ex colegas. 
 
FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO RAMOS NÚÑEZ 
 Emito el presente voto porque, si bien estoy de acuerdo en declarar como INFUNDADA la demanda, 
estimo que deben formularse una serie de precisiones respecto de ciertas afirmaciones que, a mi 
entender, son inexactas. La primera, relacionada con la supuesta delimitación de las materias que 
pueden ser conocidas por la justicia ordinaria y por la comunal; y, la segunda, vinculada con la 
aplicación de la figura del error de prohibición culturalmente condicionado. 
 a) Sobre la supuesta "delimitación" entre materias que son de competencia de la justicia 
ordinaria de aquellas que pueden ser conocidas por la justicia comunal  
Advierto que en el fundamento 35 de la ponencia se indica lo siguiente  
En el escenario descrito, queda claro que por ejemplo, no podrían ser materia de 
conocimiento en el ámbito de la justicia comunal, todos aquellos delitos que recaigan 
sobre derechos fundamentales como la vida, la salud, la integridad física, psíquica y 
moral, la libertad, entre otros o que puedan afectar de alguna forma los intereses de 
aquellas personas ubicadas en condición especial y/o sensible como los niños, los 
adolescentes, las mujeres en estado de embarazo, los ancianos, etc.  
Al respecto, considero que la afirmación que se efectúa en la ponencia desconoce el margen de 
actuación con que cuenta la justicia comunal al momento de resolver los casos que son puestos en su 
conocimiento.  
De conformidad con el artículo 149 de la Constitución, las "autoridades de las Comunidades 
Campesinas y Nativas, con el apoyo de las Rondas Campesinas, pueden ejercer las funciones 
jurisdiccionales dentro de su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario, 
siempre que no violen los derechos fundamentales de la persona". De esta disposición se puede 
desprender que el constituyente ha configurado un límite material a la potestad de administrar justicia 
en el seno de las comunidades, y que está relacionado con el respeto de los derechos fundamentales. 
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No puedo negar que una redacción así ocasiona no pocos problemas, ya que estas libertades se suelen 
caracterizar por estar reconocidas en términos indeterminados y genéricos, lo que demanda la 
participación de la judicatura a fin de lograr su concretización. 
 En este escenario, en el que confluyen distintos intérpretes de la Constitución (y, consecuentemente, 
de los derechos fundamentales), considero que no es apropiado que se afirme de manera rotunda qué 
bienes jurídicos deben ser tutelados en la vía ordinaria y cuáles en la comunal. Ya hemos advertido 
en una oportunidad anterior, que la Constitución protege la libertad de diferir, lo que implica la 
promoción de "un sistema de carácter dialógico en el que las distintas creencias y culturas tienen algo 
que aportar" [STC 02765- 2014-PA/TC, fundamento 8]. Esto supone, que existen distintas nociones 
de "vida buena" o "justa", lo cual implica, como es evidente, que también se presenten distintas ideas 
respecto de lo que son los derechos fundamentales.  
En ese sentido, afirmar qué conductas pueden ser enjuiciadas por la judicatura ordinaria y cuáles por 
la comunal implica una labor que, en principio, no creo que deba ser realizada en una sentencia por 
parte de este Tribunal. Antes bien, creo que demanda esfuerzos articulados entre distintas 
instituciones, profesiones y, evidentemente, culturas, a fin que, a través de un examen 
interdisciplinario, se pueda elaborar alguna propuesta que recoja un mínimo nivel de consenso que 
pueda llevarse exitosamente a la práctica. En principio, son el Poder Ejecutivo y el Congreso de la 
República quienes deben promover esta clase de reformas, a fin de velar no solo porque los jueces y 
fiscales tengan una visión multicultural al momento de administrar justicia, sino también porque en 
las comunidades exista un importante nivel de certeza respecto de qué materias pueden ser 
enjuiciadas en su seno y cuáles no. 
 Por lo expuesto, considero que la delimitación que se propone en la ponencia es genérica y, por ello, 
potencialmente perjudicial para la justicia comunal, por lo que no suscribo los fundamentos que 
hacen referencia a ella, y particularmente el 35 de la sentencia.  
b) La "aplicación" del error de prohibición culturalmente condicionado por parte del Poder 
Judicial  
Por otro lado, en el fundamento 42 la mayoría de mis colegas efectúa la siguiente afirmación 
 No existiría ninguna razón por la que la justicia ordinaria no tuviese que, tras merituar 
la cultura y costumbres de quienes habitan la Comunidad Nativa Tres Islas, resolver 
con sujeción a lo dispuesto en el artículo 15 del Código Penal cuyo texto regula el 
denominado error culturalmente condicionado.  
Al respecto, estimo que dicha aseveración es impertinente para resolver la presente controversia, ya 
que se relaciona con el accionar futuro que pueda ejercer la judicatura al examinar el proceso penal 
que aquí se ha cuestionado. De este modo, no nos corresponde efectuar alguna clase de afirmación 
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respecto de la forma en que el juez penal deba resolver la denuncia formulada, pues ello supondría 
invadir las competencias que constitucionalmente se le ha asignado. Como hemos afirmado de 
manera constante en nuestra jurisprudencia, cuestiones como la subsunción de la conducta en un tipo 
penal determinado, o la valoración de las pruebas son cuestiones que, al menos en principio, le 
corresponde examinar a la judicatura ordinaria y no a este Tribunal. Esto tiene aún más sentido con 
los procesos penales que se encuentran en trámite, ya que el Poder Judicial tiene un importante 
margen de decisión al momento de examinar cada caso que es puesto en su conocimiento. 
De ahí que la afirmación que se efectúa en la ponencia no solo es impertinente para resolver lo 
demandado en este habeas corpus, sino que además supone una injerencia en la forma cómo el juez 
penal debe resolver el caso que aún se encuentra en su conocimiento, lo cual es completamente ajeno 
a la jurisprudencia que reiteradamente ha emitido este Tribunal.  
Todo lo anteriormente expuesto, sin embargo, no es contrario a mi idea de que la demanda debe ser 
declarada como INFUNDADA, pues no advierto que los hechos expuestos supongan alguna 
vulneración de los derechos alegados por la parte recurrente. 
 
FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO SARDÓN DE TABOADA  
Estoy de acuerdo con desestimar la demanda, pero no con lo expresado en los fundamentos 6 al 36, 
ni menos aún en el fundamento 42. A mi criterio, por lo pronto, los fundamentos 6 al 36 contienen 
elucubraciones impertinentes o equivocadas. 
 Ciertamente, no comparto la opinión despectiva respecto al artículo 149 de la Constitución contenida 
en el fundamento 6 de la sentencia. Según este, dicho artículo de la Constitución: "[...] no dice en 
realidad mucho (en realidad [sic] casi nada)".  
El denostado artículo 149 contiene una regla para delimitar los ámbitos de la justicia comunal y de 
la justicia ordinaria:  
Las autoridades de las Comunidades Campesinas y Nativas, con el apoyo de las 
Rondas Campesinas, pueden ejercer las funciones jurisdiccionales dentro de su ámbito 
territorial de conformidad con el derecho consuetudinario, siempre que no violen los 
derechos fundamentales de la persona.  
Se puede estar a favor o en contra de esta delimitación, pero no afirmarse que no dice nada.  
Sorprendentemente, el fundamento 9 —acaso para compensar el trato despectivo al artículo 149 en 
el fundamento 7— afirma luego que el reconocimiento de la justicia comunal contenido en dicho 
artículo "[...] representa un gran avance [...]" 
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 Tampoco. A mi criterio, no le corresponde al Tribunal Constitucional calificar los dispositivos o las 
normas contenidas en la Constitución ni favorable ni desfavorablemente. El Tribunal debe limitarse 
a aplicarlas.  
El fundamento 11 busca concluir estas consideraciones presentando un juicio equilibrado entre la 
descalificación y el encomio a la norma constitucional, pero lo hace de manera confusa. La 
jurisdicción comunal, afirma: "[...] no debe [...] ser entendida como todo lo que representa la norma 
fundamental o como la parte más importante de la Constitución". 
 ¿Quién pretende señalar que el reconocimiento a la justicia comunal es "todo lo que representa la 
norma fundamental" o "la parte más importante de la Constitución"? Ciertamente, ninguna de las 
partes en este proceso. 
Estas disquisiciones desembocan en los considerandos 21 al 32, que buscan legitimar el artículo 149 
de la Constitución a base de su concordancia con el artículo 9.1 del Convenio 169 de la OIT sobre 
Pueblos Indígenas y Tribales. Esto es muy equivocado.  
La legitimidad del artículo 149 no depende de su concordancia con ningún instrumento internacional, 
sino del hecho de estar contenido en la Constitución. No debiera el Tribunal Constitucional transmitir 
ninguna duda al respecto.  
Por demás, resulta desconcertante que la parte resolutiva de la sentencia declare infundada la 
demanda, pero que su último fundamento le indique al juez penal que debe eximir de responsabilidad 
al demandante.  
Evidentemente, el Tribunal Constitucional debiera limitarse a señalar que, en este caso, no puede 
oponerse el fuero comunal al ordinario porque se han violado derechos fundamentales. 
 
VOTO SINGULAR DE LA MAGISTRADA LEDESMA NARVÁEZ 
 Las comunidades nativas e indígenas deben ser escuchadas pero también deben generar algunos 
cambios en cuanto a la mejor protección de las niñas  
Considero que en pleno siglo XXI no debería admitir dudas, en primer lugar, que una denuncia por 
violación sexual en agravio de dos hermanas menores de edad (13 y 12 años), en el ámbito de una 
comunidad nativa, no es de competencia de la justicia comunal sino de la justicia penal ordinaria; y, 
en segundo lugar, que no debería formar parte de ninguna costumbre comunal el que un adulto pueda 
tener relaciones sexuales con menores de 13, 12 o menos años de edad.  
Este es uno de los pocos casos que llega al Tribunal Constitucional y plantean de modo específico el 
conflicto entre la jurisdicción comunal y la jurisdicción penal ordinaria en materias tan relevantes 
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como son las que involucran la violación sexual de menores de edad. De los diferentes bienes 
jurídicos que se encuentran en conflicto no cabe duda que uno de la mayor importancia es la 
indemnidad sexual de los menores de 13, 12 o menos años de edad que habitan en las comunidades 
nativas  
Sin embargo, estimo que en la posición en mayoría del Tribunal Constitucional no se ha evaluado en 
toda su dimensión los graves efectos que puede generar para las comunidades nativas e indígenas la 
regla que se está instaurando en el fundamento 35: "queda claro que por ejemplo, no podrían ser 
materia de conocimiento en el ámbito de la justicia comunal, todos aquellos delitos que recaigan 
sobre derechos fundamentales como la vida, la salud, la integridad física, psíquica y moral, la 
libertad, entre otros o que puedan afectar de alguna forma los intereses de aquellas personas ubicadas 
en condición especial y/o sensible como los niños, los adolescentes, las mujeres en estado de 
embarazo, los ancianos, etc."[Resaltado agregado] Ante tal regla cabría preguntarse ¿cuál es la 
justificación para una regla general que involucra tantos bienes jurídicos?, ¿si el Parlamento aun no 
logra aprobar una ley de coordinación judicial entre jurisdicción ordinaria y jurisdicción comunal, 
dada la complejidad de este tema, cómo así el TC logró establecer una regla general que opta por una 
posición tan drástica? ¿quiere decir entonces que con esta regla general del TC, ahora, 
automáticamente, las comunidades nativas e indígenas no pueden conocer ningún asunto que afecte 
bienes jurídicos como la libertad, la salud, la integridad moral, etc.?, ¿de qué coexistencia de sistemas 
de justicia podríamos hablar si con la regla general del TC se opta por la jurisdicción ordinaria? o 
¿después de dicha regla general del TC que queda de la autonomía de las comunidades indígenas y 
nativas con relación a tales bienes jurídicos? De seguro que determinadas costumbres comunales 
deberían cambiar, como es el caso de las relaciones sexuales de adultos con menores de 13, 12 o 
menos años de edad, pero ello no implica exigir el cambio en los casos de intervención en todos los 
derechos fundamentales. La familia, la propiedad, la libertad, la asociación, la integridad moral, entre 
otros bienes constitucionales, también pueden ser protegidas, en algunos supuestos, por la 
jurisdicción comunal. La respectiva delimitación de los ámbitos propios de cada jurisdicción o los 
que compartan es justamente una tarea que estimo debe ser abordada por una ley de coordinación 
judicial y no por una regla general del TC.  
De igual modo, no comparto la posición en mayoría del Tribunal Constitucional cuando en los 
fundamentos 40 a 42 termina dando a entender que el respectivo juez penal en este caso concreto 
debería aplicar el artículo 15 del Código Penal y archivar el caso por configurarse un error 
culturalmente condicionado. En efecto, en los fundamentos 41 y 42 de la posición en mayoría se 
establece lo siguiente:  
41. (...) de acuerdo con lo que señala el demandante del presente proceso 
constitucional y lo que aparece de las declaraciones de las presuntas agraviadas así 
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como de uno de los procesados (don Juan Villar Vargas), el delito contra la libertad 
sexual (violación de menor) en realidad no habría existido, por dos razones básicas: a) 
las relaciones sexuales entre los procesados y las agraviadas habrían sido con absoluto 
consentimiento y producto de relaciones de convivencia producidas en diversos 
momentos; y b) las relaciones sexuales practicadas entre adultos y menores en edad 
de concebir que a la par sean libremente consentidas, formaría parte de las costumbres 
practicadas tradicionalmente en el ámbito de diversas comunidades nativas y en 
particular en el ámbito de la Comunidad Tres Islas, a donde pertenecen todos los 
involucrados.  
 42. Si lo dicho es cierto y es además plenamente acreditable, como se deduciría de las 
abundantes instrumentales acompañadas a los autos, no existiría ninguna razón por la 
que la justicia ordinaria no tuviese que, tras merituar la cultura y costumbres de 
quienes habitan la Comunidad Nativa Tres Islas, resolver con sujeción a lo dispuesto 
en el artículo 15 del Código Penal cuyo texto regula el denominado error culturalmente 
condicionado conforme a los siguientes términos: "El que por su cultura o costumbres 
comete un hecho punible sin poder comprender el carácter delictuoso de su acto o 
determinarse de acuerdo a esa comprensión, será eximido de responsabilidad ( ...)" .  
De la revisión de tales expresiones debo advertir sobre la gravedad de que en un habeas corpus el 
Tribunal Constitucional deslice la idea de que el juez penal, en el proceso penal aquí cuestionado, 
"tuviese" que aplicar la eximente de responsabilidad penal del error culturalmente condicionado. Esta 
es una competencia exclusiva del juez penal. A los jueces constitucionales no les compete 
pronunciarse si en un caso penal se debe o no aplicar la aludida eximente de responsabilidad penal.  
Peor aún, tengo la impresión que tal forma de obrar del Tribunal Constitucional no se condice con la 
función tuitiva que le corresponde sobre todo para cautelar los derechos de los niños. Hubiese sido 
interesante y necesario que en este habeas corpus se examine ¿cuál es el nivel de protección 
constitucional de los menores de 13, 12 o menos años de edad que forman parte de las comunidades 
nativas o indígenas cuando un adulto de estas comunidades pretende tener relaciones sexuales con 
tales menores?, ¿si ésta ha sido una costumbre practicada tradicionalmente en determinada 
comunidad nativa o indígena, debería seguir siendo permitida por nuestro ordenamiento 
constitucional?, ¿se puede hablar de libre consentimiento para tener relaciones sexuales en el caso 
de menores de 13, 12 o menos años de edad que forman parte de las comunidades nativas o 
indígenas? o ¿basta sólo que una menor de las comunidades nativas o indígenas se encuentre en 




Al respecto, estimo que en un Estado Constitucional en el que conviven una comunidad nacional, 
comunidades nativas e indígenas, entre otras, el respectivo equilibrio que debe existir entre éstas 
parte del reconocimiento de que ninguna autonomía comunal es ilimitada y que su coexistencia 
requiere el respeto de determinadas obligaciones que posibiliten la vida en común. En lo que se 
refiere al caso concreto que llega al Tribunal Constitucional estimo que el respeto de la indemnidad 
sexual de los menores de 13, 12 o menos años de edad, garantizada por el Código Penal peruano es 
de aplicación a los menores de tales edades en toda la república, sean pertenecientes o no a las 
comunidades nativas o indígenas. Si es que existe una comunidad nativa o indígena que tiene la 
costumbre o permite que un adulto tenga relaciones sexuales con menores de 13, 12 o menos años 
de edad, ésta comunidad debería cambiar esta costumbre mediante los respectivos procesos 
educativos comunales y nacionales. La Constitución también protege los derechos fundamentales de 
estos menores de edad. Ni las "costumbres practicadas tradicionalmente", ni el supuesto 
"consentimiento", ni la "edad de concebir" deberían constituir criterios legítimos para legitimar que 
un adulto comunero sea eximido de responsabilidad penal por tener relaciones sexuales con menores 
de 13, 12 o menos años de edad. 
 Asimismo, entendiendo que casos comunales como el que se trae aquí no pueden ser investigados y 
juzgados por la jurisdicción comunal sino por la jurisdicción penal ordinaria, hubiese sido interesante 
y necesario que en este habeas corpus se examine ¿cuáles son los procedimientos que a nivel policial, 
fiscal o judicial deben establecerse para garantizar la salud física, psíquica y emocional de los 
menores de 13, 12 o menos años de edad agraviados sexualmente en el ámbito de las comunidades 
nativas o indígenas? Sobre el particular, es necesario atender, además de los procedimientos 
existentes para menores de edad en general, que se implemente algunos procedimientos especiales 
cuando se trate de menores de edad de las comunidades nativas o indígenas, los mismos que se aluden 
a asuntos relacionados con la necesidad de traductores, medidas de seguridad o tratamiento médico 
de ser el caso, entre otras.  
Finalmente, se evidencia algunos graves errores de redacción en los fundamentos 23 y 34. En el 
fundamento 23 es erróneo asumir que la justicia comunal pueda conocer la eventual comisión de 
"ilícitos penales". La expresión "ilícitos penales" sólo tiene cabida en el ámbito de la jurisdicción 
penal. Y en el fundamento 34 se menciona la siguiente frase "(...) ningún delito que pueda, además 
de lesionar bienes jurídicos tutelados por la ley penal, lesionar el contenido constitucionalmente 
protegido de derechos fundamentales o de bienes jurídicos de relevancia constitucional vinculados a 
estos (...)" [resaltado agregado] El error consiste en no considerar que los "bienes jurídicos tutelados 
por la ley penal" también son, en general, bienes jurídicos de relevancia constitucional.  
Es por estas razones, entre otras, que estimo que la presente demanda debe ser declarada 
INFUNDADA en todos sus extremos. No se evidencia arbitrariedad en las decisiones de la 
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jurisdicción penal ordinaria en cuanto se dispuso la restricción de la libertad personal de los 
comuneros favorecidos, ni tampoco la afectación de la jurisdicción comunal por haberse dispuesto 
que los hechos denunciados sean conocidos en la jurisdicción penal ordinaria. Seguidamente, se 
ampliarán los argumentos antes expuestos: 
 1. La protección especial de los niños en el derecho internacional de los derechos humanos  
1. En primer lugar considero necesario hacer referencia a los principales instrumentos de 
protección de los derechos de los niños, niñas y adolescentes, que resultan de aplicación al 
presente caso. 
 2. En la Declaración de Ginebra de 1924 sobre los Derechos del Niño se señaló que  
Por la presente Declaración de los Derechos del Niño, llamada Declaración de 
Ginebra, los hombres y las mujeres de todas las naciones, reconociendo que la 
humanidad debe dar al niño lo mejor de sí misma, declaran y aceptan como deber, por 
encima de toda consideración de raza, nacionalidad, o creencia que: Primero El niño 
debe ser puesto en condiciones de desarrollarse normalmente desde el punto de vista 
material y espiritual. 
 3. A su turno, la Declaración de los Derechos del Niño, considerando que el niño, por su falta 
de madurez física y mental, necesita protección y cuidados especiales, dispuso en el Principio 
2, que  
El niño gozará de una protección especial y dispondrá de oportunidades y servicios, 
dispensado todo ello por la ley y por otros medios, para que pueda desarrollarse física, 
mental, moral, espiritual y socialmente en forma saludable y normal, así como en 
condiciones de libertad y dignidad. Al promulgar leyes con este fin la consideración 
fundamental a que se atenderá será el interés superior del niño.  
4. Más adelante, la Convención sobre los Derechos del Niño, estableció que 
 Artículo 2  
Los Estados Partes respetarán los derechos enunciados en la presente Convención y 
asegurarán su aplicación a cada niño sujeto a su jurisdicción, sin distinción alguna, 
independientemente de la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión 
política o de otra índole, el origen nacional, étnico o social, la posición económica, los 
impedimentos físicos, el nacimiento o cualquier otra condición del niño, de sus padres 
o de sus representantes legales.  
Artículo 3  
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En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas, 
privadas, de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 
órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés 
superior del niño.  
Artículo 6 
 (...) Los Estados Partes garantizarán en la máxima medida posible la supervivencia y 
el desarrollo del niño.  
Artículo 12 
 Los estados Partes garantizarán al niño que esté en condiciones de formarse un juicio 
propio el derecho de expresar su opinión libremente en todos los asuntos que afectan 
al niño, teniéndose debidamente en cuenta las opiniones del niño, en función de la 
edad y madurez del niño. 
 5. Por su parte, en el artículo 19 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, se dispuso 
que  
Todo niño tiene derecho a las medidas de protección que su condición de menor 
requieren por parte de su familia, de la sociedad y del Estado. 
 6. Finalmente, el artículo 15 del Protocolo de San Salvador, estableció que 
 Los Estados partes mediante el presente Protocolo se comprometen a brindar adecuada 
protección al grupo familiar y en especial a: 
 c. adoptar medidas especiales de protección de los adolescentes a fin de garantizar la 
plena maduración de sus capacidades física, intelectual y moral 
7. A la luz de los citados instrumentos, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (Corte IDH) 
ha dejado precisado que 
 [L]os niños poseen derechos que corresponden a todos los seres humanos y tienen, 
además, derechos especiales derivados de su condición, a los que corresponden 
deberes específicos de la familia, la sociedad y el Estado.' 
 8. Podemos decir, entonces, que para dicho Tribunal estamos frente a una protección reforzada para 
los niños, niñas y adolescentes. Pero, además, para la Corte IDH los niños no son únicamente sujetos 
merecedores de protección especial, sino que los considera sujetos de derecho,  
 La mayoría de edad conlleva la posibilidad de ejercicio pleno de los derechos, 
también conocida como capacidad de actuar. Esto significa que la persona puede 
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ejercitar en forma personal y directa sus derechos subjetivos, así como asumir 
plenamente obligaciones jurídicas y realizar otros actos de naturaleza personal o 
patrimonial. No todos poseen esta capacidad: carecen de ésta, en gran medida, los 
niños. Los incapaces se hallan sujetos a la autoridad parental, o en su defecto, a la 
tutela o representación. Pero todos son sujetos de derechos, titulares de derechos 
inalienables e inherentes a la persona humana. 
9. Ahora bien, para garantizar la eficacia de la protección reforzada otorgada por los diversos 
instrumentos de derechos humanos, éstos han reconocido una serie de principios, siendo uno de los 
medulares el del interés superior del niño, respecto al cual en reiterada jurisprudencia la Corte IDH 
ha señalado que 
 La prevalencia del interés superior del niño debe ser entendida como la necesidad de 
satisfacción de todos los derechos de los niños, que obliga al Estado e irradia efectos 
en la interpretación de todos los demás derechos de la Convención cuando el caso se 
refiera a menores de edad. Asimismo, el Estado debe prestar especial atención a las 
necesidades y a los derechos de los niños, en consideración a su condición particular 
de vulnerabilidad. 
Además, precisó que 
[P]ara asegurar, en la mayor medida posible, la prevalencia del interés superior del 
niño, el preámbulo de la Convención sobre los Derechos del Niño establece que éste 
requiere "cuidados especiales", y el artículo 19 de la Convención Americana señala 
que debe recibir "medidas especiales de protección". En este sentido, es preciso 
ponderar no sólo el requerimiento de medidas especiales, sino también las 
características particulares de la situación en la que se hallen el niño o la niña. 
10. Reforzando ello, la Corte en la parte decisoria de la Opinión Consultiva OC17/2002, concluyó 
que  
2.- Que la expresión "interés superior del niño", consagrada en el artículo 3 de la 
Convención sobre los Derechos del Niño, implica que el desarrollo de éste y el ejercicio 
pleno de sus derechos deben ser considerados como criterios rectores para la elaboración 
de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la vida del niño. 
8. Que la verdadera y plena protección de los niños significa que éstos puedan disfrutar 
ampliamente de todos sus derechos, entre ellos los económicos, sociales y culturales, que 
les asignan diversos instrumentos internacionales. Los Estados Partes en los tratados 
internacionales de derechos humanos tienen la obligación de adoptar medidas positivas 
para asegurar la protección de todos los derechos del niño. 
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11. Por otro lado, en relación al art. 19 de la Convención de los Niños Y Adolescentes, la Corte IDH 
estableció que 
 Cuando se trata de la protección de los derechos del niño y de la adopción de medidas 
para lograr dicha protección, rige el principio del interés superior del niño, que se funda 
"en la dignidad misma del ser humano, en las características propias de los niños y en la 
necesidad de propiciar el desarrollo de éstos, con pleno aprovechamiento de sus 
potencialidades". 
 12. A nivel del Sistema de Protección de Derechos Humanos de la ONU, sobre la necesidad de 
propiciar el desarrollo de los niños, referido también en el artículo 6, numeral 2, de la Convención 
sobre los Derechos del Niño, el Comité de los Derechos del Niño de la ONU, en la Observación 
General N° 5, del 27 de noviembre de 2013, párrafo 13 precisó que 
 El Comité espera que los Estados interpreten el término "desarrollo" en su sentido más 
amplio, como concepto holístico que abarca el desarrollo físico, mental, espiritual, moral, 
psicológico y social del niño. Las medidas de aplicación deben estar dirigidas a conseguir 
el desarrollo óptimo de todos los niños. 
 13. Además, el mismo Comité, en la Observación General N° 4, del año 2003 señaló que: 
 14. La salud y el desarrollo de los adolescentes están fuertemente condicionados por el 
entorno en que viven. La creación de un entorno seguro y propicio supone abordar las 
actitudes y actividades tanto del entorno inmediato de los adolescentes -la familia, los otros 
adolescentes, las escuelas y los servicios como del entorno más amplio formado por, entre 
otros elementos, la comunidad, los dirigentes religiosos, los medios de comunicación y las 
políticas y leyes nacionales y locales...Los Estados Partes deben adoptar medidas para 
sensibilizar sobre este particular, estimular y/o establecer medidas a través de la formulación 
de políticas o la adopción de normas legales y la aplicación de programas específicamente 
destinados a los adolescentes. 
 31. Los niños y adolescentes deben tener acceso a la información sobre el daño que puede 
causar un matrimonio y un embarazo precoces y las que estén embarazadas deberían tener 
acceso a los servicios de salud que sean adecuados a sus derechos y necesidades particulares 
[...] 
 14. Es evidente que el mencionado desarrollo normativo y jurisprudencial sobre los derechos de los 
niños y las obligaciones del Estado respecto de ellos no se ha focalizado de modo especial sobre los 
niños de los pueblos originarios. Sin embargo, corresponderá a cada ordenamiento nacional verificar 
en qué medida se puede hacer compatible tanto el respeto de tales derechos como el respeto de las 
costumbres de los pueblos originarios. 
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 2. Protección constitucional de los menores de 13, 12 o menos años de edad  
15 En el paradigma del Estado Constitucional, la Constitución es una norma jurídico-política sui 
generis, por cuanto, de una parte crea al Estado, organiza a los poderes públicos y permite la 
afirmación de un proyecto sociopolítico; pero de otra parte, ocupa una posición análoga a la que 
ocupaba su creador, es decir, el status de Poder Constituyente, de forma tal que deviene en la norma 
jurídicamente suprema (STC N° 014-2003-AI/TC, FJ 2). Así, la Constitución se convierte en el 
fundamento de validez de todo el ordenamiento instituido por ella; razón por la cual, cualquier 
producción normativa de los poderes públicos e, incluso, los actos y comportamientos de los 
particulares, deben guardarle lealtad y fidelidad (STC N° 014-2003-AI/TC, FJ 2). 
 16. Específicamente, puede señalarse que la Constitución manifiesta su supremacía normativa en 
dos dimensiones: una objetiva, conforme a la cual la Constitución se ubica en la cúspide del 
ordenamiento jurídico (artículo 51°), y otra subjetiva, en cuyo mérito ningún acto de los poderes 
públicos (artículo 45°), o de la colectividad en general (artículo 38°), puede desconocer o 
desvincularse respecto de sus contenidos (STC N° 00005-2007-PI/TC, FJ 6).  
17. Ahora bien, dicha Norma Fundamental, en razón de tales peculiaridades y de su posición como 
norma jurídico-política y como fuente de Derecho, detenta un carácter abierto y amplio, lo que 
plantea dificultades al momento de su interpretación. A esto último se ha identificado como la 
problemática de la interpretación constitucional, temática básica para el Derecho Constitucional. Al 
respecto, en un ordenamiento jurídico como el peruano, dotado de una jurisdicción constitucional, es 
el Tribunal Constitucional el órgano de cierre de la interpretación constitucional, realizándola con 
eficacia vinculante tanto para el ciudadano como para el resto de poderes públicos. Y lo que legitima 
dicha competencia es la idea según la cual todo poder se encuentra sometido a la Constitución, lo 
que solo será real si es que el Tribunal Constitucional expresa con lealtad, en sus sentencias, el 
contenido de la Constitución. 
 18. Así, el contenido de la Constitución, o más específicamente, el contenido de la interpretación 
constitucional, consiste en el hallazgo del resultado constitucionalmente correcto mediante un 
procedimiento racional y controlable.9Para ello, es de capital importancia la aplicación de los 
principios de interpretación constitucional, como son: el de unidad, concordancia práctica, corrección 
funcional, eficacia integradora y fuerza normativa de la Constitución (STC N° 05854-2005-PA/TC, 
FJ 12), entre otros. En concreto, y en relación al caso que nos ocupa, cabe insistir en lo que prescribe 
el principio de concordancia práctica, en virtud del cual: 
Toda aparente tensión entre las propias disposiciones constitucionales debe ser resuelta 
"optimizando" su interpretación, es decir, sin "sacrificar" ninguno de los valores, 
derechos o principios concernidos, y teniendo presente que, en última instancia, todo 
precepto constitucional, incluso aquellos pertenecientes a la denominada "Constitución 
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orgánica" se encuentran reconducidos a la protección de los derechos fundamentales, 
como manifestaciones del principio-derecho de dignidad humana, cuya defensa y respeto 
es el fin supremo de la sociedad y el Estado (artículo 1 ° de la Constitución) (STC N° 
05854-2005-PA/TC, FJ 12). 
19. En suma, "los bienes jurídicos constitucionalmente protegidos deben ser coordinados de tal 
modo en la solución del problema que todos ellos conserven su entidad"1°. Siendo ello así, un caso 
como el de autos demanda la resolución de eventuales tensiones a través de una solución 
interpretativa que armonice, de un lado, el mandato según el cual la comunidad y el Estado protegen 
especialmente al niño y al adolescente (artículo 4° de la Constitución); y de otro, la autonomía que 
es propia de la función jurisdiccional que pueden ejercer las autoridades de las comunidades 
campesinas y nativas dentro de su ámbito territorial de conformidad con el derecho consuetudinario 
(artículo 149° de la Constitución).  
20. En principio, si bien corresponde al legislador, por mandato expreso de la Constitución, el 
establecimiento de las formas de coordinación de dicha jurisdicción especial con los Juzgados de 
Paz y con las demás instancias del Poder Judicial, considero necesario que el ejercicio de la libre 
configuración del legislador debe realizarse conforme a algunos criterios que haya podido 
establecer el Tribunal Constitucional.  
21. Y es que la proscripción de violación de derechos fundamentales no solo es vinculante en lo 
que respecta al ejercicio de la jurisdicción especial, sino que se proyecta también hacia el propio 
diseño de la coordinación entre jurisdicciones y la determinación de criterios para la determinación 
de competencias entre las mismas, así como para la solución de controversias que eventualmente 
se presenten ante conflictos positivos competenciales. 
 22. Si bien todo ello debe garantizar la legislación que sobre el particular se desarrolle, ante la 
ausencia de la misma y frente al acontecimiento en la realidad de casos litigiosos vinculados con 
dicha temática (como el de autos, en el que una comunidad nativa solicita anular los actuados de la 
justicia ordinaria penal por considerar que ello es competencia comunal), el juez constitucional no 
puede dejar de impartir justicia (artículo 139° inciso 8 de la Constitución) con arreglo a los 
principios, reglas y valores constitucionales. 
 23. Al respecto, y dado que es menester la resolución del caso de autos pese al vacío antes anotado, 
cabe preguntarse, en tanto aspecto constitucionalmente relevante de la presente controversia, si una 
materia personalísima y, qué duda cabe, inexorable a la dignidad humana como la indemnidad 
sexual de los menores de 13, 12 a menos años de edad-más allá del aparente consentimiento del 
menor en la consumación del acto sexual-, puede dejarse al arbitrio del legislador en el entendido 
de que determine libremente que casos vinculados con este bien jurídico protegido constitucional 
155 
 
y convencionalmente, según los criterios de determinación de competencias que establezca, pueden 
ser de conocimiento de la jurisdicción especial.  
24. Una pregunta como la anterior solo puede ser respondida negativamente si se parte de la Norma 
Fundamental y se la interpreta de acuerdo a su textura abierta y dinámica bajo los principios 
previamente destacados. Más aún, si nos atenemos a la tendencia jurisprudencial de este Tribunal, 
encontraremos que se ha afirmado y reafirmado la vinculatoriedad del principio del interés superior 
del niño, recogido en la Declaración de los Derechos del Niño y posteriormente asumido en la 
Convención de Derechos del Niño, (STC 04646-2007-AA/TC, FJ 42). Este principio, que tiene 
entre sus dimensiones, según la Observación General N° 14 (2013) del Comité de los Derechos del 
Niño, la de ser un principio jurídico interpretativo fundamental y a la vez una norma de 
procedimiento", deriva de forma implícita del artículo 4° de la Constitución antes mencionado 
(STC 03744-2007-PHC/TC, FJ 5). Recordemos en todo caso, que este Colegiado ha señalado sobre 
este principio en lo que respecta a la participación de los niños y adolescentes en procesos judiciales 
que: 
 Tal atención a prestarse por los órganos jurisdiccionales, como se desprende de la propia 
Norma Fundamental (artículo 4°), debe ser especial en la medida en que un niño o un 
adolescente no se constituye en una parte más en el proceso sino una que posee 
características singulares y particulares respecto de otras, por lo que más allá del resultado 
del caso, debe procurarse un escrupuloso tratamiento y respeto de sus derechos durante 
el proceso. Asimismo, tal atención deber ser prioritaria pues el interés superior del niño 
y del adolescente tiene precedencia en la actuación estatal respecto de aquellas decisiones 
judiciales en las que no se encuentran comprometidos sus derechos fundamentales (STC 
03744-2007-PHC/TC, FJ 5). 
 25. Frente a esto último, cabe preguntar si la jurisdicción especial puede garantizar en todos los 
casos vinculados con la indemnidad sexual de los menores de 13, 12 o menos años de edad la 
atención especial y prioritaria que la propia Constitución exige a la jurisdicción ordinaria. Y la 
respuesta en este escenario también ha de ser negativa, más aún si cabe la posibilidad de que, para 
determinadas cosmovisiones que eventualmente tienen lugar en nuestro país, sobre cuya 
pluriculturalidad ha hecho énfasis también este Tribunal en su variada jurisprudencia, la 
indemnidad sexual de los menores de 13, 12 o menos años de edad, independientemente del 
aparente consentimiento del menor para la consumación de la relación sexual, no sea un bien 
jurídico especialmente protegido. De hecho, eso es lo que ha sucedido en el caso de autos, toda vez 
que de los actuados se desprende, como cita la mayoría del TC en su fundamento 41, que para el 
representante de la comunidad nativa "las relaciones sexuales practicadas entre adultos y menores 
en edad de concebir que a la par sean libremente consentidas, formarían parte de las costumbres 
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practicadas tradicionalmente en el ámbito de diversas comunidades nativas y en particular en el 
ámbito de la Comunidad Tres Islas, a donde pertenecen todos los involucrados".  
26. El mandato constitucional del artículo 4°, en lo que respecta a la indemnidad sexual de los 
menores de 13, 12 o menos años de edad, más allá del aparente consentimiento del menor en la 
consumación del acto sexual, no debe solo ser garantizado a los menores pertenecientes a la 
sociedad mayoritaria en tanto se vigile que en la jurisdicción ordinaria tales casos sean abordados 
a partir de una tutela preferente, especial y prioritaria. Se trata de un mandato constitucional 
exigible en todo el territorio de la República, en beneficio de todos los menores de 13, 12 o menos 
años de edad, independientemente de su origen o procedencia, por cuanto se trata de un bien 
jurídico personalísimo respecto del cual no se puede invocar una naturaleza cultural. La fuerza 
normativa de la Constitución exige que todos los poderes públicos y privados comprendan esto 
último y actúen en consecuencia. 
 27. En el caso de las comunidades nativas e indígenas del Perú, tal mandato constitucional, 
respetando los derechos y garantías de tales comunidades, exige el examen de sus diversas 
costumbres y la implementación de formas educativas que progresivamente generen los cambios 
necesarios sobre la protección de la indemnidad sexual de los menores de 13, 12 o menos años de 
edad respecto de las relaciones sexuales que adultos de su comunidad pretendiesen tener con estos. 
Esta fuera de duda que los casos de violación sexual de tales menores de edad deberán ser conocidos 
por la jurisdicción penal ordinaria y de ninguna forma por la jurisdicción comunal. 
3. La urgencia de una ley de coordinación judicial entre jurisdicción nacional y jurisdicción 
comunal 
 28. No se puede pretender la activación de la competencia complementaria o alternativa de una u 
otra jurisdicción, de forma arbitraria o totalmente discrecional, en el entendido de que para ello el 
artículo 149 de la Constitución ha reconocido la facultad jurisdiccional de las Comunidades 
Campesinas y Nativas, con apoyo de las Rondas campesinas, y ha ordenado la existencia de una 
ley que desarrolle la coordinación de estas instituciones con la jurisdicción ordinaria, la Justicia de 
Paz y demás instancias del Poder Judicial. 
 29. Asimismo, la Norma Fundamental contiene una serie de disposiciones que reconocen la 
identidad étnica y cultural de los integrantes de las comunidades campesinas y nativas como un 
derecho (artículo 2, inciso 19) y un deber del Estado de respetarla (artículo 2, inciso 19, y artículo 
89). Lo cual, por un lado e • interpretado en el marco del Convenio N° 169 de la OIT constituye un 
avance significativo respecto a las normas vigentes en materia de reconocimiento de la jurisdicción 
especial y de su relación con la jurisdicción ordinaria al momento de su promulgación.  
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30. Y, si bien, a partir del mandato constitucional se han impulsado diversos instrumentos 
legislativos12que han reconocido que las comunidades campesinas y nativas cuentan con la 
facultad de resolver conflictos, es de mencionar que ellas se han limitado a un listado de materias, 
sin pronunciarse sobre la coordinación jurisdiccional. La propia Ley Orgánica del Poder Judicial 
(LOPJ) tampoco establece disposiciones referentes a la coordinación con la jurisdicción especial.  
31. Como resultado de lo previamente señalado, aún subsisten "supuestos conflictos 
competenciales", en materia de resolución de conflictos en los que se vulneran bienes jurídicos de 
tanta relevancia, como el del caso concreto, en los que nos permitimos discutir sobre cuestiones 
formales, cuando debería ser de mayor preocupación el solo considerar que en muchos casos, este 
tipo de vulneraciones quedaran impunes o serán castigados de manera simbólica por la justicia 
comunal. 
 32. Es por ello que urge la necesidad de implementar una Ley de Coordinación Jurisdiccional entre 
la jurisdicción ordinaria y la jurisdicción comunal. A modo de contraste, veamos que, incluso a 
nivel constitucional, la Constitución Mexicana de 1917, reconoce la autonomía de los pueblos 
indígenas para "Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus 
conflictos internos, sujetándose a los principios generales de esta Constitución, respetando las 
garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de 
las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos de validación por los jueces o tribunales 
correspondientes." De lo que se desprende que, por un lado se exige a las comunidades indígenas 
el establecimiento de reglas y procedimientos que en armonía con sus usos y costumbres protejan 
a las mujeres, su dignidad e integridad; y, por el otro, el acceso a la justicia ordinaria si estos 
preceptos no son respetados. 
33. Habiendo citado la particularidad del caso mexicano, vale decir también, que al no contar con 
una ley específica de Coordinación Jurisdiccional Federal, algunos Estados han establecido límites 
al ejercicio de la jurisdicción indígena, como el caso del Estado de Oaxaca: 
Ley de Derechos de los Pueblos Comunidades Indígenas- Estado de Oaxaca, México 
Capítulo VI. De Las Mujeres Indígenas  
Artículo 45.- El Estado reconoce las diversas formas de organización de las familias 
indígenas como base de reproducción y sustentación de los pueblos y comunidades 
indígenas de Oaxaca.  
Artículo 46.- El Estado promoverá, en el marco de las prácticas tradicionales de las 
comunidades y pueblos indígenas, la participación plena de las mujeres en tareas y 
actividades que éstos no contemplan y que tiendan a lograr su realización, su 
superación, así como el reconocimiento y el respeto a su dignidad. 
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 Artículo 47.- A las mujeres y a los hombres indígenas les corresponde el derecho 
fundamental de determinar el número y espaciamiento de sus hijos; y al Estado, la 
obligación de difundir orientación sobre salud reproductiva de manera que aquéllos 
puedan decidir informada y responsablemente al respecto.  
Artículo 48.- Las mujeres indígenas tienen derecho a recibir capacitación y 
educación bilingüe e intercultural para realizar actividades que estimulen su 
desarrollo integral. Artículo 49.- El Estado asume la obligación de propiciar la 
información, la capacitación, la difusión y el diálogo, para que los pueblos y 
comunidades indígenas tomen medidas tendientes a lograr la participación plena de 
las mujeres en la vida política, económica, social y cultural de los mismos, a fin de 
cumplir cabalmente con el mandato del artículo 12 de la Constitución Estatal. 
Artículo  
50.- El Estado garantizará los derechos individuales de las niñas y los niños 
indígenas a la vida, a la integridad física y mental, a la libertad y a la seguridad de 
sus personas. Asimismo, sancionará en los términos previstos por el artículo 16 de 
la presente Ley la separación forzada de niñas y niños indígenas de sus familias, 
pueblos y comunidades. 
34. En este contexto, llama la atención que a nivel comparado, sobretodo regional, existan 
interesantes textos y proyectos legislativos en materia de Coordinación Jurisdiccional, las mismas 
que ofrecen razonables alternativas que conforme a sus competencias podrían ser analizadas por el 
Poder Legislativo. 
 35. A modo de ejemplo, es bastante ilustrativo contar con el marco legislativo del deslinde 
jurisdiccional de Bolivia, el cual ha replicado en países como Ecuador y Guatemala, quienes 
también aceleran trabajos para aprobar sus protocolos. 
Ley de Deslinde Jurisdiccional, Bolivia Capítulo II. Derechos Fundamentales y 
Garantías Constitucionales Artículo 5. Respeto a los derechos fundamentales y 
garantías constitucionales.  
I. Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente, respetan promueven y 
garantizan el derecho a la vida, y los demás derechos y garantías reconocidos por la 
Constitución Política del Estado. 
 II. Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente respetan y garantizan 
el ejercicio de los derechos de las mujeres, su participación, decisión, presencia y 
permanencia, tanto en el acceso igualitario y justo a los cargos como en el control, 
decisión y participación en la administración de justicia. 
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 III. Las autoridades de la jurisdicción indígena originaria campesina no sancionarán 
con la pérdida de tierras o la expulsión a las y los adultos mayores o personas en 
situación de discapacidad, por causa de incumplimiento de deberes comunales, 
cargos, aportes y trabajos comunales.  
IV. Todas las jurisdicciones reconocidas constitucionalmente, prohíben y sancionan 
toda forma de violencia contra niñas, niños, adolescentes y mujeres. Es ilegal 
cualquier conciliación respecto de este tema.  
V. El linchamiento es una violación a los Derechos Humanos, no está permitido en 
ninguna jurisdicción y debe ser prevenido y sancionado por el Estado Plurinacional 
36. De las disposiciones citadas, se puede apreciar la particular protección que brindan a la 
especial situación de los derechos de los niños y niñas indígenas, y la protección que ante 
cualquier uso y costumbre de la comunidad ameritará la intervención del Estado. Ello no debe 
pasarse por alto en el ordenamiento jurídico peruano. Existe un considerable número de 
comunidades nativas e indígenas que merecen reconocimiento y por tanto ser escuchadas, pero 
también tales comunidades requieren estar atentas a aquellos cambios que puedan servir para 
una mejor convivencia de sus integrantes.  
En suma, por las razones expuestas considero que debe declararse INFUNDADA la demanda 
de autos. 
 
